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N° 50-2017
	Sesión extraordinaria de Corte Plena celebrada a las trece horas cincuenta y siete minutos del dieciocho de diciembre del dos mil diecisiete, con la asistencia inicial del Presidente, magistrado Carlos Chinchilla Sandí; de las magistradas y de los magistrados Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Román Solís Zelaya, William Molinari Vílchez, Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Jesús Ramírez Quirós, Ernesto Jinesta Lobo, Nancy Hernández López, Luis Fernando Salazar Alvarado; los suplentes y las suplentes Yazmín Aragón Cambronero, José Rodolfo León Díaz, Marcela Allón Zúñiga, Héctor Blanco González, Ronald Cortés Coto, Sandra Zúñiga Morales, Jorge Araya García y José Paulino Hernández Gutiérrez, la primera, el segundo y el sétimo en sustitución de las magistradas Escoto y Rojas, y el magistrado Castillo por vacaciones, la sexta en sustitución del magistrado Gamboa y los restantes ocupando las plazas vacantes de las Salas Segunda, Tercera y Constitucional, respectivamente.
ARTÍCULO I
Documento 15197-2017
Se aprueba las actas de las sesiones celebradas el 13, 20 y 27 de noviembre del año en curso, números 43-2017, 44-2017 y 45-2017. 
Por no haber asistido a esas sesiones, el suplente Cortés Coto se abstuvo de votar en cuanto a la aprobación de las tres actas. El suplente Araya García se abstiene en cuanto a la primer y tercer acta. La Suplente Aragón Cambronero se abstiene en lo que respecta a la tercera de las actas. 
Se deja constancia que en cuanto a los artículos XI, XII, XIII, XIV y XV de la sesión celebrada el 13 de noviembre 2017, el magistrado Sánchez no vota la aprobación por encontrarse inhibido de su conocimiento. La Suplente Zúñiga Morales en igual sentido, excepto por el artículo XV de la sesión de referencia. El Presidente, magistrado Chinchilla y el magistrado Ramírez respecto a los primeros tres artículos. El magistrado Solís en cuanto al artículo XI de la sesión de referencia. 
Respecto a la sesión del 20 de noviembre de 2017, artículo XX, el Presidente, Magistrado Chinchilla, el magistrado Ramírez y la magistrada Arias.
En cuanto a la sesión N° 45-17 del 27 de noviembre de 2017, el magistrado Chinchilla y Ramírez respecto al artículo XIII, el magistrado Sánchez en cuanto a los artículos  XVI, XVII, XVIII. El Magistrado Solís y la Suplente Zúñiga Morales respecto a los dos últimos artículos.


ARTÍCULO II 
Documento 6214, 14983-17
En sesión N° 18-17 celebrada el 12 de junio de 2017 artículo III, al conocerse el  oficio Nº DFOE-SD-1042 del 25 de mayo último, suscrito por el licenciado Gabriel González Cabezas, Fiscalizador Asociado, la licenciada Grace Madrigal Castro, Gerente de Área y la licenciada Vivian Garbanzo Navarro, Asistente Técnico de la Gerencia de seguimiento de disposiciones de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, concerniente a los resultados de la auditoría de carácter especial relacionada con el apoyo de las tecnologías de información en los procesos del Poder Judicial, se dispuso tener por conocido dicho oficio y que la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información y las Direcciones de Tecnología de la Información y de Planificación, velaran porque se continuara cumpliendo las acciones ejecutadas para corregir los hechos determinados y tomaran las acciones adicionales que se requirieran en un futuro para que no se repitan las situaciones que motivaron las disposiciones contenidas en el informe N° DFOE-PG-IF-06-2016 de ese ente contralor.
El licenciado Gabriel González Cabezas, Fiscalizador Asociado, la licenciada Grace Madrigal Castro, Gerente de Área y la licenciada Vivian Garbanzo Navarro, Asistente Técnico de la Gerencia de seguimiento de disposiciones de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, en oficio Nº DFOE-SD-2375 de 8 de diciembre de 2017, informaron: 
“Para su conocimiento y fines y consiguientes, y con el propósito de que este oficio se haga del conocimiento de los miembros de la Corte Suprema de Justicia, en la sesión inmediata siguiente que celebre ese órgano colegiado posterior a su recibo, me permiso comunicarle que como resultado del análisis efectuado a la información remitida por esa institución, y conforme al alcance establecido en lo dispuesto por la Contraloría General esta Área de Seguimiento de Disposiciones determinó que esa Administración cumplió razonablemente las disposiciones 4.3 y 4.6 contenidas en el informe Nº DFOE-PG-IF-06-2016, referente a los resultados de la auditoría de carácter especial relacionada con el apoyo de las tecnologías de información en los procesos del Poder Judicial.

En razón de lo anterior, se da por concluido el proceso de seguimiento correspondiente a dichas disposiciones, y se comunica a esa Presidencia que a esta Área de Seguimiento no debe enviarse más información relacionada con lo ordenado por este Órgano Contralor en las referidas disposiciones. Lo anterior, sin perjuicio de las fiscalización posterior que puede llevar a cabo la Contraloría General sobre lo actuado por esa Administración, como parte de las funciones de fiscalización superior de la Hacienda Pública. 

Por otra parte, se le recuerda que es responsabilidad de ese órgano colegiado, velar por que se continúen realizando las acciones que permitan la implementación de la “Estrategia de consolidación de la Plataforma de Información Policial”, así como de la “Estrategia para mitigar el riesgo de obsolescencia tecnológica” del Sistema de Seguimiento de Casos”. Asimismo, esa Administración debe velar porque se continúen cumpliendo las acciones ejecutadas para corregir los hechos determinados y tomar las acciones adicionales que se requieran en un futuro para y que no se repitan las situaciones que motivaron las disposiciones objeto de cierre.”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio Nº DFOE-SD-2375 de la Contraloría General de la República referente a los resultados de la auditoría de carácter especial relacionada con el apoyo de las tecnologías de información en los procesos del Poder Judicial. 2.) La Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información y las Direcciones de Tecnología de la Información y de Planificación, velarán porque se continúe cumpliendo las acciones ejecutadas para corregir los hechos determinados y tomar las acciones adicionales que se requieran en un futuro para que no se repitan las situaciones que motivaron las disposiciones objeto de cierre. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO III
Documento 14795-17
El licenciado Rodolfo Castañeda Vargas, Jefe interino de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio Nº SACJ-4130-17 del 5 de diciembre en curso, indicó:
 “Para su  conocimiento y fines consiguientes,  le remito el informe sobre la Evaluación del Desempeño de la licenciada Brisa Campbell Argüello, rendido por la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria: 

La licenciada Campbell Argüello, fue nombrada en propiedad como Jueza 4 en el Tribunal del I Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 26 de setiembre de 2017.  Según acuerdo de Corte Plena, en sesión 27-16, del 12 de setiembre 2016, artículo XIII.  

La licenciada Campbell Argüello asumió el puesto hasta el 01 de octubre de 2017. El periodo de prueba vence el 01 de enero de 2018.   

“Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

1. Datos Generales

Nombre: Brisa Campbell Argüello. 
Cédula: 701280640.
Número de puesto: 373024.
Despacho: Tribunal Penal del I Circuito Judicial de Alajuela.
Tipo de Período de prueba: tres meses.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 01 de enero de 2018. 

1. Estrategia Metodológica:

El estudio sociolaboral se realizó mediante envío de instrumentos al personal judicial:  Juez Coordinador, Jueces integrantes de la Sección donde se ubica, Coordinador Judicial y Técnicos Judiciales, los cuales se diseñaron de manera particular para cada uno y tienen como objetivo recopilar información sobre el proceso de adaptación al despacho y el apego al perfil competencial del puesto. 

1. Hallazgos: 

Las personas consultadas indican que la Licenciada Campbell se ha integrado de manera positiva al despacho, ha aportado conocimiento y experiencia al equipo de trabajo. En su función como juzgadora se caracteriza por tener apertura hacia la realimentación, la trasmisión de conocimiento y la disposición para el aprendizaje permanente. Ha cumplido con las funciones que le competen de manera efectiva y las personas consultadas no hacen referencia de situaciones negativas en su labor profesional. 

1. Conclusiones: 

A partir de los hallazgos de la investigación y el perfil del puesto, se  concluye que la Licenciada ha mostrado un apego positivo al puesto como Jueza 4 Penal en el Tribunal Penal del I Circuito Judicial de Alajuela.”

Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe.”
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Se acordó: Tener por rendido el anterior informe y hacerlo de conocimiento de la licenciada Brisa Campbell Argüello, Jueza 4 en el Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, en el entendido de que el periodo de prueba vence el 1 de enero de 2018. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IV
Documento  15139-2017
	La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° SACJ-4149-17 de 12 de diciembre en curso, manifestó:
“Para su  conocimiento y fines consiguientes,  le remito el informe sobre la Evaluación del Desempeño del licenciado Norberto Garay Boza, rendido por la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria: 

El licenciado Garay Boza, fue nombrado en propiedad como Juez 4 en el Tribunal de Heredia, a partir del 25 de setiembre de 2017.  Según acuerdo de Corte Plena, en sesión 30-17, del 11 de setiembre 2017, artículo XIV.  El periodo de prueba vence el 25 de diciembre de 2017.   

 “Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

D. Datos Generales

Nombre: Norberto Garay Boza.
Cédula: 303830879.
Número de puesto: 96547.
Despacho: Tribunal Penal de Heredia.
Tipo de Período de prueba: tres meses.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 25 de diciembre 2017  

E. Estrategia Metodológica:

El estudio sociolaboral se realizó mediante envío de instrumentos al personal judicial, Juez Coordinador, Coordinadora Judicial y Técnicos Judiciales, los cuales se diseñaron de manera particular para cada uno y tienen como objetivo recopilar información sobre el proceso de adaptación al despacho y el apego al perfil competencial del puesto. 

F. Hallazgos: 

La totalidad de las personas consultadas califica de manera muy positiva el período de prueba del Licenciado Garay en el Tribunal Penal de Heredia. Las fuentes coinciden con que el evaluado es un Juez con excelente trato hacia el personal judicial y las personas usuarias. Asimismo, destaca por su proactividad e iniciativa, conocimiento de la materia y trabajo en equipo. Se evidencia a partir de la información aportada que en su función profesional se observa apego a los valores institucionales, es un Juez responsable, comprometido y que busca la excelencia en su trabajo. 

G. Conclusiones: 

A partir de los hallazgos de la investigación y el perfil del puesto, se  concluye que el Licenciado Norberto Garay Boza ha mostrado un apego positivo al puesto, no se hace referencia al momento de la valoración de situaciones negativas en su labor.”

Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe.”
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	Se acordó: Tener por rendido el anterior informe y hacerlo de conocimiento del licenciado Norberto Garay Boza, Juez 4 del Tribunal de Heredia, en el entendido de que el período de prueba vence el 25 de diciembre de 2017. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO V
Documento  15140-2017
	La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° SACJ-4150-17 de 12 de diciembre en curso, manifestó:
“Para su  conocimiento y fines consiguientes,  le remito el informe sobre la Evaluación del Desempeño de la licenciada Ilem Meléndez Monge, rendido por la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria: 

La licenciada Meléndez Monge, fue nombrada en propiedad como Jueza 4 en el Tribunal del I Circuito Judicial de San José, a partir del 02 de octubre de 2017.  Según acuerdo de Corte Plena, en sesión 30-17, del 11 de setiembre 2017, artículo XIV.  El periodo de prueba vence el 02 de enero de 2018.   

 “Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

A. Datos Generales

Nombre: Ilém Meléndez Monge.
Cédula: 108210174.
Número de puesto: 43906.
Despacho: Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José.
Tipo de Período de prueba: tres meses.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 02 de enero de 2018. 

B. Estrategia Metodológica:

El estudio sociolaboral se realizó mediante envío de instrumentos al personal judicial:  Juez Coordinador, Coordinador Judicial y Técnicos Judiciales, los cuales se diseñaron de manera particular para cada uno y tienen como objetivo recopilar información sobre el proceso de adaptación al despacho y el apego al perfil competencial del puesto. 

C. Hallazgos: 

Las personas consultadas hacen referencia al desempeño positivo en el puesto, es una Jueza que se caracteriza por su trato respetuoso, atención adecuada hacia la población usuaria y apego a la normativa institucional. En su función se evidencian los valores institucionales y la búsqueda del cumplimiento de los derechos de las personas usuarias. 

D. Conclusiones: 

A partir de los hallazgos de la investigación y el perfil competencial, se  concluye que la Licenciada Ilém Meléndez Monge ha mostrado apego positivo al puesto en el Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José.”

Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe.”
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	Se acordó: Tener por rendido el anterior informe y hacerlo de conocimiento de la licenciada Ilem Meléndez Monge, Jueza 4 del Tribunal del Primer Circuito Judicial de San José, en el entendido de que el período de prueba vence el 2 de enero de 2018. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VI
Documento 15141-2017
	La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° SACJ-4151-17 de 12 de diciembre en curso, manifestó:
“Para su  conocimiento y fines consiguientes,  le remito el informe sobre la Evaluación del Desempeño del licenciado Raymond Porter Aguilar, rendido por la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria: 

El licenciado Porter Aguilar, fue nombrado en propiedad como Juez 4 en el Tribunal del I Circuito Judicial de San José, a partir del 30 de mayo de 2016.  Según acuerdo de Corte Plena, en sesión 12-16, del 25 de abril 2016, artículo XIV.  

El licenciado Porter Aguilar asumió el puesto hasta el 01 de octubre de 2017. Durante el periodo de prueba disfrutó de 14 días de vacaciones.  El periodo de prueba vence el 15 de enero de 2018.   

“Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

A. Datos Generales

Nombre: Raymond Porter Aguilar.
Cédula: 108740148.
Número de puesto: 43002.
Despacho: Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José.
Tipo de Período de prueba: tres meses.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 15 de enero de 2018. 

B. Estrategia Metodológica:

El estudio sociolaboral se realizó mediante envío de instrumentos al personal judicial:  Juez Coordinador, Coordinador Judicial y Técnicos Judiciales, los cuales se diseñaron de manera particular para cada uno y tienen como objetivo recopilar información sobre el proceso de adaptación al despacho y el apego al perfil competencial del puesto. 


C. Hallazgos: 

El Licenciado Porter es descrito como un Juez de amplia experiencia, con apertura hacia el aprendizaje y habilidades para la enseñanza, en este particular ha aportado de manera positiva al despacho. Apoya al personal judicial y brinda conocimientos  a sus Co-Jueces, se hace referencia a su capacidad de escucha y comunicación asertiva. Asimismo, se destaca su responsabilidad, trato respetuoso y firmeza en la toma de decisiones. Recibe calificaciones muy positivas en todas las áreas evaluadas.

D. Conclusiones: 

A partir de los hallazgos de la investigación y el perfil competencial, se  concluye que el Licenciado Raymond Porter Aguilar ha mostrado apego positivo al puesto en el Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José.”

Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe.”
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	Se acordó: Tener por rendido el anterior informe y hacerlo de conocimiento del licenciado Raymond Porter Aguilar, Juez 4 del Tribunal del Primer Circuito Judicial de San José, en el entendido de que el período de prueba vence el 15 de enero de 2018. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VII
Documento 14819-17
El licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, en oficio Nº 1396-AUD-2017 del 5 de diciembre en curso, informó:
“… de conformidad con el numeral 1.3 de las Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, publicadas en la Gaceta 28 del 10 de febrero del 2010 y las Directrices para la auto-evaluación anual de las auditorías internas del Sector Público, emitidas por la Contraloría General de la República mediante resolución R-CO-33-2008, esta Auditoría concluyó el proceso relacionado con el programa de calidad, previsto para el 2017.

La evaluación interna de la calidad se dirigió principalmente a verificar el cumplimiento de las normas que rigen la profesión de auditoría, determinar el avance alcanzado en el proceso de mejora continua y coadyuvar a la Auditoría Judicial para la revisión externa.

En atención a la directriz del Órgano contralor precitada, la metodología utilizada para el desarrollo del estudio en mención incluyó la aplicación de encuestas de percepción, entrevistas, revisión de diversa documentación relacionada con el accionar de la Auditoría y pruebas a una muestra de estudios ejecutados durante el lapso de evaluación; cuyos resultados permitieron la emisión de  recomendaciones que deberán ser atendidas por los auditores y auditoras, a fin de corregir los aspectos que se señalan en el informe.

Es importante acotar que en el cumplimiento de las regulaciones atinentes, se obtuvo una calificación de 98%, de acuerdo con los parámetros establecidos por la Contraloría General de la República; por lo que las labores sustantivas de la Auditoría Judicial se desarrollan en conformidad con la normativa que regula su accionar.

No omito indicar que, esta Auditoría continuará su proceso de mejora continua, en aras de mantener un apoyo oportuno y efectivo a la Administración Activa, así como la aspiración de la máxima calificación relacionada con la normativa vigente que regula nuestra profesión.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe de la Auditoría Judicial sobre la conclusión del proceso relacionado con el programa de calidad, previsto para el año 2017. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VIII 
Documento 14926-17
En sesión N° 32-17 celebrada el 2 de octubre del 2017, artículo XXIX, entre otros aspectos, se designó interinamente como Directora de la Defensa Pública a la máster Diana Montero Montero, a partir del 3 de ese mismo mes y hasta el momento en que se designe en propiedad en el referido puesto. Asimismo, se dispuso que la Dirección de Gestión Humana en coordinación con la Comisión de Nombramientos procediera a sacar a concurso público la plaza de Director o Directora de la Defensa Pública que dejó vacante la máster Marta Iris Muñoz Cascante, con motivo de su jubilación, conforme a las normas establecidas y a los lineamientos emitidos por la Contraloría General de la República, así como la Ley General de Control Interno. También deberá aplicar esa Dirección el Protocolo de Nombramientos a cargo de esta Corte, aprobado en la sesión N° 41-15 celebrada el 16 de noviembre del 2015, artículo XX.
El señor Roberto Madrigal Zamora, Secretario General del Sindicato de la Defensa Pública, en oficio Nº Sindepu 020-2017 del 7 de diciembre en curso, manifestó: 
“[…]

El concurso reglamentario para la escogencia de quien ocupará próximamente la dirección de la Defensa Pública acontece en un contexto de cuestionamiento público a la transparencia con que en el Poder Judicial se ejerce el poder tanto en la esfera administrativa como jurisdiccional.  Este contexto ha propiciado una coyuntura de remezón y apertura en las estructuras internas de este poder de la República que consideramos debe extenderse y aplicarse para todos los ámbitos de toma de decisiones.

En consonancia con lo anterior y siendo que como Sindicato de la Defensa Pública ostentamos legitimidad para participar en el gobierno de la esfera de lo laboral en representación de los intereses colectivos de nuestros agremiados, solicitamos a esta Corte Plena en cuyas manos se ha encuentra legalmente encomendada la decisión sobre el nombramiento antes mencionado que propicie un proceso transparente y democrático de elección.

Para que el proceso merezca aquellos calificativos (transparente y democrático) sin dejar de estar apegado a las disposiciones estatutarias que regulan este tipo de decisiones solicitamos a esta Corte Plena lo siguiente:

1. Publicar a la mayor brevedad posible el cartel que expone el concurso para la plaza de la Dirección de la Defensa Pública, publicación con la que se daría inicio al proceso reglamentario pertinente;

1. Publicar -una vez cerrado el plazo para que quienes postulen sus nombres hayan entregado sus atestados- la nómina con el nombre y las calidades de identificación de quienes hayan concursado, para que la clase trabajadora interesada pueda conocer desde las primeras fases del procedimiento la identidad de quienes aspiran a dirigir la institución pudiendo de esa manera llevar a cabo las actividades públicas que considere apropiadas y que dentro del marco de la legalidad le permitan discutir y evaluar las cualidades de los postulantes haciendo valer de este modo sus derechos como administrados (artículos 27, 29 y 30 de la Constitución Política);

1. Incoar un proceso de entrevistas públicas a las personas que hayan ofrecido sus nombres a consideración para llenar la vacante del cargo de la Dirección de la Defensa Pública, a través de las cuales tanto la Corte Plena como la clase trabajadora de la Defensa Pública pueda valorar las fortalezas y debilidades de aquellas que eventualmente se reflejarán en las relaciones de la persona electa con el personal a su cargo;

1. Conocer en carácter de documento consultivo la opinión que de manera escrita el Sindicato de la Defensa Pública como representante legítimo de los intereses de la clase trabajadora de la Defensa Pública elaborará -en el entendido de que se haya cumplido por parte del patrono las condiciones antes solicitadas-  y entregará a esta instancia de previo a que se decida el concurso que nos ocupa.

Siendo obvio que la decisión sobre quien ocupe el puesto de dirección de la Defensa Pública incidirá en las condiciones en que el personal de la Defensa Pública ejecuta su trabajo, consideramos que no cabe discusión alguna sobre la legitimidad que ostentamos para solicitar que se nos reconozca el derecho de tener voz dentro del proceso administrativo de elección del puesto.

        No está de más agregar a las consideraciones previas expuestas al inicio de este escrito, que el contexto de finalización del pasado movimiento huelguístico -que cesó gracias a un acuerdo entre la jerarquía del Poder Judicial y los representantes de la clase trabajadora sobre aspectos que ciertamente atañían a condiciones de trabajo- evidencia que la mejor marcha del gobierno judicial puede lograrse a través de acuerdos y de la búsqueda de espacios donde tanto la clase trabajadora como la jerarquía judicial se encuentren para intercambiar sus puntos de vista.

        Esperando entonces una respuesta documentada favorable a nuestra gestión quedamos a sus órdenes mediante la dirección electrónica institucionalmente asignada a nuestro colectivo (sindepu@poder-judicial.go.cr)”
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Se acordó: 1.) Tener por conocida la gestión anterior del Sindicato de la Defensa Pública y hacerla de conocimiento de la Comisión de Nombramientos y de la Dirección de Gestión Humana, en torno al concurso para el puesto de Director o Directora de la Defensa Pública. 2.) Hacer de conocimiento del señor Roberto Madrigal Zamora, Secretario General del Sindicato de la Defensa Pública, que esta Corte en sesión N° 32-17 celebrada el 2 de octubre del 2017, artículo XXIX, entre otros aspectos, dispuso que la Dirección de Gestión Humana en coordinación con la Comisión de Nombramientos procediera a sacar a concurso público la plaza de Director o Directora de la Defensa Pública que dejó vacante la máster Marta Iris Muñoz Cascante, con motivo de su jubilación, conforme a las normas establecidas y a los lineamientos emitidos por la Contraloría General de la República, así como la Ley General de Control Interno. También deberá aplicar esa Dirección el Protocolo de Nombramientos a cargo de esta Corte, aprobado en la sesión N° 41-15 celebrada el 16 de noviembre del 2015, artículo XX. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IX
Documento 14949-17
El licenciado Erick Adrián Guzmán Vargas, Secretario General del Tribunal Supremo de Elecciones, en oficio N° STSE-2166-2017 de 5 de diciembre en curso, expresó:  
“Esta Secretaría General comunica el acuerdo adoptado en el artículo segundo de la sesión ordinaria N° 104-2017, celebrada el 5 de diciembre de 2017 por el Tribunal Supremo de Elecciones, integrado por los señores Magistrados Luis Antonio Sobrado González -quien preside-, Eugenia María Zamora Chavarría, Max Alberto Esquivel Faerron, Zetty María Bou Valverde y Luis Diego Brenes Villalobos, que dice:

“Se dispone: Hágase del conocimiento de los Poderes de la República, de la Contraloría General de la República, de la Procuraduría General de la República, de la Defensoría de los Habitantes, de los partidos políticos, de las Direcciones institucionales, del Departamento de Comunicaciones y Relaciones Públicas - a este último para su difusión- el siguiente recordatorio de las fechas más relevantes para el mes de enero de 2018, según el cronograma de las elecciones presidenciales y legislativas aprobado por este Tribunal:

“ENERO 2018

DÍA 2
A partir de esta fecha los partidos políticos inscritos pueden reiniciar la propaganda electoral y otras actividades políticas en vías o lugares públicos (artículo 136 y 137 inciso d) del Código Electoral).

DÍA 3
Último día para que el Registro Civil imprima las listas definitivas de electores (artículo 154 dél Código Electoral).

DÍA 4
Si a esta fecha un miembro de la junta receptora de votos no se ha presentado a rendir juramento, el partido que lo designó tendrá derecho a presentar, dentro de los cinco días hábiles siguientes, un nuevo elector para que asuma como miembro en la junta de que se trate (artículo 42 del Código Electoral).

DÍA 8
Último día para que los partidos políticos o coaliciones inscritas soliciten la acreditación de sus fiscales generales, cantonales y de juntas receptoras de votos, ante los organismos electorales señalados en el artículo 212 del Código Electoral (artículos 3 y 8 del Reglamento para fiscalización de los procesos electivos y consultivos).

DÍA 11
Último día para que los partidos políticos presenten solicitudes de sustitución de los miembros de juntas receptoras de votos no juramentados.

DÍA 20
Último día para entregar el material electoral las juntas, cantonales (artículo 158 del Código Electoral).

Ultimo día para que el TSE distribuya, en forma impresa y dividido por distrito electoral, el respectivo padrón a cada junta cantonal (artículo 154 del Código Electoral).

Vence el plazo para que los partidos políticos soliciten la sustitución de fiscales previamente acreditados (artículo 19 del Reglamento para fiscalización de los procesos electivos y consultivos).

DÍA 22
Vence el plazo para que los organismos o entidades interesadas soliciten a la Dirección General del Registro Electoral y Financiamiento de Partidos Políticos la acreditación de sus observadores (artículo 7 del Reglamento para la observación de procesos electivos y consultivos).

DÍA 27
Todo el material electoral debe estar en poder de las juntas receptoras de votos (artículo 158 del Código Electoral).

DÍA 28
Último día para que los partidos políticos puedan celebrar reuniones o mítines en zonas públicas (artículo 137, inciso d) del Código Electoral).

DÍA 31
Último día para difundir o publicar parcial o totalmente, encuestas y sondeos de opinión relativas al proceso eleccionario (artículo 138 del Código Electoral).

Último día en que los partidos políticos pueden difundir propaganda en medios de comunicación colectiva (artículo 136 del Código Electoral).”.

ACUERDO FIRME.”
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Se acordó: Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Tribunal Supremo de Elecciones, referente a las fechas más relevantes para el mes de enero de 2018, según el cronograma de las elecciones de las elecciones presidenciales y legislativas aprobado por ese Tribunal. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO X
Documento 14179-17
	
El Consejo Superior en sesión N° 109-17 celebrada el 5 de diciembre del año en curso, artículo XXVI, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió mediante oficio N° 5750-DE-2017 del 23 de noviembre de 2017, lo que se dirá:

[bookmark: _Hlk500991707]“Para conocimiento del Consejo Superior, me permito remitir Informe Mensual del Análisis del Portafolio al mes de octubre de 2017 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, elaborado por el Msc. Eddy Velázquez Chávez, Asesor Externo en Inversiones.”

-0-

Seguidamente, se adjunta el Informe Mensual del Análisis del Portafolio al mes de octubre de 2017 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

1- [bookmark: _Toc393090387][bookmark: _Toc393090448][bookmark: _Toc393090455][bookmark: _Toc393090496][bookmark: _Toc498602891]“Análisis Macroeconómico

[bookmark: _Toc393090497][bookmark: _Toc498602892]1.1 Economía Nacional

Al mes de Octubre del 2017, el análisis macroeconómico local, al igual que el internacional, está orientado al estudio del comportamiento de los macro precios fundamentales y que representan factores de riesgo directos para el portafolio del FJPPJ; tasas de interés, inflación y tipo de cambio.  

Tasas de interés:

El nivel y comportamiento de las tasas de interés locales continúan estando supeditada a los siguientes elementos:

· La tasa básica pasiva calculada por el Banco Central de Costa Rica, inició el 2017 a un nivel del 4,45%, tendencia mantenida desde Enero a Mayo del 2017. Sin embargo a partir de Junio comenzó a incrementarse con mayor intensidad, hasta llegar a mediados de Julio al nivel de 6.00%, el nivel más alto desde Noviembre 2015, cambiando así su tendencia decreciente. En Octubre cerró al 5.90%. 

· La Tasa de Política Monetaria (TPM), determinada por el BCCR, inició el 2017 en el nivel de 1.75%, el cual se ha mantenido desde enero del 2016  hasta abril del presente, donde a partir del 6 de abril aumentó en 50 ptb a 2.25%, el 27 de abril a 2,50%, el 19 de mayo a 3.00%, el 25 de Mayo a 4.00% y el 8 de Junio a 4.50% considerando que: i) la holgura en la capacidad de producción tiende a agotarse; ii) el valor medio de las expectativas de inflación se ubicó en el último año cerca del límite superior del rango meta y, iii) el ahorro financiero nacional ha tendido a dolarizarse lo que resta efectividad a la política monetaria e incide indirectamente en mayores expectativas inflacionarias. Además, si bien la inflación subyacente denota que por la vía monetaria no se están gestando presiones inflacionarias por encima de la meta, este indicador desde julio de 2016 registra una tendencia creciente. 

· El mercado local continúa manteniendo altos niveles de liquidez producto de los vencimientos de deuda previos y ante el agresivo plan del BCCR en atenuar las variaciones del tipo de cambio lo que ha provocado importantes compras de dólares y por lo tanto inyección de colones.

· Asimismo, se reconoce que las autoridades del Ministerio de Hacienda mantendrán su actual política de canje de papeles, lo que les estaría generando menos presiones para con el mercado de valores, para lo que restad del 2017. 

· Por lo anterior no se vislumbran dificultades para la colocación de deuda y para atender los vencimientos y obligaciones en el 2017.

· El impacto del Déficit Fiscal, al no visualizarse una solución concreta a este problema, la presión hacia el alza en las tasas de interés continuaran.

· Las calificadoras de riesgo internacionales; Moodys, Fitch y Estándar & Poor, han disminuido las calificaciones de riesgos del Gobierno de Costa Rica, lo que ha provocado presión en el ajuste de las tasas de interés hacia el alza.  

En conclusión se espera continuar con aumentos en las tasas de interés para el finales del 2017, ante el latente déficit fiscal, lo que evidentemente impactará el valor de los activos que forman parte de los portafolios de inversión del mercado de pensiones y otros. 

Como reflejo de esta expectativa de tasas, seguidamente se incluyen las curvas de rendimientos al vencimiento, al 31 de Octubre del 2017, tanto de colones como de dólares. 

[image: curvasoberana1]
Fuente: BN Valores

Como se puede apreciar, se espera una relativa estabilidad en las tasa en colones, lo que se puede apreciar por el nivel suave de la pendiente por plazo, la cual se visualiza con una tendencia paralela de la misma, reflejando expectativas de crecimientos en las tasas relativamente bajas.
[image: https://www.bnvalores.com/app/infobursatil/img/curvasoberana2.jpg]

Fuente: BN Valores

Igualmente, la curva de rendimiento en dólares, refleja una expectativa de incremento en las tasas, aunque con una pendiente más fuerte comparada con la curva en colones, lo que implica que el incremento podría ser más alto en el tiempo.

Tipo de Cambio:

En materia cambiaria, en el mes de Octubre continuó la leve tendencia de disminución en el tipo de cambio, iniciada a mediados de Setiembre, reflejando una apreciación del colón frente al dólar, frenando así la alta volatilidad presentada en el mes de Mayo 2017, donde el tipo de cambio de venta se ubicó cercano a los 600 colones por dólar, representando una devaluación acumulada en ese momento cercana al 7%.

  [image: ]572.11


Como se ha indicado en informes previos, de acuerdo a los analistas del mercado, la situación en Mayo se presentó ante la especulación de un grupo de participantes de alto volumen y a la expectativas de mayores niveles de inflación y tasas de interés para los próximos meses, variables altamente correlacionadas con el tipo de cambio.

Ante la situación anterior el BCCR se vio en la obligación de intervenir para parar el incremento desmedido que se generó, logrando estabilizar el tipo de cambio a 580 colones por dólar al cierre de Agosto y bajando a 572 en Octubre, lo que representa una devaluación acumulada cercana al 1.9% inferior al 2.5% al mes pasado. 

Los especialistas prevén, desde este nivel, muy poca variación en el precio del dólar para los siguientes meses, según se desprende de la encuesta de expectativas de devaluación que publica el Banco Central.

Sin embargo, la devaluación promedio esperada a tres meses es de 1.3%, muy por debajo del 2.8% del mes de Mayo y al 1.1% del mes anterior; para los siguientes seis meses de 2.2, inferior al 3,9% de Mayo, y para 12 meses, de 4.0%, inferior al 5.1% de Mayo 2017.

En la encuesta del Banco Central, participan analistas, banqueros y empresarios.

En opinión de los expertos, la autoridad monetaria debería continuar dejando flotar el colón, con intervenciones solo ante cambios fuertes, tal y como lo efectuó en este periodo.

Se señala que el Central ha jugado un papel compensador para evitar señales desfavorables en ese campo, pero debe tener una actitud vigilante, dados los problemas fiscales del país.

El superávit de esa moneda extranjera en las operaciones en ventanillas y en los sitios web de los bancos se ha mantenido a lo largo del año de manera más uniforme en comparación con los faltantes de cada día. 

Los dólares que compran y venden los intermediarios con el público conforman el mercado de ventanilla. Por volumen, este es más grande si se compara con el Mercado de Monedas Extranjeras (Monex) del Banco Central de Costa Rica (BCCR), donde solo participan entidades financieras, empresas y personas que negocien más de $1.000 por operación.

No obstante, la entidad ha intervenido no solo ante los cambios bruscos, o los temores, sino también para evitar que su valor se salga de lo que consideran un tipo de cambio de equilibrio.

Por otro lado, tal y como se ha indicado en informes anteriores, lo acontecido en los mercados internacionales con el precio del petróleo, unos de los bienes más transados por la economía nacional, continuará impactando directamente los principales indicadores macroeconómicos; tipo de cambio e inflación. Respecto al tipo de cambio, al recuperarse los precios en dólares del petróleo, se requiere una mayor demanda de dicha moneda en el mercado local con lo cual se generan mayores presiones en este macro-precio. 

Finalmente, ante el aumento de las tasas por parte de la FED, ha generado incertidumbre con lo cual los analistas son del criterio que el tipo de cambio podría continuar con la tendencia creciente hasta cerrar el 2006 con niveles cercanos a los 600 colones por dólar.

Tasa de Inflación:

En Octubre se dio el incremento de precios más alto después del materializado en Enero, representando un 0.56% respecto a Setiembre anterior. Asimismo, la inflación interanual aumentó al nivel de 2.33% el nivel más alto desde Marzo del 2015, donde se registró un valor de 3.05%.

En línea de lo anteriormente señalado, la inflación acumulada a Octubre fue del 1.93%, aún inferior a la expectativa del BCCR de que este indicador cierre el 2017 a niveles del 3%.
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La expectativa de inflación a 12 meses inicia en Enero del 2017 en 3,6%, manteniéndose en Febrero en 3.7%, aumentando a 3.9% en Marzo para finalmente mantener el mismo nivel de Febrero para el cierre de Abril, Mayo y Junio para posteriormente bajar a 3.5% en Julio, a 3.4% en Agosto, 3.2% en Setiembre y en Octubre al 3.3%, levemente superior al 3.0% estimado por el BCCR, pero que se encuentra en el límite superior prospectado por el mismo BCCR. 

Bajo la perspectiva anterior, el Banco Central ha replanteado como meta de inflación para el 2017 el 3% (+-1%), siempre y cuando el manejo de la política fiscal no afecte los agregados monetarios, producto del déficit fiscal existente. Esta decisión consideró el compromiso institucional de buscar la convergencia gradual hacia la inflación de largo plazo de los principales socios comerciales del país (en torno a 3%). Asimismo estima que existen condiciones que facilitarían el retorno de la inflación al rango meta, en el tanto:

· La política monetaria del BCCR propicie que la tendencia de los agregados monetarios y el crédito al sector privado (determinantes macroeconómicos de la inflación en el largo plazo) continúen evolucionado en forma coherente con dicha meta, con lo que se evitarían presiones adicionales por la vía de la demanda agregada. 

· El choque de precios internacionales de materias primas, favorable para la economía local, coadyuve en esa convergencia. 

[bookmark: _Toc498602893]1.2 Economía Internacional 

La inflación de la mayor economía mundial en el último año es un "misterio", una "sorpresa" y una "preocupación" según la presidenta de la Reserva Federal de Estados Unidos (Fed), Janet Yellen.

Este dilema sobre el por qué no hay presiones inflacionarias, pese a casi 10 años de crecimiento y declinante desempleo, estará sobre la mesa cuando el martes 31 de octubre el Comité de Política Monetaria de la Fed (FOMC) inicie dos días de deliberaciones.

Los mercados no esperan que la Fed altere las tasas de interés y optará por mantenerlas en su actual rango de entre 1,00% y 1,25%.

Empero, creen que un aumento, que sería el tercero del año, llegará en diciembre para tener a raya a la inflación.

En un segundo plano de las discusiones estará la decisión del presidente Donald Trump, esperada esta semana, sobre quién reemplazará a Yellen, cuyo mandato al frente de la Fed concluye en febrero.

Los proclives a subir las tasas recibieron el viernes pasado un envión cuando EE. UU. Anuació un crecimiento de 3% en el tercer trimestre que superó la expectativas.

Luego de la última reunión de la Fed, Yellen admitió que el crecimiento y el empleo no generaron la inflación que era de esperar. Esto deja a los miembros de la entidad en una incómoda disyuntiva.

Yellen dijo que tanto ella como la mayoría de sus colegas del FOMC, que define la política monetaria, "suponen" que la inflación empezará a subir el año entrante y llegará a la meta de 2% en 2019.

Empero, una minoría del FOMC dice que esa expectativa es más una cuestión de fe que un pronóstico basado en datos.

El índice de precios basado en gastos de consumo (PCE), divulgado este lunes 29 de Octubre, mostró un leve incremento de 1,6% de la inflación de setiembre a 12 meses.

La inflación subyacente, que excluye los precios más volátiles, se mantuvo en 1,3%, la misma que en agosto y no mayor que la de octubre de 2015.

La inflación subyacente lleva más de cinco años por debajo del objetivo de 2%.

La encuesta del Libro Beige de la Fed dijo este mes que las presiones salariales fueron "escasas" pese a la generalizada creación de empleos.

Las actuales circunstancias no dan margen para subir las tasas, dijo Joseph Ganon, un ex funcionario de la Fed actualmente en el Peterson Institute for International Economics.

"Me pregunto en qué estarán pensando los de la Fed", dijo Ganon. "Ajustarse demasiado a modelos y no tanto en datos puede ser un error".

En lo que va del año, la Fed ha dicho que la inflación se mantuvo baja debido a factores transitorios.

Las "palomas" de Fed, quienes desean esperar para subir las tasas, sostienen que la inflación es baja debido a que el mercado laboral no está tan saludable como parece.

Un estudio del Fondo Monetario Internacional señaló que los empleos de medio tiempo o temporarios son los responsables en gran parte de la recuperación del mercado laboral desde la Gran Recesión de 2008 y 2009 y eso mantiene bajos a los salarios y a la inflación.

Como reflejo de lo anterior se puede observar con lo sucedido con las tasas de interés de referencia del bono del Tesoro de Estados Unidos, en especial la más utilizada, la de diez años plazo, que pasó de un nivel del 2.26% a inicios del 2016, iniciando una baja hasta llegar a tocar mínimos del 1.65%. Como se puede apreciar, posterior al “brexit”, el precio llegó a un mínimo del 1.36%, el valor más bajo desde Julio del 2012.  El 2017 inició en 2.36% para cerrar Octubre del 2017 al 2.15%.
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Fuente: Yahoo Finance.

Esta situación, ha provocado que los rendimientos en dólares en Costa Rica, durante este último trimestre hayan aumentado, manteniendo las expectativas de continuar en esa línea hasta el cierre del 2017.

2- [bookmark: _Toc393090388][bookmark: _Toc393090449][bookmark: _Toc393090456][bookmark: _Toc393090498][bookmark: _Toc498602894]Composición del Portafolio de Inversión

Los informes y el análisis del portafolio se fundamentan en la información reflejada en el archivo de Excel “VFE049420171031”, remitido por el área de inversiones del FJPPJ.

Al mes de Octubre del 2017, el Portafolio Total representa un valor facial ȼ462,87 mil millones, de los cuales el 52.42% (52.23% mes anterior) corresponde a deuda individual (DI), el 46.71% (47.77% me anterior) corresponde a deuda estandarizada (DE) y por vez primera, el 0.87% corresponde a Fondos de Inversión (FI), tal y como se aprecia en el Gráfico No.1.

Como se indicó en informes previos, el problema asociado con la DI radica en que son activos pocos líquidos y que su disponibilidad será posible únicamente al vencimiento, por lo que eventualmente limitaría el poder realizar una recomposición del portafolio antes de su vencimiento.

Lo contrario sucede con la DE, que dada sus características de homogeneidad, podría ser sujeta de cancelación o negociabilidad antes de su vencimiento, si el correspondiente castigo que implicaría la DI, con lo que se podría variar la estructura del portafolio de inversión.

Respecto a FI, todo lo poseído corresponde a Fondos Inmobiliarios, con lo que se está mejorando la diversificación en términos de riesgo y rentabilidad. 

Es importante señalar, que la significativa disminución de la proporción de DI obedece al trabajo efectuado con el Canje efectuado con el Ministerio de Hacienda, donde se logró cambiar activos individuales por activos estandarizados, y al esfuerzo realizado por el área de inversiones por colocar los recursos a través de bolsa, aunque para este mes la porción individual supera la estandarizada.
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Fuente: Elaboración propia con datos del FJPPJ

Respecto a la composición por tipo moneda o unidad de cuenta, se posee una participación mayoritaria en colones con un 70.55% (70.76% mes anterior), seguido por UDES con el 20.48% (20.92% mes anterior) y en dólares con el 8.98%.	
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Fuente: Elaboración propia con datos del FJPPJ

Según lo observado e indicado, se disminuyó la participación en UDES, gracias a las estrategias de Canjes recomendadas e impulsadas por este asesor, trasladando serca de un 20% a colones. 

En las condiciones actuales de mercado, con el tipo de cambio presentando una clara tendencia al alza, se recomienda, prudentemente, aumentar los niveles de inversión en dólares, máximo un 20% del portafolio total, por lo que la estructura actual es razonable en su composición. 

Respecto a las operaciones en UDES, unidad de cuenta indexada por inflación, es de relencia importancia continuar efectuando la valoración de su composición, a efectos de estimar realizar canjes con el único emisor de este papel, Ministerio de Hacienda.

Asimismo, el Portafolio Total está representado por 626 operaciones en valores, en 25 tipos diferentes tipos de activos y en 9 emisores diferentes.

Por emisor, los más importantes en su órden son; Gobierno, BPDC, BCR, BNCR e ICE cuyas participaciones son superiores al 5% del portafolio total y que en su conjunto sumán el 94.09%, según se puede apreciar en el siguiente Gráfico No.3.
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Fuente: Elaboración propia con datos del FJPPJ

Ciertamente, existe una concentración importante en pocos emisores, particularmente en Gobierno (G) con el 71.57%, sin embargo, conforme a las políticas de inversión actuales, son las opciones posibles de inversión y hay que reconocer que la estructura del mercado costarricense está conformada con dicha composición y por tanto las posibles inversiones a adquirir serán semejantes a las mismas, en el tanto no se modifiquen las políticas de inversión con el fin de posibilitar la inversión internacional. 

Respecto a la composición por tipo de instrumento, según el Gráfico No. 4, tal y como se indicó previamente, existe una alta concentración en valores TUDES, a pesar de haber disminuido en cerca de 20 puntos porcentuales, y CDPs, los activos más ilíquidos del mercado, lo que imposibilite su movilidad en el portfolio, aunque si es importante manifestar que dichas participaciones han venido bajando fuertemente en los últimos meses, con lo cual se mejora la liquidez del portafolio. 
[image: ]

Fuente: Elaboración propia con datos del FJPPJ

Finalmente, la composición del portafolio por plazo de vencimiento está estructurado de manera tal que refleja una mayor concentración en inversiones cuyo vencimiento oscila  a más de 5 años con un 34.23%, seguido por el plazo de 3 a 5 años con el 31,60%, tal y como se puede observar en el Gráfico No. 5 siguiente.
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Fuente: Elaboración propia con datos del FJPPJ

En general se considera adecuado la estructura por plazo, típica de un fondo de pensiones cuya mayor participación se espera que esté en operaciones de medianos y largo plazo.   

Igualmente, el 15.78% se encuentra en el corto plazo, hasta 1 año, en primer lugar por el vencimiento de inversiones de largo plazo realizadas en el pasado y, por otro lado, a raíz del nivel y estructura de las tasas de interés actuales, que al estar a niveles relativamente bajos, se suele posicionar en el corto plazo en espera de un repunte en las tasas de interés para comenzar a incrementar la duración de la cartera, aumentando el plazo de inversión.

3- [bookmark: _Toc498602895]Evaluación de Subastas de Inversión

Este apartado se refiere a la evaluación de los resultados de las subastas de inversión del Ministerio de Hacienda y Banco central de Costa Rica y de otras instituciones estatales, para la recomendación de propuestas de posibles colocaciones en estos instrumentos (punto “e”).

Es importante señalar que este es un análisis posterior, por cuanto este informe se refiere a lo acontecido en el mes anterior, la evaluación y análisis de subastas a realizarse a futuro y sobre las cuales se efectúan propuestas, se desarrolla en su momento cuando se informa al mercado por parte del emisor respectivo, conforme al componente de asesoría y capacitación de esta contratación. 

Adjunto se incluye un cuadro resumen de las subastas durante el mes de Octubre del 2017, con sus principales resultados según asignación realizada. 

Como se puede observar, el rendimiento promedio bruto ponderado por el monto asignado, fue de 10.00%, para un monto total asignado de 80.47 mil millones de colones.
[image: ] 

Fuente: Elaboración propia con datos de Sugeval y FJPPJ.
Tal y como se puede observar el emisor que mayor volumen captó es el MH con el 99.32% del total captado, donde el 45.54% corresponde a captaciones en dólares. Para el caso del BCCR, con el 0.68% captado, el 100% fue en colones, tal y como se puede visualizar en el siguiente cuadro.
[image: ]

Fuente: Elaboración propia con datos de Sugeval y FJPPJ.

Cabe destacar que la mayoría de las emisiones captadas, el 88.2%, han sido a plazos superiores a 7 años, no indicando por ello que sea el plazo preferido por el mercado, sino más bien es el que está reconociendo los mejores rendimientos conforme las expectativas de alza en las tasas. 

[image: ]

Fuente: Elaboración propia con datos del FJPPJ

Finalmente es importante señalar lo siguiente:

· El MH y BCCR están orientando su estrategia de captación a bonos a lo largo de la curva; corto, mediano y largo plazo, aprovechando el nivel histórico bajo de las tasas aunque las mismas están empezando a aumentar.

· El rendimiento bruto promedio ponderado en el rango de plazo superior a 7 años es del 10.16%, el más alto según rango de plazo.

· Los rendimientos brutos asignados en colones oscilan entre el 10.87% y el 8.48%, todos ellos por encima de la inflación esperada.

4- [bookmark: _Toc498602896][bookmark: _Toc393090389][bookmark: _Toc393090450][bookmark: _Toc393090457][bookmark: _Toc393090499]Evaluación del Proceso de Inversión

Este apartado se refiere al seguimiento del diagnóstico del proceso de administración del portafolio de inversiones del FJPPJ (políticas, estrategias y riesgos de inversiones) realizado en el informe anual, con el fin de proponer mejores prácticas para maximizar los rendimientos, tomando en consideración los riesgos asociados (punto “d”). 

Al respecto se indica que se mantiene lo indicado en el informe anual de diagnóstico y a la fecha se ha cumplido con los planes de acción establecidos tanto para la capacitación como para las asesorías.

5- [bookmark: _Toc498602897]Recomendaciones de Inversión	

Conforme a las Políticas de Inversión vigentes en el FJPPJ y las condiciones del mercado de valores, seguidamente se puntualizan recomendaciones de inversión que posibiliten mejorar la rentabilidad, manteniéndose siempre entre los límites de riesgos aprobados.

· Por sector: 

· Público no Financiero; Considerar invertir en entidades como el AyA y el ICE, conforme al criterio del asesor en riesgos.

· Sector Público Financiero; Continuar considerando y buscando negociaciones por ventanilla con las tesorerías de los Bancos Públicos y el Banco Popular de Desarrollo Comunal. 

· Ministerio de Hacienda y BCCR; Se recomienda continuar realizando inversiones en valores de Hacienda y BCCR, siempre y cuando reconozcan una rentabilidad de mercado conforme a la curva de rendimiento y el precio de vector, aspectos que ha sido explicados en la asesoría y capacitación respectiva. 

· Por tipo de tasa:

· Renta Fija; Considerar inversiones de corto y mediano plazo, hasta 10 años, ante la expectativa de que las tasas se mantengan estables e incluso tiendan a disminuir. Igualmente, en el caso de que surja alguna opción en los plazos indicados, valorarla siempre y cuando su rentabilidad esté por encima de la curva de rendimiento. 

· Renta Variable; Considerar bonos ajustables, siempre y cuando su rentabilidad sea al menos equivalente a la reflejada por la curva de rendimiento ajustable y su precio máximo sea el de vector de precio. Asimismo, considerar únicamente opciones que no sobrepasen el plazo aprobado en la Política de Inversión vigente.

· Por Moneda:

· Colones; Inversiones en renta fija o renta variable, de acuerdo a lo indicado anteriormente.

· Dólares; Considerar aumentar la participación en esta moneda hasta un máximo del 20% del portafolio total. Para la reinversión de los vencimientos, tanto de los cupones como del principal en esta moneda, considerar inversiones en renta variable y renta fija, preferiblemente de largo plazo, conforme a la estrategia aprobada, siempre y cuando su rentabilidad esté por encima de la curva de rendimiento, conforme a lo indicado anteriormente. Esta es una inversión que permite diversificar en el largo plazo, pues es claro que el dólar resulta ser una moneda más fuerte que el colón. Para ello se recomienda calcular la tasa de indiferencia en colones asumiendo una devaluación anual esperada conforme a lo aprobado por el Comité de Inversiones, con el fin de orientar la inversión ya sea en colones o en dólares.  

· UDES; Suspender la inversión en este tipo de instrumento, por cuanto el portafolio está muy concentrado en el mismo.

Concluyendo, dada las políticas de inversión vigentes, las recomendaciones de inversión son las indicadas anteriormente, considerando para ello el logro de objetivos de rentabilidad de mercado, conforme a la utilización de la curva de rendimiento y cálculos de rendimientos de indiferencia, como referencia para la adquisición de cualquier opción de inversión, sea ésta de corto, mediano o largo plazo, renta fija, renta variable, colones o dólares.

Sobre la estimación de las curvas de rendimientos y rendimientos de indiferencia, sus metodologías se explicaron en el informe de diagnóstico anual y se trabajó en su implementación y utilización con los funcionarios responsables de llevar a cabo las inversiones, con fundamento a la asesoría y capacitación de la presente contratación.

[bookmark: _Toc498602898]ANEXOS

1- [bookmark: _Toc498602899]Informe de Capacitación

Conforme al programa de capacitación estructurado, durante este mes se impartió la siguiente capacitación, exclusivamente al personal asociado directamente a las inversiones, del Departamento Financiero Contable:

· Capacitación General sobre Valoración de Inversiones 18; 09/10/2017; 20/10/2017; 27/10/2017 (9 HORAS)
· 
2- [bookmark: _Toc498602900]Informe de Asesorías 

Conforme a la contratación en referencia, se procedió a participar en la sesión ordinaria de Comité de Inversiones del 9 y 23 de Octubre, donde se emitieron criterios y recomendaciones respecto a la gestión del portafolio de inversión del FJPPJ.

Se procedió a emitir criterios y asesoría respecto a consultas realizadas por los administradores del Fondo, específicamente las referidas a:

· Criterio Calificación de Riesgo BCR; 04/10/2017
· Validación Acta N° 45-2017; 04/10/2017
· Validación Informe de Cartera de Setiembre 2017;20/10/2017
· Criterio Inversión en FI Gibraltar; 27/10/2017

No momito manifestar, que los criterios emitidos y lo anteriormente indicado, han quedado respaldado en los correos de respuesta respectivos.”

-0-

Se acordó: 1.-) Tener por recibido el oficio Nº 5750-DE-2017 con fecha 23 de noviembre de 2017 emitido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 2.-) Tomar nota de los resultados expuestos en el Informe Mensual del Análisis del Portafolio al mes de octubre de 2017, así como el cumplimiento del Contrato de Servicios de Asesoría Profesional en Materia de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial N° 29114. 3.-) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena y las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial. 

La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
[bookmark: marca6][bookmark: marca7][bookmark: marca8]Se dispuso: Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión Nº 109-17 celebrada el 5 de diciembre del año en curso, artículo XXVI, concerniente al oficio Nº 5750-DE-2017 suscrito por la Dirección Ejecutiva y referente al Informe Mensual del Análisis del Portafolio al mes de octubre de 2017, así como el cumplimiento del Contrato de Servicios de Asesoría Profesional en Materia de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial N° 29114
El Magistrado Sánchez se abstiene de emitir pronunciamiento. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XI
Documento 14471-2017
El Consejo Superior en sesión N° 110-17 celebrada el 07 de diciembre del año en curso, artículo LVI, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión Nº 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX, se tomó el acuerdo literalmente dice:

“El licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, remitió mediante oficio 3927-DE-2014 del 31 de mayo de 2014, el informe oficio Nº 164-UGDC-2013 del 26 de marzo del año en curso, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento Financiero Contable, mediante la cual remite los resultados obtenidos en la cartera de inversión de las cuentas Administrativas del Poder Judicial y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el mes de febrero de 2014.

En el oficio 3927-DE-2014 el licenciado Jones León indica que: "Para lo que a bien estime resolver el Consejo Superior, me permito remitir oficio N° 164-UGDC-2013 de 26 de marzo en curso, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento Financiero Contable, mediante el cual remite los resultados obtenidos en la cartera de inversión de las cuentas Administrativas del Poder Judicial y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del mes de febrero del 2014." 

No obstante, el documento suscrito por la licenciada Valverde Bermúdez hace alusión a "los informes de conciliación de las inversiones del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial y de las demás cuentas administrativas, correspondientes al mes de febrero del 2014." Es necesario recordar que una conciliación es un proceso que permite　comparar los valores　que la empresa tiene registrados de una cuenta (inversiones, ahorros o cuenta corriente) con los valores que el banco le suministra por medio del extracto bancario, que suele recibirse cada mes. En este caso, es evidente que la información remitida es un extracto de la correspondencia cruzada por el Departamento Financiero Contable, con los bancos custodios (física o digital) de los instrumentos financieros que respaldan las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Es decir, no son "los resultados obtenidos en la cartera de inversión de las cuentas Administrativas del Poder Judicial y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del mes de febrero del 2014", ni tampoco es el informe de "conciliación de inversiones", como lo señala el Departamento Financiero Contable. 

Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior y hacerla de conocimiento de la Corte Plena y de las Asociaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial.”

-0-

En oficio N° 5834-DE-2017 del 29 de noviembre de 2017, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el oficio N° 915-TI-2017 de fecha 23 de noviembre de 2017, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, mediante el cual remite el Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio, correspondiente al 31 de octubre de 2017.

-0-

Seguidamente se transcribe el citado oficio que literalmente dice:

[bookmark: _Hlk501030763]“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones No. 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y No. 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones así como las cuentas Administrativas de este Poder Judicial, con corte al 31 de octubre de 2017.

Es importante indicar, que como seguimiento se remite comunicación a las entidades bancarias, respecto del análisis comparativo individual del informe presentado por cada ente emisor y custodio.”
-0-

Se acordó: 1) Tomar nota del informe relativo al análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio, correspondiente al 31 de octubre de 2017. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena y de las Asociaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
Se dispuso: Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión Nº 110-17 celebrada el 07 de diciembre del año en curso, artículo LVI, concerniente al oficio N° 5834-DE-2017 de la Dirección Ejecutiva  y referente al Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio, correspondiente al 31 de octubre de 2017.
El Magistrado Sánchez se abstiene de emitir pronunciamiento. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XII
Documento 14980-2017
En sesión Nº 35-15 celebrada el 21 de setiembre del 2015, artículo XXXIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“Se acordó: 1.) Aprobar el informe rendido por la Comisión de Seguridad, por ende, ordenar la permanencia de los 21 espacios de aparcamiento para los 21 jueces y juezas de trámite ordinario del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, más 4 espacios para las jornadas de flagrancia, los siete días de la semana en el  Edificio de Tribunales del Primer Circuito Judicial de San José. 2.) En relación con el desalojo de los espacios de parqueo para servidores y servidoras judiciales  de otras materias en el mencionado edificio, se mantiene lo resuelto por el Consejo Superior en la sesión N° 4-15 del 15 de enero del año en curso, artículo LVII. 3.) Solicitar al Consejo Superior se sirva adoptar junto con la Dirección Ejecutiva y el Organismo de Investigación Judicial las medidas necesarias para garantizar la adecuada conservación y custodia de las unidades vehiculares que se vayan adquiriendo por parte del Poder Judicial. 4.) Remitir las observaciones adicionales expuestas por el Magistrado Armijo sobre posibles alternativas de solución  para  la custodia de los vehículos del Organismo de Investigación Judicial a la Dirección Ejecutiva para su estudio y valoración correspondiente.”
- 0 -
El licenciado Rodolfo Brenes Blanco, Presidente del Consejo de Administración del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José, en oficio N° 25-CADM-17 de 07 de diciembre en curso, expresó:
 “… queríamos hacer de su conocimiento la siguiente situación, esto en atención al acuerdo tomado por éste órgano superior en sesión 35-15 celebrada el 21 de setiembre del 2015, artículo XXXIII, mediante el cual se acordó: ...”  1.) Aprobar el informe rendido por la Comisión de Seguridad, por ende, ordenar la permanencia de los 21 espacios de aparcamiento para los 21 jueces y juezas de trámite ordinario del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, más 4 espacios para las jornadas de flagrancia, los siete días de la semana en el  Edificio de Tribunales del Primer Circuito Judicial de San José. 2.) En relación con el desalojo de los espacios de parqueo para servidores y servidoras judiciales  de otras materias en el mencionado edificio, se mantiene lo resuelto por el Consejo Superior en la sesión N° 4-15 del 15 de enero del año en curso, artículo LVII...”.

1. En el sótano del edificio de Tribunales de este Circuito Judicial, se está desarrollando  un proyecto de cambio de tubería de aguas negras, que fue reiniciado el pasado lunes 04  de diciembre del 2017, estos trabajos consisten en la instalación y  cambio de todas las tuberías de aguas pluviales y negras del sótano de dicho edificio, por lo que se están viendo afectado algunos espacios de parqueo que ocupan  tanto vehículos oficiales como vehículos particulares de señores (as) Jueces y Juezas así como Fiscales y Fiscalas de la República.

2.  Por la anterior circunstancia, este Consejo de Administración y dado la situación de emergencia presentada acordó en la sesión ordinaria N.º 12 celebrada el pasado 07 de diciembre del año en curso, artículo III, desocupar de forma temporal a partir del lunes 11 de diciembre del año en curso y  hasta por un período de aproximadamente de dos meses; a señores (as) Jueces y Juezas así como a Fiscales y Fiscalas  de la República en condición interina y que por anualidades tienen derecho a estacionar en dicho lugar, según el reglamento de espacios de parqueo, esto con el fin de poder reubicar los vehículos oficiales en los espacios que ocupan actualmente las personas supra indicadas y en razón de la situación de necesidad de espacio para poder ubicar los vehículos oficiales; durante este período de reparaciones”.

- 0 -
Se acordó: Tener por conocida la anterior comunicación de la Presidencia del Consejo de Administración del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José, referente a la situación de los parqueos del sótano del edificio de Tribunales del Primer Circuito Judicial de San José. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIII
Documento 14956-17

En sesión N° 18-15 celebrada el 18 de mayo del 2015, artículo XX, entre otros, se nombró en propiedad al el licenciado Fernando Alberto Gamboa Calvo, en la plaza N° 371171 de Juez 5 del Tribunal de Apelación Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, a partir del 1 de junio del 2015.
El licenciado Gamboa Calvo, en su expresado carácter, en correo electrónico recibido el 7 de diciembre de este año, manifestó: 
“En virtud de una serie de circunstancias familiares y geográficas que han sobrevenido recientemente con mis hijos y con la salud de mi señora madre, quien es adulta mayor y originaria de Pérez Zeledón, me veo en la obligación de renunciar al cargo de Juez del Tribunal de Apelación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda (plaza N° 371171), a partir del 7 de Enero de 2018, con el fin de atender estos asuntos de forma personal.

Honrado con el cargo conferido y agradeciendo brindar el trámite correspondiente ante la Corte Plena…”
- 0 -
Se acordó: Aceptar la renuncia presentada por el licenciado Fernando Alberto Gamboa Calvo, al cargo de juez 5 del Tribunal de Apelación Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, plaza N° 371171, a partir del 7 de enero del 2018, conforme así lo solicita y darle las gracias por los servicios prestados al Poder Judicial. 
Solicitar al Consejo de la Judicatura la remisión de la terna correspondiente, para llenar la plaza vacante N° 371171, de Juez o Jueza 5 del Tribunal de Apelación Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, con ocasión de la renuncia del licenciado Gamboa Calvo.
El Despacho de la Presidencia, el Área de Gestión y Apoyo - nombramiento de jueces- del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIV
Documento 13805, 14970-2017
La licenciada Laura Cubillo Madrigal, Jueza 4 del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz, en nota de 16 de noviembre de este año, expresó:
 “[…] 

A partir del artículo 21 del Reglamento Interno del Sistema de Carrera Judicial se regula lo relativo a los concursos dentro de la Carrera Judicial; específicamente los artículos 23 y 24 se refieren a las formalidades y demás aspectos propios de las ofertas de servicios en Carrera Judicial. De interés para mi solicitud, los numerales 24 y 37 que refieren lo siguiente:

Artículo 24.- Los documentos que se requieran y los formularios pueden ser presentados conjuntamente con el documento de oferta de los servicios o a más tardar dentro de los ocho días hábiles posteriores a la fecha de cierre del concurso. Si se incurriere en alguna omisión al respecto, la oferta será inatendible. En el aviso deberá hacerse la advertencia correspondiente. 

Artículo 37.- Los interesados podrán presentar los atestados calificables sobre su experiencia y formación intelectual y académica, los que serán tomados en cuenta para hacer las modificaciones que correspondan en los términos del artículo 24. 

Mi solicitud en específico es que siendo que el Concurso CJ-10-2017 Juez 4 Penal a la fecha, 16 de noviembre del 2017, aún no ha cerrado, y en aplicación del artículo 24 del Reglamento en mención, se me tenga en consideración a efecto de mi evaluación total para obtener nota en el concurso, la Maestría en Criminología cuya certificación incluí en el Sistema Administrativo de la Carrera Judicial en el mes de agosto del 2017, así como también los títulos capacitación que incluí en la misma fecha. No omito indicar que para el momento de inscripción en el concurso yo ya había terminado la maestría pero estaba esperando que la Universidad me asignara fecha para la defensa de la tesis, es por esa razón que pude obtener la certificación respectiva hasta el mes de agosto pero es claro que para ese momento el concurso aún no había cerrado, considero con el mayor de los respetos que si en el Reglamento de cita se viene hablando de forma diferenciada de "oferta de servicios" y de "cierre del concurso" no es dable interpretar como se está haciendo por parte de Carrera Judicial, que los atestados que modifiquen la experiencia y formación intelectual y académica, deban presentarse exclusivamente dentro del período de oferta de los servicios -misma que ciertamente tiene una fecha de cierre después de la cual una persona no puede pretender ser incluida en el concurso-, cuando claramente se reglamenta que la oportunidad para hacerlo es hasta el "cierre del concurso" lo que en el caso en particular, sometido a su consideración, no ha sucedido aún. 

No quisiera dejar pasar la oportunidad de indicarles que para mí es muy importante que se me tome en cuenta en la nota lo que corresponde al rubro de Maestría y cursos de capacitación, porque eso significa evidentemente una gran diferencia entre quedar elegible o no, de ahí el gran esfuerzo que hice por pagar mis estudios y concluirlos prontamente para que se me tomen en consideración; véase que estos son rubros matemáticos que solo requieren ser constatados por parte de los funcionarios a la hora de hacer la sumatoria total y generar una nota, no se requiere un sometimiento a un nuevo examen académico porque este ya lo realicé en mayo del 2017 obteniendo una nota de ochenta y cinco; simplemente es constar estos atestados y sumar a la nota que aún no se me ha comunicado porque reitero no ha cerrado el concurso. Considero con todo respecto, que la interpretación que se está haciendo del Reglamento es extensiva y en perjuicio de quienes como yo, pudimos sumar atestados importantes durante el plazo en el que ha estado vigente el concurso.

En caso de negarse esta pretensión, se me estaría causando un grave perjuicio en mis aspiraciones para continuar con mis labores como jueza de juicio y poder tener acceso a la lista de elegibles de Carrera Judicial. 

Gracias de antemano por su atención; quedo atenta y a su entera disposición.”

-0-

Las anteriores diligencias se remitieron a consulta de la Dirección de Gestión Humana, a cuyos efectos, el licenciado Rodolfo Castañeda Vargas, Jefe interino de Subproceso de la Administración de la Carrera Judicial en oficio N° SACJ-4142-2017 de 6 de diciembre del presente año, rinde el siguiente informe:
“Se informa que la señora Laura Cubillo Madrigal, participó en el concurso CJ-10-2017 de juez(a) 4 Penal, que según la sumatoria de los rubros se proyecta que sea superior a la nota mínima para quedar elegible. Sin embargo, el concurso a la fecha se encuentra en trámite.  

Asimismo, revisados los registros que para tales efectos se llevan en esta oficina, se determinó que la Certificación de Maestría de la Universidad Estatal a Distancia fue presentada el 07 de setiembre del 2017, posterior a la fecha límite establecido en el cartel del concurso; sea 01 de marzo del 2017, para ser considerados en el promedio. De ahí que la solicitud es inatendible hasta tanto sea aprobado el promedio del concurso de referencia, siempre y cuando este sea superior al mínimo requerido para quedar elegible. En cuyo caso, la valoración del atestado presentado se efectuará mediante el procedimiento de recalificación.
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Con respecto al tema, el artículo 24 del Reglamento de la Carrera Judicial establece:

"Los documentos que se requieran y los formularios pueden ser presentados conjuntamente con el documento de oferta de los servicios o más tardar dentro de los ocho días hábiles posteriores a la fecha de cierre del concurso. Si se incurriere en alguna omisión al respecto, la oferta será inatendible. En el aviso deberá hacerse la advertencia correspondiente." 

DE LOS COMPONENTES A VALORAR  EN EL CONCURSO Y DE LA CONVALIDACIÓN DE NOTA

Posgrado: Se reconocerán dos puntos por la especialidad, por la aprobación del Programa de Formación General básica para Jueces y Juezas o especialidad universitaria; tres puntos por la maestría y cinco puntos por el doctorado. El tope máximo en este rubro es de cinco puntos y no es acumulativo, el o los títulos deberán remitirse en formato electrónico.

Según se indica en el Reglamento de Carrera Judicial y a lo establecido en el cartel del concurso,  los atestados y demás documentos que se requerían para ser valorados, debieron haberse presentado a más tardar el 01 de marzo del 2017 y siendo que la certificación de postgrado aportada por doña Laura, fue presentada posterior a la fecha límite establecida en el cartel de la publicación. De ahí que la solicitud es atendible una vez aprobado el promedio del concurso de referencia, siempre y cuando este sea superior al mínimo requerido para quedar elegible y mediante el procedimiento de recalificación.”
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Se acordó: Tener por conocido el informe N° SACJ-4142-2017 suscrito por el licenciado Rodolfo Castañeda Vargas, Jefe interino de Subproceso de la Administración de la Carrera Judicial, el cual se hará de conocimiento de la licenciada Laura Cubillo Madrigal, Jueza 4 del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz, para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XV
Documento 15052-2017

En sesión N° 49-17 celebrada el 11 de diciembre en curso, artículo XXIII, se nombró en propiedad a la licenciada Alejandra Valenciano Chinchilla, como Jueza 4 Penal del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste, plaza N° 371137, a partir del 8 de enero de 2018.
La licenciada Alejandra Valenciano Chinchilla, Jueza de Juicio del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, en correo electrónico de 12 de diciembre en curso, expresó: 
“Desde el pasado mes de octubre presenté mi renuncia a todas las ternas del oficio SACJ-3470-17 y SACJ-3787-17, sin embargo he sido informada de forma extraoficial que se me nombró en propiedad el día de ayer en la plaza 371137, existiendo un claro error. En vista de lo anterior solicito se deje sin efecto el nombramiento efectuado toda vez que, actualmente estoy nombrada en propiedad en el mismo despacho y cargo, en la plaza 371139, donde pretendo seguir laborando de forma permanente. Agradezco de antemano la atención y ofrezco las disculpas del caso por los inconvenientes que se hayan generado”.

- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por conocida la comunicación anterior y, con base en las razones expuestas, dejar sin efecto el nombramiento en propiedad de la licenciada Alejandra Valenciano Chinchilla, como Jueza 4 Penal del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede suroeste, plaza N° 371137 (La persona que ocupe esta plaza debe desplazarse a la jurisdicción de Puriscal a realizar debates y vistas). 2.) Solicitar al Consejo de la Judicatura la remisión de una nueva terna. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVI
Documento 15128-2017

En sesión N° 49-17 celebrada el 11 de diciembre de 2017, artículo XVII, se nombró en propiedad como Juez 4 Penal al licenciado José Manuel Cisneros Mojica, en la plaza Nº 367910 del Tribunal Penal de Cartago, a partir del 8 de enero de 2018.
El licenciado José Manuel Cisneros Mojica, Juez del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en correo electrónico recibido el 13 de diciembre en curso, expresó: 
	“Mediante la presente me permito extender mi más profundo agradecimiento por haber depositado su confianza en mí, con la designación en propiedad como Juez 4 Penal en el Tribunal de Cartago (plaza 367910). Sin embargo, durante el tiempo transcurrido entre la consulta y el nombramiento, mis circunstancias personales variaron y al día de hoy, no me sería posible asumir dicho nombramiento en las condiciones que demanda el cargo.

	A lo largo de mi carrera como Juez, he podido constatar cómo, nuestra labor impacta en la vida de los ciudadanos de manera directa y profunda y por lo tanto, me es imposible, éticamente hablando aceptar un cargo en una plaza concreta para la que en este momento no podría dar el 110%.

	En virtud de lo anterior, me veo obligado a declinar el nombramiento, renunciando a la plaza de Juez 4 Penal del Tribunal Penal de Cartago”.
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Se acordó: Tener por conocida la comunicación anterior y en consecuencia, dejar sin efecto el nombramiento en propiedad del licenciado José Manuel Cisneros Mojica, como Juez 4 Penal del Tribunal Penal de Cartago, plaza Nº 367910 y solicitar al Consejo de la Judicatura la remisión de una nueva terna. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVII
Documento 15136-17
En oficio N° AL-DSDI-OFI-0186-2017 de 13 de diciembre en curso, el licenciado Edel Reales Noboa, Director interino de la Secretaría del Directorio de la Asamblea Legislativa, manifestó:
“De conformidad con las disposiciones del inciso 3) del artículo 121 de la Constitución Política, se comunica que en la Sesión Ordinaria N.° 111 celebrada el 13 de diciembre de 2017, se realizó el proceso de ELECCIÓN DE DOCE MAGISTRADOS (AS) SUPLENTES DE LA SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, que se tramitó bajo el Expediente Legislativo N.° 20.523, y del cual resultaron electas las siguientes personas: 

1. Martha Esquivel Rodriguez, 2. Anamari Garro Vargas, 3. María Lucila Monge Pizarro, 4. Ana María Picado Brenes, 5. Huberth Fernández Arguello, 6.Alejandro Delgado Faith, 7. Jorge Araya García, 8. José Paulino Hernández Gutiérrez, 9. Ronald Salazar Murillo, 10. Alicia Salas Torres, 11. Mauricio Chacón Giménez, e 12. Ileana Isabel Sánchez Navarro

En este sentido, el Presidente de la Asamblea Legislativa comunicó que en la sesión ordinaría de mañana jueves 14 de diciembre se realizará la juramentación de los magistrados (as) electos (as).

Cualquier información adicional que requieran para ampliar esta solicitud le será suministrada como corresponde, mediante los teléfonos 2243-2532 o 2243-2522, así mismo su respuesta la podrá hacer llegar a la siguiente dirección:  ereales@asamblea.go.cr.”
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Se acordó: Tener por conocida la anterior comunicación y hacerla de conocimiento de la Sala Constitucional y de la Dirección de Gestión Humana. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVIII
Documento 15143-17
La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio Nº SACJ-4154-17 del 12 de diciembre en curso, indicó:
“Para su  conocimiento y fines consiguientes,  le remito el informe sobre la Evaluación del Desempeño del licenciado Rodrigo Obando Santamaría, rendido por la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria: 

El licenciado Obando Santamaría, fue nombrado en propiedad como Juez 4 en el Tribunal de Cartago, a partir del 25 de setiembre de 2017.  Según acuerdo del Consejo Superior, en sesión 30-17, del 11 de setiembre 2017, artículo XIV.  El periodo de prueba vence el 25 de diciembre de 2017.   

 “Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

H. Datos Generales

Nombre: Rodrigo Antonio Obando Santamaría.
Cédula: 107800204.
Número de puesto: 95486.
Despacho: Tribunal de Juicio de Cartago. 
Tipo de Período de prueba: tres meses.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 25 de diciembre de 2017. 

I. Estrategia Metodológica:

El estudio sociolaboral se realizó mediante envío de instrumentos al personal judicial a la fecha se recibe solamente el instrumento completado por el Juez Coordinador y con base en este se realiza el informe. 

J. Hallazgos: 

El Licenciado Obando es calificado de manera muy positiva en la evaluación del Juez Coordinador. Es descrito como un excelente funcionario, se ha integrado de manera positiva al despacho, donde destaca por brindar un trato gentil. Asimismo, es un profesional capacitado que aporta al logro de las metas del Tribunal y contribuye con el trabajo en equipo y la integración del personal judicial.

K. Conclusiones: 

A partir de los hallazgos de la investigación y el perfil del puesto, se  concluye que el Licenciado ha mostrado un apego positivo al puesto, no se hace referencia al momento de la valoración de situaciones negativas en su labor.”

Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe.”
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Se acordó: Tener por rendido el anterior informe y hacerlo de conocimiento del licenciado Rodrigo Obando Santamaría, Juez 4 en el Tribunal de Cartago, en el entendido de que el periodo de prueba vence el 25 de diciembre de 2017. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIX
Documento 2694, 8987, 14170, 14887-17

[bookmark: _Hlk496208071]En sesión Nº 26-17 celebrada el 7 de agosto de 2017, artículo XVII, se tuvo por conocida la sentencia N° 2017-011421 dictada a las nueve horas quince minutos del veintiuno de julio del dos mil diecisiete por la Sala Constitucional dentro del expediente N° 17-006813-0007-CO por recurso de amparo interpuesto por la Asociación de Compositores y Autores Musicales de Costa Rica (ACAM). Asimismo, se solicitó a la Comisión de Nombramientos así como a la Dirección de Gestión Humana se sirvieran, de inmediato, realizar las gestiones pertinentes para que la Corte Plena, dentro del plazo dispuesto, conforme la lista de personas árbitros a que se refiere el párrafo segundo del artículo 26 de la Ley Sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, en cumplimiento de lo ordenado por la Sala Constitucional en la referida sentencia. 
Posteriormente, en sesión N° 39-17 del 23 de octubre de este año, artículo XIV, se tuvo por rendido el informe N° RS-0879-17 de la Dirección de Gestión Humana, y debido al procedimiento que se sigue para la realización de los nombramientos de los árbitros a que se refiere el párrafo segundo del artículo 26 de la Ley Sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, dichos nombramientos no se podrían realizar en el plazo ordenado por la Sala Constitucional en la sentencia N° 2017-011421, por lo que se solicitó a esa Sala una prórroga por el plazo de seis meses a fin de dar cumplimiento a lo ordenado en la referida sentencia.
En sesión N° 47-17 celebrada el 4 de diciembre del año en curso, artículo VI, se conoció el oficio N° DJ-4766-2017 suscrito por la Dirección Jurídica, y se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Adjunto le remito resolución de las nueve horas veinte minutos del diez de noviembre de dos mil diecisiete, dictada por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; relacionada con el Recurso de Amparo N° 17-006813-0007-CO interpuesto por Jimmy Alberto Bolaños León, contra la Secretaría General de la Corte, en la cual comunica que la citada Sala concede TRES meses adicionales, para cumplir con lo ordenado en la sentencia N° 2017-011421 de las 9:15 horas del 21 de julio de 2017.

No omito manifestar que la resolución en mención, se hizo del conocimiento a la Presidencia de la Corte, mediante el oficio DJ-4765-2017 y esta Dirección Jurídica se encuentra realizando todas las acciones tendientes al cumplimiento de lo ordenado, en el plazo estipulado.”
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Se acordó: Tener por conocida la anterior comunicación de la Dirección Jurídica, y hacerla de conocimiento de la Comisión de Nombramientos así como a la Dirección de Gestión Humana a fin de que se dé cumplimiento a lo ordenado en la sentencia N° 2017-011421 dictada por la Sala Constitucional dentro del expediente N° 17-006813-0007-CO y esta Corte pueda conformar la lista de personas árbitros a que se refiere el párrafo segundo del artículo 26 de la Ley Sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social. Se declara acuerdo firme”
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A fin de dar cumplimiento a lo ordenado en la sentencia N° 2017-011421 dictada por la Sala Constitucional dentro del expediente N° 17-006813-0007-CO, la Dirección de Gestión Humana, con instrucciones de la Magistrada Carmenmaría Escoto, Coordinadora de la Comisión de Nombramientos, remitió el oficio N° RS-1041-2017 del 6 de diciembre en curso, y suscrito por el máster José Luis Bermúdez Obando, la máster Roxana Arrieta Meléndez y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, por su orden, Director interino, Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana.
El citado oficio literalmente dice: 
“Mediante oficio N°2996-17, la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, solicitó a la Comisión de Nombramientos de Puestos de Elección de Corte, gestionar un concurso público para conformar listas de árbitros de derecho y de árbitros de equidad, conforme lo establecido en el “Reglamento de Procedimiento para la confección de listas de Árbitros”, comunicado mediante Circular N° 113-2008. 

Considerando lo anterior, la conformación de dichos listados se realizó con el fin de dar cumplimiento a lo ordenado por la Sala Constitucional en resolución N°2017011421 (expediente 17-006813-0007-CO), según se indica en el párrafo segundo del artículo 26 de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social.

Por ello, con instrucciones de la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Coordinadora de la Comisión,  nos permitimos remitir las dos listas para los cargos mencionados, en un formato similar al utilizado para las nóminas y ternas para puestos de elección de Corte, cuya información general corresponde a lo referido por las personas participantes a través del formulario de inscripción para el concurso 15-2017, una vez que dicha Comisión conoció este tema el pasado viernes 01 de diciembre.

Es conveniente indicar, que el Subproceso de Reclutamiento y Selección incorporó en estas  listas únicamente datos de las personas que se presentaron a realizar las pruebas técnicas indistintamente la nota obtenida, tal como lo dispuso la Comisión de Nombramientos al momento de ratificar el cartel de la publicación. 

De ahí que en el siguiente cuadro se resumen los principales datos con respecto a la participación para este concurso.

	CUADRO RESUMEN PROCESO SELECTIVO
CONCURSO N° 15-2017
ÁRBITROS DE DERECHO Y DE EQUIDAD

	Cargo
	Personas inscritas
	Personas convocadas
	Personas que realizaron examen 
	Personas que aprobaron examen 

	Árbitro Derecho
	48
	17
	1
	1

	Árbitro Equidad
	90
	81
	28
	7



Por otra parte, es importante aclarar que por disposición expresa de la Dirección Jurídica, una cantidad considerable de personas empleadas judiciales que inicialmente se inscribieron para uno o ambos cargos, fueron desestimadas durante la etapa de revisión de requisitos, lo que produjo finalmente una reducción en la cantidad de personas que continuaron en el proceso selectivo.

También, en virtud de que las presentes listas quedaron conformadas únicamente por una persona para Árbitro de Derecho y veintiocho personas para Árbitro de Equidad, dicha Comisión dispuso retomar este tema en una próxima sesión.

Finalmente, todos los atestados presentados por las personas candidatas, se entregarán en la Secretaría General de la Corte en un disco compacto, como insumo para el trámite de designación por parte de las instancias correspondientes.”
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OBSERVACIONES:
1. El concurso N° 15-2017 se realizó por solicitud de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, mediante oficio N° 2996-17, de conformidad con lo establecido en la Ley 7727, así como el Reglamento de Procedimientos para la confección de listas de Árbitros, publicada mediante Circular N° 113-2008.

2. La presente lista la conforma únicamente una persona, quien se presentó a realizar la prueba técnica en la fecha dispuesta para tales efectos, según lo acordado por la Comisión de Nombramientos de la Corte. Asimismo, de acuerdo con lo establecido en el cartel del concurso, la nota no tiene caracter excluyente.

3. Para la aplicación del examen para Árbitro de Derecho, fueron convocadas 17 personas; no obstante solo una se presentó.

4. La designación rige a partir de la fecha en que se haga efectivo el nombramiento y por un periodo de cinco años, con posibilidad de reelección. (Corte Plena, sesión N°06-06 del 20 de marzo de 2006, artículo XIX).”
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Las personas oferentes que aprobaron el examen son las siguientes: 
LISTA DE OFERENTES PARA: ÁRBITRO DE DERECHO QUE APROBARON EL EXAMEN

	N°
	Información personal
	Datos de ubicación
	Formación Académica  
	Capacitación RAC
	Nota obtenida
	Observaciones

	
	
	
	
	
	
	

	1
	González Medina Ihara Suleyka
	Correo electrónico:                             
	Licenciatura en Derecho y Notaria Pública                 
	Curso de Formación de Mediadora y 
Conciliadora. 
	100,00%
	Lugar de trabajo: No indica. 

	 
	Identificación: 01-1312-0290     
	iharag@hotmail.com
	Notaria Pública
	
(Aporta comprobante)
	 
	Labora en lo propio como abogada, notaria y conciliadora.

	 
	Edad: 39 años
	
	Universidad Internacional de las Américas

	
	
	

	 
	
	
	Incorporación: 15/12/1999

	
	 
	 

	 
	
	
	Cód: 11089
	
	 
	 

	 
	 
	
	
	
	 
	 



LISTA DE OFERENTES PARA: ÁRBITRO DE EQUIDAD QUE APROBARON EL EXAMEN


	N°
	Información personal
	Datos de ubicación
	Formación Académica  
	Capacitación RAC
	Nota obtenida
	Observaciones

	
	
	
	
	
	
	

	1
	Soto Chacón
	Correo electrónico:                             
	Licenciatura en Derecho  
	No indica
	100,00%
	Lugar de trabajo: Tribunal Supremo de Elecciones

	 
	Lucía
	Lucia17@live.ccom
	con mención en Derecho
	 
	 
	

	 
	
	
	Tributario
	 
	 
	Oficina: No indica

	 
	Identificación: 01-1449-0673      
	
	Universidad de Costa Rica
	 
	 
	Puesto: Asistente Administrativo 1

	 
	Edad: 27 años
	
	Incorporación: 28/06/2017
	 
	 
	 

	 
	 
	
	Cód: 27438
	 
	 
	 

	 
	 
	
	Maestría en Desarrollo Humano
	 
	 
	 

	 
	 
	
	
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	Universidad FLACSO, Argentina
	 
	 
	 

	2
	Solano Chacón 
	Correo electrónico:                             
	Licenciatura en Derecho
	No indica
	95,00%
	Lugar de trabajo: No indica

	 
	Gustavo Adolfo
	gsolanocha@hotmail.com
	U. Hispanoamericana
	 
	 
	 

	 
	
	
	Cód: 24404
	 
	 
	 

	 
	Identificación: 01-1151-0050

Edad: 35 años
	
	 
	 
	 
	 

	3
	Brenes Mata
	Correo electrónico:                             
	Licenciatura en Derecho.
	Del 19 de enero al 10 de marzo del 2016. Curso de Especialización de Derechos Humanos y Derecho Internacional de los Refugiados. Universidad de La Salle-Cátedra de la UNESCO Derechos Humanos-UNHCR-ACNUR.

El día 18 de octubre del 2013. Arbitration Day Costa Rican Young Arbitrators

El día 10 de octubre del 2014. Arbitration Day 2014. Costa Rican Young Arbitrators
	90,00%
	Trabaja en lo propio

	 
	Priscilla
	priscibrenesmata@gmail.com
	Notaria Pública. 
	
	 
	Abogado y Notario Público

	 
	 Identificación: 01-0923-0780   

Edad: 42 años   
	
	Especialidad en Derecho Registral y Notarial

Universidad de la Salle. 2013

Incorporación: 5/02/2013

Cód: 22515
	
	 
	Mata Redonda, Sabana Sur.

	4
	Rodriguez Miltón
	Correo electrónico:                             
	Bachiller en Ciencias Políticas.
	No indica
	85,00%
	

	 
	Karolina
	karolinardz@gmail.com
	
	 
	 
	Lugar de trabajo: Aldeas Infantiles SOS
Puesto: Politóloga, asistente de abogacía

	 
	 
	karolinarodriguezmilton@gmail.com 
	Estudiante de Derecho, 2017.
	 
	 
	

	 
	Identificación: 01-1529-0053      
	
	
	 
	 
	

	 
	Edad: 24 años
	
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	5
	Vásquez Saldaña
	Correo electrónico:                             
	Bachiller en educación media
	No Indica
	75,00%
	Lugar de trabajo: Ministerio de Educación Pública.

	 
	Oscar Alonso
	alonso0524@hotmail.com
	
	 
	 
	

	 
	 
	alonso0524@gmail.com
	 
	 
	 
	Puesto: Ingeniero Civil

	 
	Identificación: 01-1319-0777      
	
	 
	 
	 
	(Nombramiento interino)

	 
	Edad: 30 años
	
	 
	 
	 
	 

	6
	Ureña Solís
	Correo electrónico:                             
	Licenciatura en Derecho
	No indica
	71,00%
	Oficina: Personal RAU Abogados

	 
	Jason E.
	eduar _jus@hotmail.com
	Incorporación: 17/07/2014
	 
	 
	Puesto: Abogado en ejercicio libre de la profesión.

	 
	 
	
	Cód: 24408
	 
	 
	

	 
	Identificación: 01-1331-0983
Edad: 30 años
	
	 
	 
	 
	 

	7
	González Medina 
	Correo electrónico:                             
	Licenciatura en Derecho y Notaria Pública
	Curso de Formación de Mediadora y Conciliadora. (aporta comprobante)
	70,00%
	Trabaja en lo propio

	 
	Ihara
	iharag@hotmail.com
	
	
	 
	Abogada, Notaria y Conciliadora

	 
	 
	
	U. Internacional de las Américas, 1999
	Colegio de Abogados, 2013 
	 
	 

	 
	Identificación: 01-1312-0290
	
	
	
	 
	 

	 
	Edad: 39 años
	
	Incorporación: 15/12/1999

Cód: 11089
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Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Vamos a proceder con un tema que tiene que ver con la Dirección de Gestión Humana, la designación de personas árbitros de Conflictos y Promoción de la Paz Social.
La señora Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia va a hacer la indicación correspondiente para proceder con la designación”.
La licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte procede a dar lectura de las anteriores diligencias y aclara: “Hay un cuadro que hace un resumen de los datos con respecto a la participación para el concurso.
Con respecto al cargo de árbitro de derecho se inscribieron 48 personas, y de esas 48 inscripciones 17 personas fueron convocadas, solo 1 persona realizó el examen para árbitro de derecho y esa persona lo aprobó.
Para el cargo de árbitro de equidad 90 personas se inscribieron, 81 personas fueron convocadas, y 28 realizaron el examen y lo aprobaron 7.
También en el cuadro se indica incluso la nota de las personas que hicieron el examen.
Con respecto a los árbitros de equidad, los 7 primeros son los que aprobaron el examen, en el árbitro de derecho fue solo 1 persona que tuvo un 100% de la nota.
En ese sentido serían las personas designadas.
El Reglamento de Procedimiento para la confección de listas de Árbitros dice que como máximo se designan 30 personas, en este caso solo sería 1 y 7 que son las personas que se podría, en este momento, designar y entiendo que la Comisión de Nombramientos, de acuerdo a lo informado por el Director interino de Gestión Humana, se reunirá nuevamente para hacer una nueva convocatoria y así lograr tener más árbitros de Derecho y de Equidad”.
ENTRAN LA MAGISTRADA ARIAS Y LOS MAGISTRADOS AGUIRRE Y RUEDA.
Manifiesta el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Tenemos que de los que se nos mencionan solo 7 de la categoría de árbitros de equidad son los que después de un proceso ganaron la prueba final, y de los árbitros de derecho solo 1 lo ganó; cuando necesitamos más bien muchos más, por eso se va a hacer un nuevo cartel para ponerlo en conocimiento de la ciudadanía y aquellos que tengan los requisitos participen.
Si a ustedes les parece nombramos a esas personas como de árbitros de equidad y de derecho, para que integren en este momento el staff de lo que son los árbitros porque en realidad no tenemos, y en este caso nos toca a nosotros hacer los nombramientos, 
¿Estamos de acuerdo en ello? Bien.
Los nombramos a todos ellos por unanimidad y vamos a hacer lo necesario para que se proceda a sacar el cartel publicado para que participen otras personas que tengan los requisitos necesarios para ello.
Por unanimidad, y de conformidad con el artículo 8 del Reglamento de Procedimiento para la confección de listas de Árbitros, se acordó: 1) Designar como de Árbitros de Derecho y Árbitros de Equidad a las siguientes personas:
	ÁRBITRO DE DERECHO

	Ihara Suleyka González Medina 



	ÁRBITROS DE EQUIDAD

	Lucía Soto Chacón

	Gustavo Adolfo Solano Chacón

	Priscilla Brenes Mata

	Karolina Rodríguez Miltón

	Oscar Alonso Vásquez Saldaña

	Jason E. Ureña Solís

	Ihara González Medina



La anterior designación será por un período de cinco años, a partir del 18 de diciembre de 2017 hasta el 17 de diciembre del 2022. 
2) Estar a la espera de que la Comisión de Nombramientos, así como la Dirección de Gestión Humana realicen las gestiones pertinentes a fin de que esta Corte amplíe las listas de personas árbitros a que se refiere el párrafo segundo del artículo 26 de la Ley Sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social. 
3) La Secretaría General de la Corte, hará de conocimiento de la Sala Constitucional, lo acordado por esta Corte en cumplimiento de lo resuelto por ese Tribunal Constitucional.
La Magistrada Hernández y los Magistrados Jinesta, Rueda, Salazar Alvarado, y los suplentes Araya García y Hernández Gutiérrez se abstienen de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XX
Documento N° 14603-17
En sesión Nº 56-14, celebrada el 1 de diciembre de 2014, artículo XXXI, se reeligió a la licenciada Milena Conejo Aguilar como Integrante del Consejo Superior, por un nuevo período de seis años a partir del 1 de enero del 2015 y hasta el 31 de diciembre del 2020. 
El Consejo Superior en sesión Nº 111-17 del 12 de diciembre de 2017, artículo VII, aprobó la jubilación de la integrante Conejo Aguilar a partir del 18 de diciembre del 2017. 
El párrafo segundo del artículo 72 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece: “El cese anticipado de un miembro del Consejo dará lugar a su sustitución por el resto del período”.
Manifiesta el Presidente, Magistrado Chinchilla: El artículo XX corresponde a la jubilación de la licenciada Milena Conejo Aguilar como Integrante del Consejo Superior, en este caso es importante tomar en cuenta que la licenciada Conejo Aguilar a sido una funcionaria de larga trayectoria en el Poder Judicial, se ha desempeñado la mayor parte de su tiempo como defensora pública pero también mucho del mismo, como integrante del Consejo Superior del Poder Judicial, con muchos éxitos en realidad y con un gran desarrollo de lo que es la identificación de comisiones muy importantes que ella ha venido realizando.
Ella se jubiló a partir del día 18 de diciembre y por supuesto teníamos en este caso que su periodo vencía hasta el 31 de diciembre del año 2020, por lo tanto en vista de este cese inicial anticipado por la jubilación muy merecida a doña Milena Conejo, se sacará a concurso para lo que corresponda en el resto del periodo, que sería hasta el 31 de diciembre del año 2020, se sacará a concurso y doña Milena representa a lo que son los profesionales en derecho no jueces del Poder Judicial.
Como les digo doña Milena ha hecho una carrera muy importante, de mucho reconocimiento, de mucha entrega, dedicación y con muy buenos resultados para el Poder Judicial, por eso le deseamos la mejor de las suertes en esta nueva etapa de su vida, es una etapa muy importante que sé que la va a disfrutar al lado de su familia, al lado de su gente querida y que por supuesto será un momento de acercamiento de muchas de las cosas que nosotros cuando somos funcionarios judiciales nos alejamos de muchas horas de la casa y ahora tiene la posibilidad de compartir más con sus seres queridos y partiendo de lo que es ella de organizada, del desarrollo que ha tenido yo sé que estará muy pendiente de todo lo que sucede en el Poder Judicial y tendremos siempre a una personas cercana, amiga a esta Corte Suprema de Justicia, del Consejo Superior del Poder Judicial y por ello nuestro reconocimiento a toda su labor que ha desempeñado en esta Institución durante muchos años, 30 años y además de eso, de forma muy eficiente y efectiva.
Sin objeción alguna, se dispuso: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que proceda a sacar a concurso el cargo de integrante titular del Consejo Superior del Poder Judicial, que se elige entre las personas representantes de abogados que trabajan en el Poder Judicial, que no administran justicia, hasta el 31 de diciembre de 2020, lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 72 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece lo siguiente: “El cese anticipado de un miembro del Consejo dará lugar a su sustitución por el resto del período”, y a esos efectos aplicará el Protocolo de Nombramientos a cargo de esta Corte, aprobado en la sesión N° 41-15, celebrada el 16 de noviembre de 2015, artículo XX. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXI 
ENTRA EL LICENCIADO RODRIGO CAMPOS HIDALGO, DIRECTOR JURÍDICO INTERINO. SALE EL MAGISTRADO SÁNCHEZ.
En este acuerdo se conoce tramitación del expediente disciplinario N° DCP-4-2017, donde figura como denunciado el magistrado Gamboa.
La transcripción literal de lo resuelto queda constando en el citado expediente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXII 

Documento 14150-2017
El Tribunal de la Inspección Judicial mediante resolución dictada a las quince horas y treinta y cinco minutos del veintidós de noviembre del año dos mil diecisiete, y de conformidad con lo establecido en el numeral 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, remitió a conocimiento de la Corte Plena la causa disciplinaria N° 16-001829-0031-IJ seguida contra la máster Marta Iris Muñoz Cascante a la sazón Directora de la Defensa Pública.
Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Vamos a conocer el sobre la causa disciplinaria la N° 16-001829-0031-IJ seguida contra la máster Marta Iris Muñoz Cascante Directora, en su momento, de la Defensa Pública.
La Secretaria General va a dar lectura de lo que corresponde a la causa disciplinaria”.
Señala la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte: “Este tema se refiere a una gestión enviada por el Tribunal de la Inspección Judicial mediante resolución dictada a las quince horas y treinta y cinco minutos del veinte dos de noviembre del presente año y de conformidad con lo que establece el artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y remitió a conocimiento de la Corte la causa disciplinaria N° 16-001829-0031-IJ seguido contra la máster Marta Iris Muñoz Cascante a la sazón  Directora de la Defensa Pública.
Este es un expediente disciplinario tramitado e instruido por la Inspección Judicial, hay una resolución de la Inspección Judicial que se las voy a leer y esto es contra la licenciada Muñoz Cascante quien era la Directora de la Defensa Pública por el nombramiento de una profesional.
El Tribunal de la Inspección Judicial a las once horas y veinticuatro minutos del veinte de diciembre del año dos mil dieciséis inició un proceso contra la licenciada Muñoz Cascante por un aparente nombramiento irregular de la licenciada Shirley Víquez Córdoba en una plaza de defensora pública sin cumplir los requisitos.
Aquí hay una duda en cuanto a la competencia de la Corte de conocer este asunto, pero les leemos la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial para que ustedes tomen la decisión que corresponda, la resolución es bastante larga, les voy a leer los considerandos.
La Secretaria General de la Corte procede a dar lectura del voto N° 2130-2017, dictado a las trece horas y cuarenta y cinco minutos del catorce de noviembre del año dos mil diecisiete, dentro de la causa disciplinaria la N° 16-001829-0031-IJ y cuyos considerando y por tanto literalmente dicen:
“[…]

CONSIDERANDO

I.- Conforme lo dispuesto en el numeral 59, inciso 9, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a la honorable Corte Suprema de Justicia, conocer el nombramiento en propiedad de los miembros del Consejo Superior del Poder Judicial, los Inspectores Generales del Tribunal de la Inspección ]Judicial, los jueces de Casación y de los Tribunales Colegiados, el Fiscal General de la República, el Director y el Subdirector del Organismo de Investigación Judicial; asimismo, al jefe y al subjefe de la Defensa Pública. Correlacionado con el párrafo segundo del ordinal 182, del mismo cuerpo normativo, preceptúa, que también corresponde a la respetable Corte Suprema, ejercer el régimen disciplinario respecto del Fiscal General, el Fiscal General Adjunto, el Director y Subdirector del Organismo de Investigación Judicial. En tal caso, la Inspección Judicial actuará como órgano instructor. Asimismo el ordinal 183 señala que las faltas atribuidas a los miembros del Consejo Superior del Poder Judicial y del Tribunal de la Inspección Judicial, serán conocidas por la Corte Plena. Del análisis concatenado de la articulación de cita, se colige que el Órgano que ostenta la competencia para efectuar nombramiento en propiedad del funcionariado judicial, le atañe la aplicación del régimen disciplinario. El párrafo segundo del numeral 182 de la normativa de estudio, omitió señalar de forma expresa la jefatura y subjefatura de la Defensa Pública, no obstante lo dicho, la exclusión señalada, no debe ser interpretada en perjuicio de la investigada Muñoz Cascante. De una integración sana de las normas de cita, deriva que a la encausada la ampara el fuero especial, en su condición de Directora de la Defensa Pública. Por consiguiente, este proceso disciplinario debe ser de conocimiento de la respetable Corte Plena. En consonancia con lo expuesto por el párrafo tercero del numeral 182 citado, esta Cámara disciplinaria actuará en calidad de Órgano Instructor. De seguido se procede a informar las diligencias de mayor trascendencia.-

II.- Mediante auto de las quince horas y treinta y ocho minutos del nueve de mayo del presente año, este órgano instructor procedió a resolver sobre la admisibilidad de la prueba documental y testimonial que se incorporó a la presente causa. Continuando con los trámites del proceso por resolución de las catorce horas y doce minutos del diecinueve de setiembre del año en curso, se modificó el señalamiento de convocatoria a prueba oral y privada, para ambas audiencias del día dos de octubre del presente año. Al ser las ocho horas y cuarenta y un minutos del día dos de octubre del año dos mil diecisiete, se constituyó en la sala B del Edificio del Organismo de Investigación Judicial, el Tribunal de la Inspección Judicial, integrado por los inspectores generales Guillermo Ballestero Umaña, y José Francisco López Chaverri; presidió la audiencia la inspectora general Estrellita Orellana Guevara. Lo anterior, a fin de celebrar audiencia de recepción de pruebas correspondiente a este procedimiento disciplinario. Se apersonó a la audiencia probatoria, la investigada, la señora Marta Iris Muñoz Cascante, la defensa técnica la ejerció el máster Saúl Umaña Barquero. Colaboró en la parte técnica la señora María José Duran Ureña, en su condición de Inspector Auxiliar, instruyó la causa el licenciado Randall Calderón Navarro. A dicha diligencia probatoria, se citó los testigos de descargo, los señores José Luis Soto Richmond y José Luis Bermúdez Obando y la señora Shirley Víquez Córdoba. En la audiencia en mención el licenciado Calderón Navarro, en su condición de Órgano Instructor hizo saber a la integración de este Tribunal, la interposición de una denuncia ante la Procuraduría de la Ética, en los siguientes términos: “Siendo que este órgano instructor, tuvo conocimiento que en la Procuraduría de la Ética fue interpuesto un proceso para investigar las presuntas faltas al deber de probidad y ética a la función pública, seguida contra la Jefatura de la Defensa Publica, la señora Marta Iris Muñoz Cascante, el Director de Gestión Humana, José Luis Bermúdez Obando y la secretaria de esa Dirección, Shirley Víquez Córdoba. Siendo que dicho proceso fue numerado, o se le dio el siguiente número DEP117-2017- incoado por falta de ética y transparencia en el ejercicio de la función pública. Siendo que dicho proceso actualmente se encuentra en investigación preliminar, ante consulta previa que realizara este órgano. De ahí la importancia de que dichos testigos entre ellos doña Shirley Víquez y don José Luis Bermúdez, quienes figuran dentro de ese proceso, y podría venir a rendir declaración el día de hoy. Pues tendría que hacerse las advertencia de ley con relación a este proceso que se les indica”. El Tribunal procedió a conferir la debida audiencia a la defensa técnica a cargo del máster Umaña Barquero y sobre el tema refirió: “Buenos días. En primer término, difícilmente yo podría hacer una manifestación en torno a lo que de manera sorpresiva es puesto en conocimiento no solo del Tribunal, sino también, de esta representación técnica. Evidentemente al día de hoy, después de que oímos la manifestación de don Randall, doña Marta Iris me indica que evidentemente ella no tiene conocimiento del tema. No obstante eso, y teniendo absolutamente claro, que lo que eventualmente se discuta en la Procuraduría General de la República, no tendría, digamos, algún tipo de vinculatoriedad con lo que se resuelva en este expediente, yo no vería ningún tipo de objeción de que se continué esta audiencia. De verdad, no creo que se vaya a generar ningún tipo de afectación. No obstante, si evidentemente me allano a lo que plantea don Randall, en el sentido de apercibir a los dos testigos, que en grado de probabilidad tienen algún vínculo con lo que se va a analizar en la Procuraduría de la Ética, porque de toda suerte, ambos testigos son de fundamental importancia para los intereses de esta representación técnica, y evidentemente insisto, nada más que se le formulen las prevenciones del caso, se aperciba a los testigos que en algún grado de probabilidad y se les ponga en conocimiento del asunto. En este momento quiero indicarle formalmente a este Tribunal de la Inspección, que habiendo analizado con detalle el tema de la prueba testimonial que entonces se ofreció. Después de hacer un análisis detallado del asunto, consideramos pertinente hacer de conocimiento de este Tribunal en este momento, que vamos a prescindir del testimonio de don José Luis Soto Richmond. Toda vez que según ha sido analizado por esta representación, para lo que entonces se ofreció, de verdad, no tiene mayor incidencia”. Se confirió audiencia al Órgano Instructor quien manifestó no tener oposición. El Tribunal procedió a deliberar sobre la gestión formulada y tuvo por desistido el testimonio del señor José Luis Soto Richmond. Atendiendo la solicitud planteada por el máster Umaña Barquero en lo concerniente a prevenir a los testigos citados de las implicaciones de la denuncia incoada su contra, el Tribunal procedió a suspender la audiencia probatoria con el propósito de que los deponentes fueran asesorados por la defensa técnica, de los alcances legales de la denuncia planteada. Continuando con la audiencia probatoria, se escuchó el testimonio de los testigos citados, conforme el orden que se expone a continuación: JOSE LUIS BERMUDEZ OBANDO, cédula de identidad número uno - seiscientos diecisiete - ciento cuarenta y seis. El Tribunal le hizo saber de las implicaciones y responsabilidad de su declaración, debido a la denuncia incoada en su contra ante la Procuraduría de la Ética, manifestó lo siguiente: “Buenos días, en virtud de la situación que usted me indica. Yo me abstengo de declarar”.

Se pasa a la testigo SHIRLEY VIQUEZ CORDOBA, cédula de identidad número tres - trescientos veinte- ochocientos cincuenta y dos. El Tribunal le hizo saber de las implicaciones y responsabilidad de su declaración, debido a la denuncia incoada en su contra ante la Procuraduría de la Ética, manifestó lo siguiente: “Si muy buenos días a todos los presentes en esta sala, efectivamente voy a declarar. Se juramenta, se le hacen las preguntas generales de ley. Doña Shirley usted conoce a la señora Marta Iris Muñoz Cascante? Sí, soy empleada en la defensa publica, tengo diecisiete años, en el puesto de secretaria, en la Jefatura de la defensa pública. ¿Doña Shirley nos dice que se desempeña como secretaria de la Defensa, siempre ha sido su puesto, no ha tenido otro puesto, no ha tenido ascensos durante ese período? Tuve ascensos. ¿A partir de cuándo tuvo ascensos? El año pasado. ¿Ascensos de qué? En un puesto de la jefatura, de apoyo a la jefatura, ¿Cómo se llama ese puesto, cómo está ubicado? Tiene la categoría de defensor público. ¿Cuáles son las funciones de ese puesto doña Shirley? Bueno son variadas, tiene varias funciones, doña Marta es la que determina de acuerdo a la necesidad institucional las varias funciones que se deben realizar, ¿Cuáles fueron las funciones que realizó? Bueno, yo en ese momento, se me ofreció ese nombramiento porque había un interés de que revisara 64 o 65, puestos en la defensa pública, tanto propietarios como interinos ¿Puestos de qué, perdón? Puestos en profesionales en derecho o defensores públicos. ¿Y en qué consistió esa revisión perdón? Esa revisión consiste en que se hicieran supervisiones, que se constatara que a las personas se les había hecho la supervisión que hace la defensa pública en desarrollo de sus funciones, porque la idea de doña Marta era ver la posibilidad de que muchas de las plazas vacantes salieran a concurso. Preguntas de la defensa ejercida por el licenciado Umaña Barquero: ¿Buenos días, Doña Shirley usted le podría indicar al Tribunal de la Inspección Judicial, si en esa plaza que usted fue nombrada, antes de la creación de la misma, se discutieron a nivel de planificación, de Gestión Humana, funciones en relación con esa plaza, si a usted le consta. Qué tipo de funciones tenía que desarrollar esa plaza? Especificas no. ¿Ok, Usted tiene conocimiento, si lo tiene, si lo tiene lo explica al Tribunal por supuesto, si en esa plaza en la que usted estuvo nombrada, anterior a su designación de la misma, estuvieron designadas otras personas y cuál era el nombramiento en el que estaban esas personas? Si claro. Bueno por esa plaza, estuvo ocupándola varias personas dentro de ellas, estuvo una compañera que se llama Laura Salas, Yanela Alvarez, Laura Salas, Jorge Pérez, Ulrika Kvist, dentro de varias personas, que son las que más recuerdo que estuvieron ocupando la plaza en su momento. Esto fue antes del ascenso, estas personas, estuvieron antes de mi ascenso del año pasado, antes del mes de setiembre. ¿Doña Shirley, usted le indicó al Tribunal que tiene diecisiete años le entendí, de laborar en el Poder Judicial? Sí señor. ¿De esos diecisiete años, cuántos ha estado nombrada usted en la Defensa Pública? Nombrada como secretaria más que todo, en la Defensa tengo quince, ¿Quince años? Aproximadamente porque es un dato que no lo preciso muy claro, perdón, quince exactamente como secretaria de la jefatura, (disculpe es que me siento un poquito incomoda con este micrófono, no sé si es necesario, si me están escuchando, me siento como incomoda) ¿Usted le podría indicar al Tribunal, si tiene conocimiento respecto de las personas que usted mencionó cuáles eran las funciones que hacían ellos, estando ahí al lado de doña Marta Iris. Cuáles eran sus funciones? Las funciones era un apoyo gerencial que daba ayuda a las labores de doña Marta Iris, más que todo. ¿Doña Shirley tiene usted conocimiento, y si lo tiene le explica al Tribunal de qué forma, si esas personas que usted indicó ahora, realizaban funciones propiamente dicho, de defensor público? En ese puesto no, porque era totalmente administrativo. ¿Doña Shirley usted le podría indicar al Tribunal en relación con los distintos nombramientos que a usted se le efectuaron, el departamento de Gestión Humana objetó los mismos? No, ¿Doña Shirley le podría usted indicar al Tribunal sí esos nombramientos se ponían en conocimiento del Departamento de Gestión Humana? Claro, por supuesto. ¿Doña Shirley usted le indica al Tribunal que tiene quince años de laborar ahí, directamente cerca de doña Marta Iris, le pregunto. ¿Usted tiene conocimiento si el programa de formación inicial para defensores públicos, más bien perdón, ese programa de formación inicial para defensores públicos es obligatorio en todas las disciplinas o en alguna en particular? No es obligatorio, es una cuestión que doña Marta siempre ha querido reforzar el conocimiento del defensor para brindar un mejor servicio público. Es lo que sé. ¿Doña Shirley, nuevamente en relación con el programa de formación inicial para los aspirantes a laborar en la defensa pública, usted sabe si existe algún reglamento, alguna normativa que establezca formalmente ese programa de formación inicial? Desconozco que exista normativa en ese sentido. -No le escuché disculpe- Desconozco que exista normativa en ese sentido, porque por lo menos en los quince años que tengo, nunca la he visto en realidad. Preguntas del Órgano Instructor, licenciado Calderón Navarro: Shirley una consulta ¿En esa plaza en la que usted fue nombrada en la Defensa Pública, dentro del sistema de la Defensa Pública. Existe alguna diferencia en las plazas de la Defensa Pública y en esas plazas? No, esas plazas tiene la categoría de defensor público, todas, igual para setiembre del año pasado. ¿Doña Shirley cuando usted fue nombrada en esa plaza, recuerda usted cuánto tenía usted de estar incorporada al Colegio de Abogados? Me acababa de incorporar, recientemente, el día anterior ¿Doña Shirley ya que usted dice que el día anterior fue que usted se incorporó, cuándo presentó usted la documentación respectiva ante la jefatura para poder optar para ese nombramiento? Honestamente no recuerdo, cuando hice yo la presentación de los documentos. ¿Usted es nombrada, el primer día de nombramiento que labores fue las que usted tuvo que realizar, si lo recuerda? Bueno, ese nombramiento se me es ofrecido porque a mí, porque hay un interés institucional de supervisión de plazas y a eso fue a lo que me dediqué, a una revisión de puestos de la estructura organizacional de la defensa pública, el primer día ¿Recuerda usted doña Shirley, cuándo fue el primer nombramiento, ese nombramiento de cuántos días fue? Con precisión no lo podría decir, pero eran como siete días. ¿En ese nombramiento tuvo usted algún día de vacaciones doña Shirley? Si correcto, Tuve unas emergencias familiares, que tuve que solicitar unas vacaciones ¿Recuerda cuántos días o si fue solamente un día? Un día, me parece que fue un día. Preguntas del Tribunal, por parte del Integrante General, Ballestero Umaña: Buenos días. Usted decía que en esa plaza administrativa que usted había ocupado que no es de defensor público, pero que se gana como defensor público, también estuvieron nombradas otras personas como Yanela, Laura Jorge, Ulrika por ejemplo. Antes de ser nombrados en esa plaza qué puestos ocupaban esas personas, por ejemplo Yanela que puesto tenía? Yanela anteriormente, este, no sabría decirle en realidad, Porque ella tenía varios años de estar trabajando con la jefatura de la defensa, ciertamente no preciso, con exactitud no le podría decir qué era el puesto que ella estaba ocupando. ¿En el caso de Laura Salas? Laura Salas estuvo anteriormente con un proyecto de Price Watherhouse, estuvo trabajando en ese proyecto, en un puesto de defensora ¿Jorge Pérez? Jorge Pérez en realidad no lo recuerdo mucho, porque fue poco tiempo lo que estuvo, ¿Ulrika? Ulrika, ella venia de la defensa de Desamparados, en un puesto de defensor público. Preguntas del Integrante General, López Chaverri: Usted hablaba de que usted empezó o se refería a un proceso de revisión de puestos, ese proceso de revisión de puestos, estaba en algún tipo de programa estaba formalizado, que me explique un poco qué es esa revisión de puestos, me queda un poco oscuro? Ok, supervisión de puesto en realidad, es porque doña Marta Iris necesitaba determinar cuántas plazas vacantes teníamos en ese momento, al finalizar el año pasado, porque como lo dije anteriormente, la intención de ella era pues, promover la posibilidad de que se sacara a concurso todas esas plazas vacantes ¿Eso se hizo de alguna manera también, con el apoyo de alguna otra unidad administrativa del Poder Judicial o simplemente era un proyecto de la jefatura? Se hacía a lo interno porque doña Marta también quería tener la certeza de que esas persona que eran interinas, tuvieran alguna supervisión, ese proceso era interno nada más. Porque doña Marta tenía interés de saber que esas personas interinas que ocupaban plazas vacantes, tuviesen alguna supervisión realizada por la jefatura. ¿Este proyecto de revisión de puestos se estaba dando con anterioridad al nombramiento que usted tuvo la primera vez, o fue un proyecto que arrancó exactamente con el nombramiento suyo? Es un proyecto que doña Marta había tenido desde hace mucho tiempo pero se dio en ese momento en setiembre del año pasado. Preguntas de la Integrante General, Orellana Guevara: ¿Si es un proceso que inicia con su nombramiento qué funciones tenían ellos cuando estuvieron en ese puesto? Como le digo eso fue un puesto administrativo de apoyo a la Dirección, eso ya es doña Marta Iris la que les pone las funciones o los trabajos específicos o proyectos por definir ¿Usted anteriormente nos dijo que era la secretaria de doña Marta Iris, como secretaria usted tenía conocimiento de cuáles eran las funciones de ellos antes de ese puesto cuando llegaron a la defensa. Qué puestos tenían ellos? Como le digo es un puesto muy gerencial que compete directamente a la jefatura. Como le explicaba Laura Salas trabajó en el proyecto de Price Watherhouse que no estoy muy clara, si ese fue específicamente el proyecto. ¿Qué funciones tenía Laura cuando no estaba en ese proyecto? Laura tenía que darle apoyo a doña Marta en materia de recursos, amparos, habeas corpus, coordinar la agenda de ella con las actividades importantes, ese tipo de cosas ¿Doña Laura no era defensora antes de llegar a ese puesto? Si claro ¿Don Jorge era defensor antes de llegar a ese puesto? Si ¿doña Yanela? También. ¿Ellos no hicieron proyecto de supervisión del personal? Es que la supervisión del personal, fue una unidad de supervisores, que son los que se encargan de supervisar al personal, pero no era competencia de esa plaza la supervisión a los subordinados, digamos a los empleados, correspondía verificar que la unidad de supervisión haya hecho la supervisión en ese momento a esas personas, ¿Con qué unidad se hizo la supervisión? Con la unidad de supervisión, Con la unidad de supervisores ¿A Cargo de quién? Es un grupo de supervisores que doña Marta elige y es ella quien les asigna un trabajo específico, en ese momento estaba a cargo del licenciado Juan Carlos Salas de la defensa ¿Qué puesto tiene? Defensor Público. Preguntas de Aclaración del licenciado Umaña: ¿Doña Shirley para que usted le indique al Tribunal, si alguno de los nombramientos que se le hicieron a usted excedió el mes? No señor, eran menos de un mes. ¿Cuándo usted le explica al tribunal que usted colaboró con la revisión de algunos puestos para ver cuántas plazas estaban vacantes, de cuántos puestos habló usted más o menos que colaboró en esa revisión? Era como 684 a 685, no preciso muy bien el dato. Seguidamente se escucha a la investigada, la señora MARTA IRIS MUÑOZ CASCANTE: Yo quería explicar que la empresa Price Watherhouse había solicitado hacía mucho tiempo que se me dieran dos plazas que no eran de defensor público, y si ustedes ven el informe que hace, que consta ahí, en el expediente, el informe 059- PLA-CE-2007, que es importante que ustedes lo vean, efectivamente se aprobaron dos plazas de unidad de apoyo que no se pretendía que fueran defensores públicos, como se entendía y como se ha entendido verdad, que están en la práctica. Resulta que efectivamente en este informe se dan una serie de recomendaciones para que esa plaza, sean dos plazas, y hagan cualquier cantidad de funciones, que era imposible, imposible que una sola persona las hiciera entonces yo quisiera que ustedes tomaran en cuenta este estudio, verdad, que fue el que recomendó este Price Watherhouse, bueno. Con ese estudio se pretendía que una plaza me ayudara a mí en funciones de la revisión de nombramientos. Las plazas para concursos, pero además, se pretendía que fuera una plaza que tuviera toda la política de prensa. Ustedes pueden ver que son cualquier cantidad de funciones por eso Shirley jamás podría definirlas, porque ella lo que estuvo ahí fue muy pocos días y cuando Corte Plena conoce estas plazas que se había pedido que fueran de asesor jurídico 2. Desgraciadamente Corte Plena, en lugar de haber pedido que se pusiera una categoría clara, de asesor, le puso defensor público, porque nosotros no tenemos más categorías. Aunque hay varias plazas que no hacen juicio y esta es una, que se suponía que iban a ser dos, que no tenían que hacer juicio. Aparte de dos plazas de capacitación que de igual manera no realiza juicios, pero, que son y están dadas con la nomenclatura de defensor público. Por eso es que yo quería que José Luis Bermúdez aclarara eso, porque él sabe y conoce que hay cuatro plazas más o menos, verdad, no son de defensor público entendido como aquel que hace juicios. Entonces, aun y cuando yo pedí y así lo solicitó en este informe que fuera asesor jurídico, le pusieron la nomenclatura de defensor público y eso fue Corte Plena. En realidad fue, que el beneficio es que se gana igual, porque yo pensaba o creía que podía ser de una categoría menor, pero Corte Plena dijo que la nomenclatura de las plazas debe ser de defensor público y así sucesivamente. Por ejemplo los mismos supervisores que no todos realizan juicios, aparecen como defensores públicos. De esta forma se dio por finalizada la audiencia probatoria oral y privada. Mediante resolución de las ocho horas y cuarenta y siete minutos del día veinte de octubre de presente año, se confirió audiencia final por el plazo de tres días a la parte procesada.

III.- HECHOS PROBADOS: Conforme a los méritos probatorios que han sido incluidos a partir de la audiencia oral celebrada y los distintos documentos incorporados en el expediente electrónico, se permite este tribunal disciplinario en su condición de órgano instructor de esta causa, plantear como debidamente demostrados los siguientes hechos de interés para este asunto: a) La señora Marta Iris Muñoz Cascante, funge en propiedad el puesto de Jefa de la Defensa Pública. Para la fecha siete de marzo del presente año, presenta en su prontuario treinta y tres anuales (véase consulta de Ubicación Física de Servidores Judiciales, a imagen 22, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04 y oficio 1008-AP-2027-SICE:3607-2017, imagen 79, incorporado al expediente virtual el día 09/03/2017/05:28); b) La señora Muñoz Cascante, en funciones de jefatura de la Defensa Pública, en fecha tres de octubre del año dos mil dieciséis, aprobó el nombramiento de la señora Shirley Víquez Córdoba, en la plaza 350304, correspondiente al puesto de Defensor Público, durante el período del veintidós de setiembre al tres de octubre del año dos mil dieciséis (véase propuesta de nombramientos a imagen 16, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); c) En fecha cuatro de noviembre del año dos mil dieciséis, la investigada Muñoz Cascante, aprobó el nombramiento de la señora Shirley Víquez Córdoba, en la plaza 350304, correspondiente al puesto de Defensor Público, durante el período del treinta y uno de octubre al catorce de noviembre del año dos mil dieciséis (véase propuesta de nombramientos a imagen 16, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); d) En fecha cinco de diciembre del año dos mil dieciséis, aprobó el nombramiento de la señora Shirley Víquez Córdoba, en la plaza 350304, correspondiente al puesto de Defensor Público, durante el período del quince de noviembre al veintiocho de noviembre del año dos mil dieciséis (véase propuesta de nombramientos a imagen 16, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); e) En fecha cinco de diciembre del año dos mil dieciséis, aprobó el nombramiento de la señora Shirley Víquez Córdoba, en la plaza 350304, correspondiente al puesto de Defensor Público, durante el período del treinta de noviembre al ocho de diciembre del año dos mil dieciséis (véase propuesta de nombramientos a imagen 16, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); f) La servidora Víquez Córdoba, funge en propiedad el puesto de Secretaria Ejecutiva 1 (Consulta de Ubicación Física de Servidores Judiciales a imagen 23, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); g) La servidora Víquez Córdoba, se incorporó al Colegio de Abogados, bajo el Tomo veintiséis mil ochocientos veinticuatro, el día veintiuno de setiembre del año dos mil dieciséis (véase certificación de la secretaría del Colegio de Abogados a imagen 66 y copia de Título de Abogada, fechado veintiuno de setiembre del año dos mil dieciséis a imagen 67, ambos insertos en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); h) El Manual de Puestos, establece para el ejercicio de la defensa pública los siguientes requisitos: Licenciatura en derecho, debidamente incorporado al Colegio de Abogados. Dos años de experiencia en labores profesionales. Manejo de ambientes computarizados y los sistemas de información existentes en el área de trabajo. Cumplir lo establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial, directrices del Despacho y demás disposiciones vigentes (imagen 16, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); i) La investigada Muñoz Cascante impugnó el nombramiento en propiedad de la plaza número 350304, bajo el argumento, que las funciones asignadas a esa plaza debe mantener entre sus responsabilidades: Apoyar en forma directa a la Jefatura en la ejecución diaria de su labor. Elaborar minutas y documentos de trabajo. Apoyar en labores propias de la Gerencia y asignadas por esta. Planificar proyectos. Coordinar y realizar actividades logísticas. Monitorear el avance en el logro de objetivos y del presupuesto. Coordinar la suplencia de necesidades. Coordinar la participación en eventos de cooperación internacional. Colaborar en la definición y mantenimiento de alianzas estrategias. Desarrollar estrategias de comunicación (...) Actualizar leyes y reglamentos, Estudiar y formular observaciones a proyectos de ley que pueden afectar a la Defensa Pública. Evacuar consultas varias, a personas usuarias internas y externas. Colaborar en la participación en las diversas comisiones que integran la Jefatura, entre otras cosas (Acuerdo del Consejo Superior número 100 del mes de noviembre del año dos mil once, Artículo XVI, extracto a imagen 19 y 20, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); j) La plaza número 350304, con categoría de defensa pública, con anterioridad al nombramiento efectuado a la señora Víquez Córdoba, en el mes de setiembre del año dos mil dieciséis, fue ocupada por las defensoras públicas Yanela Alvarez, Laura Salas, Ulrika Kvist, y el defensor público Jorge Pérez (Declaración de Víquez Córdoba, recibida en la audiencia oral y privada); k) Las servidora Víquez Córdoba, nombrada en la plaza número 350304 de la Defensa Pública, desempeñó funciones, en la revisión de seiscientas ochenta y cuatro o seiscientas ochenta y cinco plazas vacantes en la Defensa Pública (Declaración de Víquez Córdoba, recibida en la audiencia oral y privada); l) La hoja de vida entregada por la señora Víquez Córdoba, el día veintiocho de setiembre del año dos mil dieciséis, a la Unidad de Selección y Reclutamiento, en el apartado de: FORMACION ACADEMICA, informa: 1984 Certificado de conclusión de estudios de educación primaria. Escuela Manuel de Jesús Jiménez, Tierra Blanca de Cartago. 1988 Certificado de Conclusión de Estudios de Educación General Básica Colegio Técnico Profesional Agropecuario de Oreamuno, Cartago. 1997 Bachillerato por madurez, Bachiller en Letras, Ministerio de Educación Pública. 2000 Secretariado American Business Academy, 2015 Bachillerato en Derecho, Universidad de las Ciencias y el Arte de Costa Rica. 2016 Licenciatura en Derecho. Universidad de las Ciencias y el Arte de Costa Rica (véase Hoja de Vida, a imagen 65, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:06); m) La señora investigada Muñoz Cascante, aprobó disfrute de vacaciones, para el día veintiséis de setiembre, a la señora Víquez Córdoba. Durante el nombramiento interino del veintidós de setiembre al tres de octubre del año dos mil quince (véase propuesta de nombramientos a imagen 16, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); n) La señora investigada Muñoz Cascante, aprobó disfrute de vacaciones, para el día veintiuno de noviembre del año dos mil quince, a la señora Víquez Córdoba. Durante el nombramiento interino del quince al veintiocho de noviembre del año dos mil quince (véase propuesta de nombramientos a imagen 16, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:04); o) En fecha diecinueve de diciembre del año dos mil dieciséis, la prensa electrónica SEMANARIO UNIVERSIDAD, publicó artículo bajo el título: “Directora de Defensa Pública ascendió a su secretaria a defensora sin tener requisitos. Shirley Vásquez (sic) ha tenido tres nombramientos en plaza sin realizar exámenes ni práctica” (véase publicación del medio periodístico, a imagen 3-8, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:06); p) La prensa electrónica Semanario Universidad, publicó los siguientes artículos: “Derecho de respuesta de la directora de la defensa pública”, “Inspección Judicial investiga ascenso de secretaria a plaza de defensora pública”, “Es un nombramiento que decido yo” (véase publicación del medio periodístico, a imagen 47-53, inserta en el Informe Preliminar número 038-IJ-17, incorporado al expediente virtual el día 02/03/2017/09:06); r) Mediante actuación de las ocho horas cincuenta y cinco minutos del veintitrés de marzo del año dos mil diecisiete, el oficial de Inspección Jorge Saprissa Vásquez corrigió error material de la fecha del informe número 038-IJ-17, en los siguientes términos: “el suscrito oficial de Inspección Jorge Saprissa Vásquez, realiza la siguiente corrección por error material en el informe N°038-IJ-17, siendo que la fecha del citado informe se plasmó 2 de Febrero de 2017, siendo lo correcto 2 de Marzo de 2017. Lo anterior es corroborable en el sistema de Gestión y Escritorio Virtual, donde se puede apreciar que el citado fue subido el día 02 de marzo de 2017, a las 21 horas 04 minutos, con 52 segundos, además de lo anterior se puede corroborar en las propiedades del archivo del procesador de texto PJEditor, donde se apreció que el archivo fue creado el día 02 de marzo de los corrientes, se adjuntan las capturas digitales de los sistemas antes indicados” (véase imagen 86 incorporada al expediente virtual el día 23/03/2017/09:43); s) El informe 038-IJ-17, fue creado, el día dos de marzo del presente año (véase imagen 88 del procesador de texto PJEditor, incorporada al expediente virtual el día 23/03/2017/09:43); t) Para la fecha ocho de marzo del año en curso la señora encausada Muñoz Cascante, no presenta sanciones disciplinarias en su expediente personal (véase oficio 1016-AP-17-SICE 3607-2017, del 2 del Departamento de Subproceso Administración de Personal, a imagen 80, incorporada al expediente virtual el día 09/03/2017/10:33). 

IV.- HECHOS NO PROBADOS: Se estima pertinente proponer por no demostradas las siguientes situaciones: a) La señora Víquez Córdoba, previo a la fecha del nombramiento de setiembre del año dos mil quince, haya realizado examen técnico, la practica supervisada a cargo de las personas defensoras públicas de alta experiencia, haya cumplido con asistir a la Capacitación de Nivelación, en cada una de las materias, competencia de la institución y que haya aplicado las evaluaciones escrita y oral ante un Tribunal de Supervisores y Profesionales en derecho de reconocida trayectoria; b) Que la señora Víquez Córdoba, previo a la fecha del nombramiento de setiembre del año dos mil quince, ostentara la calidad de elegible para optar a nombramientos interinos como defensora pública. (No se aportó material probatorio a los autos)

V.- SOBRE LA EXCEPCION DE CADUCIDAD: La señora encausada Muñoz Cascante, opone la excepción de caducidad bajo el argumento de que el plazo de un mes establecido en el ordinal 211 de la Ley Orgánica de este Poder de la República, para iniciar el proceso disciplinario, se encuentra vencido. Informó como antecedentes, la noticia periodística de fecha diecinueve de diciembre del año dos mil dieciséis, se turnó la queja en la misma fecha diecinueve de diciembre dos mil dieciséis, se solicitó investigación el día veinte del mismo mes y año, antes citado. El informe de investigación tiene fecha dos de febrero del año dos mil diecisiete, se confiere traslado el día tres de marzo del presente año y se notifica a la encausada el mismo día tres de marzo del presente año. Estimó que la investigación preliminar no era necesaria y por lo tanto no es un medio que permita interrumpir o suspender el plazo mensual inicial que regula el numeral del 211, antes citado. Abonó a su argumentación, conforme lo ha establecido el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, la notificación del auto inicial de la presente causa disciplinaria, debió realizarse el día diecinueve de enero del año dos mil diecisiete. 

El numeral 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece: “La acción para investigar las faltas deberá iniciarse, dentro del mes siguiente a la fecha en que quien deba levantar la investigación tenga conocimiento de ellas. La investigación deberá concluirse dentro del año siguiente a la fecha de su inicio y si procediere sancionar, la sanción que corresponda deberá imponerse dentro del mes siguiente a contar del momento en que quien deba hacerlo esté en posibilidad de pronunciarse”. La norma de estudio establece tres plazos para el ejercicio de la potestad disciplinaria, el primer plazo inicia desde el momento, para el caso que nos ocupa, que este Tribunal de la Inspección Judicial, tiene noticia de la existencia de presuntas irregularidades atribuibles a la persona servidora judicial. El medio periodístico electrónico, SEMANARIO UNIVERSIDAD, en fecha diecinueve de diciembre del año dos mil dieciséis, publicó un articulo bajo el título: “Directora de Defensa Pública ascendido a su secretaria a defensora sin tener requisitos”. En atención a los principios de transparencia, objetividad y oficiosidad que nutren el procedimiento disciplinario, le atañe a esta autoridad disciplinaria, procurar los elementos fácticos, que en grado de probabilidad meridiana, adviertan la existencia de una falta o infracción. El tema ha sido tratado por el Doctor Ernesto Jinesta, “La investigación preliminar se puede definir como aquella labor facultativa de comprobación desplegada por la propia administración pública de las circunstancias del caso concreto para determinar el grado de probabilidad o verosimilitud de la existencia de la una falta o infracción, para identificar la los presuntos responsables de ésta o recabar elementos de juicio que permitan efectuar una intimación clara, precisa y circunstanciada. En suma, la investigación preliminar permite determinar si existe mérito suficiente para incoar un procedimiento administrativo útil. Resulta obvio que en esa información previa no se requiere un juicio de vedar sobre la existencia de la falta o infracción, puesto que, precisamente para eso está diseñado el procedimiento administrativo con el principio de la verdad real o material a la cabeza. Se trata de un trámite que, estrictu sensu, no forma parte del procedimiento administrativo y que es potestativo para la administración pública observarlo o no, incluso, en los procedimientos disciplinarios -por sus efectos en el ámbito del honor, prestigio profesional- o sancionadores”. Pronunciamiento que ha sido abordado en el voto Constitucional número 9203-2001, de las nueve horas con treinta y cinco minutos del catorce de setiembre del año dos mil uno. De la cita de análisis, se colige dos componentes de relevancia, a saber, la investigación preliminar, es una actuación potestativa de la administración, dicho de otro modo, responde a la discrecionalidad del órgano instructor, en estrecha relación a cada caso concreto. De modo que no le puede ser cuestionado al órgano instructor la solicitud de una investigación preliminar, exceptuando casos de una evidente actuación dilatoria, situación que no es el caso de examen. El otro tema de interés que aborda la cita de estudio, es el carácter extraprocesal. El Consejo Superior, lo ha desarrollado en la misma línea de pensamiento, en sesión 49-14 del veintisiete de mayo del año dos mil catorce Artículo XL: “No obstante lo anterior, éste Consejo considera que el Tribunal de la Inspección Judicial no lleva razón en la forma en que resuelve el presente caso. Debe indicarse que la solicitud de la investigación preliminar se realiza con la finalidad de contar con los elementos suficientes para realizar un correcto traslado de cargos, sin embargo su resultado solo se sabrá cuando se cuenta con el resultado o informe respectivo, por lo que lo resuelto por el Tribunal significa que en todos los casos en que la investigación no cumpla con las expectativas de quien la ordena o de la Defensa, se debe interpretar que no debió pedirse y que con la denuncia era suficiente, y por ello la fecha para contabilizar el plazo para el traslado de cargos se retrotrae, como si no se hubiese ordenado esa investigación”. En consonancia al pronunciamiento de cita, la pertinencia de la investigación preliminar para justificar la apertura del proceso disciplinario, es resorte exclusivo del Órgano Instructor. Asimismo se considera conveniente acotar que aún y cuando se considere, que no ha aportado elementos de utilidad, tampoco sería procedente declarar la caducidad del proceso.

Continuando con el examen de la cita doctrinaria de estudio, informa que la investigación preliminar no forma parte del proceso, en este orden de ideas, el cómputo del plazo inicia una vez concluido el informe preliminar. Ese mismo pensamiento ha sido desarrollado por el Consejo Superior en Sesión 71-15, celebrada el seis de agosto del año dos mil quince Artículo XXXIV: “En virtud de lo anterior, el plazo del mes para el traslado de cargos, debe computarse en este caso, a partir de que el Tribunal de la Inspección Judicial fue puesto en conocimiento de la investigación preliminar y contaba con la documentación necesaria para ejercer la acción disciplinaria, de modo que si el informe de la investigación preliminar se rindió al órgano competente para ejercer la potestad disciplinaria en fecha 24 de marzo y el día 24 de abril se dicta el auto de inicio o traslado de cargos ...”. El mismo acuerdo del Consejo Superior inserta el pronunciamiento de la Sala Segunda, pronunciamiento número 938-2005, de las nueve horas y cincuenta minutos del once de noviembre del año dos mil cinco, señaló: “… que en el caso de entidades patronales que deben cumplir, de previo a disciplinar a sus trabajadores, con un determinado procedimiento o investigación, ese plazo de un mes, se iniciará a partir del momento en que el resultado de la respectiva investigación es puesta en conocimiento del funcionario u órgano competente para resolver”. 

Establecido el carácter extraprocesal de la investigación preliminar, así como el cómputo del mes a partir de la presentación del informe preliminar. Se analiza el agravio con respecto a la data del informe número 038-IJ-17, fechado dos de febrero del año dos mil diecisiete, elaborado por el oficial de Inspección Jorge Saprissa Vásquez. La tesitura expuesta en defensa de la señora encausada Muñoz Cascante, carece de asidero fáctico. Del examen de la sumaria disciplinaria se observa corrección material, de las ocho horas y cincuenta y cinco minutos del veintitrés de marzo del presente año (imagen 86), se informa como fecha correcta el día dos de marzo del presente año, data que puede ser corroborada en el sistema de gestión. Este órgano, procedió a verificar la documentación aportada y ha concluido que efectivamente el informe en mención se confeccionó el día dos de marzo del año en curso. Nótese que se ha aportado al proceso la captura de imagen de las propiedades del documento que generó el informe de repetida cita, de ésta se colige, que fue creado el día jueves, 02 de marzo 2017, 13:50:12, del mismo modo se aprecia que las modificaciones y último acceso aconteció el mismo día dos de marzo (imagen 88). Analizado de forma conjunta con la captura de imagen de la carpeta de informes realizados por el inspector Saprissa Vásquez, se aprecia el informe 038-IJ-17, en la fecha 02/03/2017/09/03 (imagen 88). Del examen de estos elementos en forma conjunta permite concluir que se trató de un error material, en la fecha asignada al informe, siendo la data correcta, dos de marzo del presente año. Para dirimir la disconformidad que aqueja a la señora investigada, se tiene demostrado que el informe preliminar se presentó en fecha dos de marzo, es a partir de este acto que inicia el plazo del mes establecido en el numeral 211 de la Ley Orgánica de este Poder de la República, la señora procesada fue notificada el día tres de marzo (imagen 75), del cómputo de las fechas señaladas, se aprecia que no ha transcurrido el plazo fatal de un mes de caducidad, establecido en la citada normativa. En consecuencia no es atendible la excepción de caducidad opuesta por la defensa técnica de la señora investigada Muñoz Cascante.

VI.- Encontrándose instruido el presente asunto -y de conformidad con el artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y artículo 10 de las Reglas Prácticas para Orientar el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria y Funcionamiento del Tribunal de la Inspección Judicial, lo procedente es ordenar la elevación de esta causa disciplinaria a conocimiento de la honorable Corte Plena, para lo que a bien estime resolver.-

POR TANTO

Se deniega la excepción de caducidad opuesta por la defensa técnica. Se traslada esta causa disciplinaria a conocimiento de Corte Plena, se emplaza a la señora MARTA IRIS MUÑOZ CASCANTE, para que dentro del término de cinco días comparezca ante dicha instancia disciplinaria, refiriéndose tanto al contenido de esta queja, como a lo dispuesto por el Tribunal de la Inspección Judicial y de igual forma si la tuviera, ofrezca nueva prueba de descargo en defensa de sus intereses. NOTIFIQUESE.- Estrellita Orellana Guevara, José Francisco López Chaverri y Guillermo Ballestero Umaña. Inspectores Generales.
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Prosigue la Secretaria General de la Corte: “Aquí el tema es si de acuerdo al artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que fue la duda que surgió, la Corte Plena es la competente para conocer el asunto de la licenciada Muñoz Cascante”.
ENTRA EL MAGISTRADO SÁNCHEZ. SALE EL MAGISTRADO RUEDA.
Indica el Magistrado Salazar Alvarado: “Creo que el Tribunal de la Inspección Judicial confunde sobre quien tiene el poder de nombramiento o ejerce la dirección, va a tener también que ejercer el poder de disciplina.
El inciso 9 del artículo 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dice que le corresponde a la Corte Suprema de Justicia lo siguiente: “Nombrar en propiedad a los miembros del Consejo Superior del Poder Judicial, los inspectores generales del tribunal de la inspección judicial, los jueces de casación…”; hago aquí un paréntesis, la Corte no ejerce el régimen disciplinario sobre los jueces de casación, solamente cuando viene por el artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esto es una excepción también al poder de dirección que no lo tiene necesariamente de disciplina, “… y los de los Tribunales Colegiado…”, eso quiere decir que los Tribunales Colegiados son prácticamente jueces o juezas 4 sobre los cuales la Corte Plena los nombra, pero no ejerce régimen disciplinario, “…el Fiscal General de la República, el Director y el Subdirector del Organismo de Investigación Judicial; asimismo, al jefe y al subjefe de la Defensa Pública…”, esos son nombramientos que competen a la Corte Plena.
El artículo 182 dice que corresponde a la Corte Plena ejercer el régimen disciplinario sobre sus miembros, entre iguales, pero también sobre el Fiscal General de la República. el Adjunto, el Director y Subdirector del Organismo de Investigación Judicial, y en ese caso la Inspección Judicial es Órgano Instructor.
Entonces, si a eso sumamos a los integrantes del Consejo Superior y a quienes integran el Tribunal de la Inspección Judicial, vemos que es claro que el argumento de la Inspección Judicial es que porque la Corte los nombra, la Corte los sanciona, es un argumento parcialmente errado, porque no siempre que esta Corte nombra a un funcionario o a una funcionaria de esta naturaleza ejerce el régimen disciplinario y el régimen disciplinario, entiendo yo, se lo quiso dar la ley únicamente a esas personas, excluyendo al Jefe de la Defensa Pública y al Subjefe de la Defensa Pública.
Aunado a eso también creo que tampoco es cierto que es más beneficioso para la parte que esto lo conozca la Corte Plena porque vean que lo que resuelva la Corte en aplicación del régimen disciplinario no tiene recurso alguno mientras que si lo ejerce la Inspección Judicial, la parte tiene derecho al recurso de apelación ante el Consejo Superior.
Razón por la cual, me parece que es la Inspección Judicial la que debe concluir el procedimiento disciplinario, sobre todo, si tomamos en cuenta también, y no cambia en nada lo que dije, que tampoco ya ejerce la Dirección de la Defensa Pública, doña Marta Iris Muñoz, ya que está jubilada, entonces tampoco estamos hablando de una funcionaria que está en la Defensa Pública. Cuando se le hizo traslado de cargos sí estaba, pero en todo caso no está dentro de las personas que la voluntad del legislador quiso para ejercer el régimen disciplinario”.
Indica el Magistrado Sánchez: “Me parece que la solución a esto la observamos en el artículo 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, porque los artículos 182 y 183 se refieren específicamente el Fiscal General, al Fiscal General subrogante, al Consejo Superior y a los miembros de la Inspección Judicial, pero en el artículo 184 la norma lo que dispone es que, salvo los casos de los artículos anteriores, corresponde al Tribunal de la Inspección Judicial conocer el régimen disciplinario sobre todo el resto de los servidores y funcionarios judiciales del Poder Judicial.
Si esto lo relacionamos con el artículo 10 de las Reglas Prácticas para orientar el ejercicio de la potestad disciplinaria y el funcionamiento del Tribunal de la Inspección Judicial, también observamos que está previsto que para que esta Corte conozca el régimen disciplinario es única y exclusivamente tratándose de los funcionarios que señalan los artículos 182 y 183 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
En consecuencia me parece que el órgano competente para seguir esta queja es el Tribunal de la Inspección Judicial y no esta Corte Plena”.
Se concede el uso de la palabra al licenciado Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, quien señala: “Muy brevemente, porque es bastante conteste con lo indicado por los magistrados que antes expusieron. 
De un análisis puramente de Derecho Administrativo, la pregunta es muy sencilla, ¿Hay norma que le atribuya competencia a este órgano para resolver lo que se indica? ¿Existe algún tipo de norma que pueda fundamentar, pueda dar base y atribuir la competencia como elemento del acto administrativo para que ustedes puedan resolver? No la hay. Inclusive como se indica y como se ha indicado, concretamente el artículo 59 atribuye la competencia a nombrar, pero las otras normas no atribuyen otra competencia ¿Por qué? porque no la hay, e inclusive llamo la atención de que el artículo 59 sí establece y prevé una serie de funcionarios, más la norma propiamente del artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial no prevé esa competencia. 
Entonces al no prever y al no estar establecida en la Ley Orgánica del Poder Judicial se aplicaría, como bien lo indicó el magistrado Sánchez, la norma del artículo 184, por ende le corresponde al Tribunal de la Inspección Judicial”.
Dice el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Esa es la situación, me parece que está muy claro en realidad, le vamos a solicitar un informe por escrito, es que esto se le pidió de forma no directa, en realidad no con tiempo suficiente para que lo hiciera por escrito, pero si tuvo posibilidad de conocerlo por lo menos para venir a exponerlo acá, entonces le vamos a pedir el informe debidamente redactado”.
Consulta la Magistrada Hernández: “¿Este sería el único jerarca que la Corte nombra, pero no disciplina dentro de todos los que establece la ley?”.
Responde el Presidente, Magistrado Chinchilla: “También los jueces y juezas, y la licenciada Navarro Romanini, que la nombramos, pero no la disciplinamos”.
Agrega la Magistrada Hernández: “¿No es como la voluntad del legislador, que cuando uno nombra a alguien es porque la Corte tiene una supervisión, es intrínseca la relación de control de ese funcionario y de su gestión con la Corte? Es raro, nombro a alguien, pero no lo puedo supervisar y no lo puedo disciplinar”. 
Aclara el licenciado Campos Hidalgo: “Correcto, de hecho en el término de funcionarios que no tengan este nivel, uno partiría de ese puesto. El punto aquí es que estamos en un tema de Derecho Administrativo, no hay norma que atribuya esa competencia y sería inclusive un riesgo para el órgano en el sentido de que alguien podría invocar eso como un eventual vicio de nulidad por carecer del elemento “competencia”.
No está mal recordarles el criterio de oportunidad y conveniencia, si abren ustedes esa posibilidad implicaría que también podrían venir aquí los jueces 4 y jueces 5 a invocar eso y ustedes ejercer el régimen disciplinario concretamente respecto de ellos, es una decisión que tiene que tomar el órgano, pero podría implicar eso”.
Manifiesta el Magistrado Cruz: “Coincido con el criterio expresado de que no hay norma expresa y me parece que sería un vicio que un órgano se atribuya una competencia que no se le ha atribuido, máxime tratándose de una función punitiva, que impone limitación de derechos. 
El segundo aspecto es que lo veo desde el punto de vista práctico, la verdad es que un tribunal de 22 personas, aquí con la dinámica que tenemos, las garantías están bastante debilitadas para el que es juzgado, desde mi punto de vista, en la práctica, se debilitan las garantías de un juicio justo.  Toda la dinámica en la intervención de 22 personas, complica el escenario del proceso, sin posibilidad de prueba oral, etcétera, genera una gran cantidad de debilidades y disfunciones que debiéramos valorarlo en una futura reforma. 
Entonces, una competencia que no está determinada previamente, que tiene un carácter punitivo y que sería una competencia asumida sin una atribución legal, con el agravante que el tribunal es muy disfuncional, 22 personas juzgando.  me parece que lo que he podido percibir de mi experiencia aquí, no ha sido muy feliz.
Creo que es algo que por eso se requiere una reforma urgente de esos propósitos, para dividir la función disciplinaria y la de nombramiento y que no esté en esta Corte con 22 personas como juzgadores.  Imagínense que pudiera aumentarse el número de magistrados y magistradas en una hipótesis poco viable ahora, pero eso de 22 jueces,  realmente ni siquiera un tribunal de jurados, 22 personas se convierten en una  multitud, especialmente en la función de juzgamiento”. 
Dice el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Está claro el informe y teníamos dudas antes, pero con la explicación inicial de los magistrados Salazar Alvarado y Sánchez, el informe por supuesto del Director Jurídico y la intervención del magistrado Cruz, considero que me queda muy claro, no sé si ustedes tienen todavía dudas sobre el mismo y consideran que es necesario votarlo. 
¿Les parece que podamos considerar que nos declaramos en este caso incompetentes para conocer de la causa y lo remitimos a su oficina de origen, que es la Inspección Judicial para que procedan conforme al artículo 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial? Así lo hacemos por unanimidad y lo declaramos acuerdo firme”.
En vista de que esta Corte es incompetente para proceder con la aplicación del régimen disciplinario con respecto al puesto de Director o Directora de la Defensa Pública, por unanimidad, se dispuso: Devolver la causa disciplinaria N° 16-001829-0031-IJ seguida contra la máster Marta Iris Muñoz Cascante a la sazón Directora de la Defensa Pública, al Tribunal de la Inspección Judicial para que proceda a resolver conforme a derecho corresponda respecto al régimen disciplinario. Lo anterior de conformidad con el artículo 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIII
Documento 15340-17
El Magistrado Jinesta, en su condición de Coordinador de la Comisión de la Comisión de Evaluación del Desempeño y Rendición de Cuentas, el día de hoy – 18 de diciembre de 2017 – presenta las propuestas de Reglamento del Sistema de la Evaluación del Desempeño y la Rendición de Cuentas en el Poder Judicial y de reforma al artículo 28 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
El citado Reglamento literalmente dice:
“REGLAMENTO DEL SISTEMA DE LA EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO Y LA RENDICIÓN DE CUENTAS EN EL PODER JUDICIAL


CAPÍTULO I 
Disposiciones generales


ARTÍCULO 1.-	Objetivo

El sistema de evaluación estará conformado por dos subsistemas: el subsistema de evaluación de la gestión institucional y el subsistema de evaluación individual del desempeño. El sistema debe orientarse a una gestión por resultados e impactos que permitan medir el grado de cumplimiento de los deberes y responsabilidades del derecho internacional público de los derechos humanos, constitucionales y legales, así como también de las políticas institucionales y de la planificación estratégica de los servicios públicos que brinda el Poder Judicial a la población con el fin de brindar una justicia de calidad en cuanto a sus niveles de eficacia, eficiencia y efectividad.

ARTÍCULO 2.- Subsistemas de evaluación de la gestión institucional y del desempeño individual

Los subsistemas de evaluación son procesos sistemáticos y periódicos de la estimación cuantitativa y cualitativa del grado de eficacia, eficiencia y efectividad, con el propósito de garantizar un servicio público de calidad orientado al respeto de los derechos fundamentales de las personas y a la satisfacción de sus expectativas y necesidades.

ARTÍCULO 3.-	 Ámbito y alcance

La evaluación del desempeño comprende el de todas las jurisdicciones, órganos auxiliares y administrativos que conforman el Poder Judicial.  

La evaluación del desempeño individual, es aplicable a todas las personas que tienen relación de servicio con el Poder Judicial en condición de propietarias o interinas, que componen todos los sectores del Poder Judicial.

La función jurisdiccional desplegada por los jueces y juezas de la República, sea la de conocer y resolver las causas sometidas a su conocimiento y de ejecutar lo juzgado, estará sometida a la evaluación del desempeño y a la rendición de cuentas, para asegurar que sea de calidad, eficiente, eficaz y se ajuste a los imperativos constitucionales de justicia pronta y cumplida, así como a los internacionales o regionales de un proceso justo en un plazo razonable, sin retardos o dilaciones indebidas.

Todos los órganos y personas que tienen relación de servicio con el Poder Judicial que realizan una función materialmente administrativa, estarán sometidos al sistema de evaluación del desempeño y de rendición de cuentas, para asegurar un servicio público de administración de justicia de calidad, eficiente, eficaz y en continua mejora.

La evaluación del desempeño y la rendición de cuentas comprenden la función materialmente jurisdiccional y la sustancialmente administrativa desplegada, excepcionalmente, por el Poder Judicial, denominada, globalmente, “servicio público de la administración de justicia”.

ARTÍCULO 4.-	Principios rectores de la evaluación y de la rendición de cuentas

a) Rendición de cuentas: constituye el deber de informar, justificar y responsabilizarse periódicamente de las actividades que tiene a su cargo toda persona servidora judicial ante su superior inmediato y la ciudadanía, así como la contribución y cumplimiento de la debida gestión de los despachos y oficinas judiciales, con apego a criterios de eficacia, eficiencia, efectividad, transparencia y legalidad.

b) Transparencia y publicidad: significa que los resultados del sistema de evaluación deben estar a disposición de todas las personas usuarias del Poder Judicial y, en general, de la ciudadanía, la opinión pública, los medios de comunicación colectiva y de las instancias encargadas de definir, fijar, dar seguimiento y ajustar las políticas institucionales. Lo anterior con excepción de información confidencial o de datos sensibles.

c) Mejoramiento continuo:	implica que tanto las políticas institucionales, como las funciones jurisdiccionales, auxiliares y administrativas deben ser desarrolladas por el Poder Judicial y mejorarse permanentemente con base en los insumos y resultados obtenidos a través de la evaluación.

d) Eficiencia, eficacia y efectividad: deben ser instrumentos de racionalización y economía de los recursos públicos para procurar alcanzar los objetivos, metas o fines predeterminados en los planes estratégicos y políticas institucionales.

e) Legitimidad democrática:	deben ser instrumentos para la satisfacción efectiva de las necesidades y requerimientos de las personas usuarias de los servicios judiciales, fortaleciendo la legitimidad democrática.

f) Imparcialidad e independencia funcional: deben ser mecanismos para mejorar y hacer más eficiente la función de todos los ámbitos judiciales.

g) Objetividad y neutralidad: toda evaluación debe cimentarse sobre criterios e instrumentos científicos y técnicos que permitan contrastar, verificar y validar los resultados obtenidos.

h) Satisfacción efectiva del interés general: la evaluación y la rendición de cuentas tienen como propósito fundamental la satisfacción del interés general y hacer posible que los servicios públicos, las competencias y las funciones desempeñadas sean eficientes y eficaces.  

i) Prontitud y celeridad:	los instrumentos de evaluación y de rendición de cuentas deben procurar que los servicios públicos, competencias y funciones judiciales se presten oportunamente y con la celeridad debida.

j) Participación: las herramientas de evaluación y la rendición de cuentas deben ser concertadas con todos los sectores judiciales para tomar en consideración las variables singulares del desempeño y, adicionalmente, permitir, con un mayor nivel de transparencia y publicidad, que las personas usuarias y consumidoras de los bienes y servicios públicos judiciales y, en general, la ciudadanía tenga el conocimiento suficiente para que pueda participar, activamente, en el control del buen desempeño de las diversas funciones a cargo del Poder Judicial.

k) Responsabilidad: mediante la evaluación y la rendición de cuentas en el sector judicial, se procurará una mayor responsabilidad en el ejercicio de la función materialmente jurisdiccional, auxiliar y estrictamente administrativa, tanto por los órganos que conforman el Poder Judicial, como por las personas con las que tiene relación de servicio.

l) Planificación: la planificación institucional debe contemplar como insumos directos, la evaluación institucional y la rendición de cuentas, que tienen como fin fundamental medir el grado de cumplimiento de los objetivos y fines predefinidos en los planes estratégicos y operativos anuales de todos los órganos y unidades, jurisdiccionales, auxiliares o administrativos que conforman el Poder Judicial.

m) Flexibilidad: los subsistemas deben ser flexibles y adaptables a los diferentes sectores institucionales, así como a los diversos puestos o cargos que los integran y las condiciones en que se ofrece el servicio público.

n) Instrumentalidad: el sistema se basa en información estructurada que busca generar insumos para la toma de decisiones, así como la retroalimentación institucional con el objetivo de promover acciones concretas de mejora continua y participativa.

o) No discriminación: los subsistemas de evaluación deben garantizar un trato igual en condiciones de trabajo análogas y los criterios de evaluación se establecerán de modo que en el resultado de la evaluación no se reflejen condiciones de vulnerabilidad relacionadas con el género, raza, credo religioso, ideologías y otras similares.

p) Equidad: con dichos sistemas se debe proceder con justicia en las acciones y decisiones equilibrando el deber, la técnica y el mérito con el conocimiento, la práctica y la ética.

q) Objetivos de calidad e indicadores: la definición de objetivos e indicadores, deben potenciar los cambios de mejora generados en la gestión y en la productividad de la institución, así como en el desempeño de todas las personas servidoras judiciales.

r) Confiabilidad: los subsistemas de evaluación deben actuar con oportunidad, exactitud, transparencia, credibilidad y validez objetiva en políticas, normas técnicas, a través de una difusión adecuada, con el objetivo de generar conocimiento, aceptación y confianza en toda persona que tenga relación de servicio con el Poder Judicial.

ARTÍCULO 5.-	Derechos de las personas usuarias

Con el presente reglamento se procurará el goce y ejercicio de los derechos fundamentales y humanos de las personas usuarias, a obtener una justicia pronta y cumplida, un proceso justo en un plazo razonable y a una buena administración y gestión judicial.

ARTÍCULO 6.-	Criterios de utilidad

La aplicación de los sistemas de evaluación del desempeño, se fundamentan en los siguientes criterios de utilidad:

a) Identificación de áreas de mejora: precisar en la gestión de las personas servidoras, de los despachos y oficinas judiciales, los incidentes críticos y los factores claves de éxito, con base en el ordenamiento jurídico, el plan estratégico institucional e instrumentos aprobados para ese fin.

b) Retroalimentación: la evaluación de los resultados obtenidos y la identificación de las áreas de mejora, deben permitir ajustar el contenido de los planes estratégicos y anuales operativos, establecer el plan de mejoramiento de los despachos y las oficinas judiciales, así como el desarrollo del talento de todas las personas que tengan relación de servicio con el Poder Judicial.

c) Medición de los resultados y el impacto de la gestión institucional:	establecer indicadores de logro y desempeño, que permitan medir el aporte de las personas que tienen relación de servicio con el Poder Judicial y de los procesos en la consecución de los objetivos en la gestión institucional.

d) Generación de una cultura organizacional de resultados: las evaluaciones deben generar una cultura en todos los órganos institucionales orientada hacia la medición de resultados consolidada, con valores de sistemas competitivos aceptados y metas claras para cada persona que tenga relación de servicio con el Poder Judicial, de los despachos y oficinas judiciales.

e) Consolidación del sistema de gestión y desarrollo del talento humano: los resultados generados por medio de las evaluaciones deben convertirse en insumos para la mejora continua de los subsistemas de planificación, selección, capacitación, ambiente laboral, salud ocupacional y los que lleguen a definirse por vía reglamentaria.

ARTÍCULO 7.-	Estándares de desempeño institucional e individual

Después de aplicarse los criterios de desempeño, indicadores de gestión y las matrices de evaluación establecidos de manera objetiva, científica y técnica, los estándares de rendimiento, tanto institucionales como individuales, deberán expresarse con los adjetivos y porcentajes que se determinan a continuación:

a) Excelente: 95% o más
b) Muy bueno: 85% a 94%
c) Bueno: 70% a 84%
d) Deficiente: Menos de 70%

ARTÍCULO 8.-	Indicadores de desempeño

El método de evaluación se basa en indicadores del desempeño que tienen como base criterios científicos, técnicos, objetivos y no discriminatorios, los cuales han de ser construidos en forma transparente y participativa de acuerdo con el ámbito de aplicación.

Estos indicadores deben considerar como mínimo lo siguiente:

a) Rendimiento que defina, claramente, objetivos, metas y criterios de medida.
b) Compromiso para determinar las competencias genéricas y valores institucionales.
c) Competencias para determinar los indicadores conductuales.

ARTÍCULO 9.-	Período de prueba

Durante el período de prueba establecido legalmente las personas que tengan relación de servicio con el Poder Judicial serán evaluadas, tanto para los casos de inicio, como para los supuestos de ascenso, descenso o traslados en propiedad.

La evaluación del desempeño del período de prueba, se regirá, en lo aplicable, por las disposiciones contenidas en el presente reglamento.


CAPÍTULO II
Estructura orgánica


ARTÍCULO 10.- Componentes

El Sistema de Evaluación del Poder Judicial estará conformado por los siguientes órganos rectores:

a) La Corte Suprema de Justicia.
b) La Comisión de Evaluación de la Gestión Institucional.
c) El Consejo de la Judicatura.
d) El Consejo de Personal.
e) La Comisión de Evaluación del Desempeño del Ministerio Público.
f) La Comisión de Evaluación del Desempeño de la Defensa Pública.
g) La Comisión de Evaluación del Desempeño del Organismo de Investigación Judicial.
h) La Comisión de Evaluación del Desempeño del Sector Administrativo.

La administración, gestión y coordinación del sistema de evaluación estará a cargo de la Dirección de Gestión Humana. 

ARTÍCULO 11.-	Definición de criterios de desempeño, indicadores de gestión y matrices de evaluación

Cada uno de los órganos componentes del sistema, definirá y establecerá, objetiva, técnica y científicamente, los criterios de desempeño, indicadores de gestión y las matrices de evaluación, los que deberán ser aprobados por la Corte Plena.

Los órganos competentes ejercerán su función con el apoyo, asesoría administrativa y técnica que se requiera. Las evaluaciones se realizarán anualmente, salvo en el caso de la institucional, la cual se podrá realizar para lapsos inferiores cuando así se requiera.

ARTÍCULO 12.- Consejo de la Judicatura

El Consejo de la Judicatura tendrá la función de evaluar el desempeño individual de los jueces y las juezas de la República, cuando ejercen la función materialmente jurisdiccional.

También le corresponderá la evaluación de los jueces o las juezas coordinadoras, de las letradas y los letrados.

Tendrá una sección especializada en evaluación del desempeño en la materia jurisdiccional a cargo de la Dirección de Gestión Humana.

Sus decisiones agotarán la vía administrativa. 

ARTÍCULO 13.- Consejo de Personal

El Consejo de Personal evaluará el desempeño de todos los técnicos, coordinadores y personal auxiliar de los despachos judiciales.

Sus decisiones agotarán la vía administrativa.

ARTÍCULO 14.- Comisión de Evaluación del Sector Administrativo

La Comisión de Evaluación del Sector Administrativo evaluará a todas las personas que tengan relación de servicio con el Poder Judicial y realicen funciones exclusivamente administrativas, sea que sirvan en el sector jurisdiccional o en el administrativo, con excepción de los que prestan esos servicios en el Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial.

	ARTÍCULO 15.-	Comisión de Evaluación del Ministerio Público

La Comisión de Evaluación del Ministerio Público evaluará el desempeño individual de los fiscales, incluidas las jefaturas y el personal administrativo adscrito.

ARTÍCULO 16.- Comisión de Evaluación de la Defensa Pública

La Comisión de Evaluación de la Defensa Pública evaluará el desempeño individual de las defensoras, defensores, incluidas las jefaturas y el personal administrativo adscrito.

ARTÍCULO 17.- Comisión de Evaluación del Organismo de Investigación Judicial

La Comisión de Evaluación del desempeño del Organismo de Investigación Judicial, le corresponde la evaluación del desempeño individual de las investigadoras e investigadores policiales, técnicos y científicos de medicina legal y ciencias forenses y, en general, jefaturas y el personal administrativo adscrito.

ARTÍCULO 18.- Uniformidad en la evaluación del desempeño administrativo

Las comisiones de evaluación del Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial, al evaluar al personal administrativo adscrito utilizarán, en lo conducente, los criterios y matrices de evaluación definidos por la Comisión de Evaluación del Sector Administrativo para evaluar al personal administrativo adscrito a esos órganos y los específicos que sean necesarios, según la naturaleza de sus funciones.

ARTÍCULO 19.- Órganos colegiados

Las comisiones de evaluación del Ministerio Público, la Defensa Pública, del sector administrativo y el Organismo de Investigación Judicial serán órganos colegiados conformados de manera impar por cinco personas, garantizando la mayor representación de los diversos sectores del respectivo órgano. Estarán dirigidas por un presidente y un secretario.

Estos órganos contarán con los recursos humanos, tecnológicos y financieros para garantizar su funcionamiento.

Sus acuerdos serán tomados por mayoría absoluta de sus miembros asistentes y agotarán la vía administrativa.

Sus miembros serán designados por la Corte Plena a propuesta del jerarca de cada uno de esos órganos y de la Presidencia de la Corte en el caso de la Comisión del sector administrativo. Durarán en sus cargos dos años y podrán ser reelectos indefinidamente.

ARTÍCULO 20.- Rendición de cuentas de las magistradas y los magistrados

Para cumplir con la obligación del artículo 158 constitucional, las magistradas y los magistrados rendirán, anualmente, un informe a la Corte Plena sobre el desempeño de sus funciones jurisdiccionales, de gobierno y administrativas.


CAPÍTULO III 
Estímulos y reconocimientos


ARTÍCULO 21.- Nivel de desempeño individual excelente

Las personas que obtengan un nivel de desempeño excelente durante un quinquenio recibirán los siguientes incentivos:

a) Diploma o certificado por mérito.
b) Publicación de la distinción en los medios físicos o digitales con que cuente la institución; exposición que se mantendrá mientras se obtenga la calificación de excelente.
c) Prioridad en la adjudicación de becas, designación en actividades de formación y capacitación.
d) Fungir como docentes de la Escuela Judicial.
e) Integrar tribunales evaluadores de la carrera judicial.
f) Prioridad en el otorgamiento de permisos para impartir lecciones.
g) Prioridad para traslados o permutas, en igualdad de condiciones.
h) Prioridad para laborar bajo la modalidad de teletrabajo, si las funciones y condiciones lo permiten.
i) Prioridad para realizar investigaciones y publicaciones de interés institucional.

Si la persona evaluada no mantiene la calificación de excelente en los períodos subsiguientes, perderá los beneficios señalados, con excepción de los indicados en los incisos a) y g).

ARTÍCULO 22.- Nivel de desempeño individual muy bueno
Las personas que obtengan como resultado un nivel de desempeño muy bueno durante un quinquenio, será reconocido con la entrega de un diploma o certificado.


CAPÍTULO IV 
Planes remediales 


ARTÍCULO 23.- Plan técnico remedial para el nivel de desempeño individual deficiente

Las personas que obtengan, durante un período de evaluación, un desempeño individual deficiente (menos del 70%) serán sometidas a un plan remedial de atención y capacitación para brindarles la oportunidad de mejorar su desempeño en relación con los ciclos de evaluación subsiguientes.

En su diseño intervendrán las autoridades institucionales que sean necesarias. Ese plan estará bajo la supervisión, ejecución y seguimiento de la respectiva jefatura inmediata.

Si el rendimiento deficiente individual es obtenido en dos períodos no consecutivos, la persona tendrá derecho a un nuevo y último plan remedial.


CAPÍTULO V 
Evaluación de la gestión institucional y rendición de cuentas


ARTÍCULO 24.-	Evaluación de la gestión institucional

Además de la evaluación del desempeño individual, habrá un subsistema de evaluación de la gestión institucional del Poder Judicial, para medir el grado de cumplimiento de los objetivos y fines contenidos en los planes estratégicos y operativos, políticas, programas y proyectos de especial importancia. Lo anterior con el propósito de determinar el impacto en el logro de la misión institucional.

ARTÍCULO 25.-	Comisión de Evaluación de la Gestión Institucional

Se crea como asesor de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Evaluación de la Gestión Institucional. Estará conformada por la Presidencia o Vicepresidencia, la Presidencia del Consejo de la Judicatura y los funcionarios del estrato gerencial que la Corte Plena estime necesarios. Será dirigida por el Presidente o Vicepresidente de la Corte y un secretario.

Sus acuerdos serán tomadas por la mayoría absoluta de sus miembros asistentes.

Esta Comisión contará con los recursos necesarios para el cumplimiento efectivo de sus atribuciones.

La Corte Plena, como el órgano responsable del gobierno judicial, le compete conocer y resolver sobre los informes periódicos que rinda esa Comisión.

ARTÍCULO 26.- Competencias de la Comisión

Esa Comisión tendrá las siguientes competencias:

a) Evaluar y medir, periódicamente, el cumplimiento de los objetivos y fines establecidos en los planes estratégicos y operativos, en materia jurisdiccional, auxiliar de esta y administrativa, mediante la matriz, los criterios de desempeño e indicadores de gestión que se establezcan objetiva, técnica y científicamente.

b) Rendir a la Corte Plena los informes que sean necesarios sobre el nivel de desempeño alcanzado por los sectores que integran el Poder Judicial. Estos informes deberán contener las recomendaciones para adoptar y aplicar las medidas y acciones correctivas necesarias e idóneas para el logro del mejor desempeño. La Presidencia de la Corte deberá convocar a las sesiones extraordinarias necesarias para conocer y resolver sobre su contenido.

c) Evaluar el desempeño individual de todas aquellas personas que tienen una relación de servicio en el nivel gerencial, que sean de nombramiento de la Corte, así como de aquellas que por integrar las diversas comisiones de evaluación no se pueden evaluar a sí mismas.

ARTÍCULO 27.- Competencias de la Corte Plena

La Corte Plena tendrá las siguientes competencias:

a) Discutir plenariamente, en las sesiones extraordinarias necesarias, especialmente convocadas al efecto, los informes periódicos y el informe anual que rinda la Comisión de Evaluación de la gestión institucional.

b) Aprobar o improbar, con las modificaciones pertinentes, los informes rendidos por la Comisión.

c) Pronunciarse, expresamente, sobre las acciones y medidas correctivas propuestas por la Comisión.

d) Informar a la ciudadanía, opinión pública y medios de comunicación colectiva sobre los niveles y porcentajes de desempeño alcanzados anualmente, las medidas y acciones correctivas tomadas. Una vez firme el acuerdo, en el sitio digital del Poder Judicial se ubicará toda esta información para garantizar su libre acceso a toda persona.

e) Priorizar la asignación presupuestaria a los programas que acrediten un rendimiento institucional excelente, sin perjuicio de mantener los recursos para los programas de carácter esencial para la ciudadanía.

f) Otorgar un reconocimiento anual al sector o sectores que hayan tenido el rendimiento más elevado.

g) Dictar los reglamentos necesarios y complementarios al presente.

ARTÍCULO 28.- Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en el mes de junio de cada año convocará a una sesión extraordinaria para dar a conocer a la Corte Plena, la opinión pública y los medios de comunicación colectiva, los resultados de la evaluación del desempeño institucional del año anterior, así como para tomar las medidas y acciones correctivas para lograr un mejor desempeño institucional en los periodos siguientes.


CAPÍTULO VI 
Régimen recursivo

ARTÍCULO 29.- Recurso de reconsideración y agotamiento de la vía administrativa

Las personas sometidas a evaluación podrán impugnar el resultado obtenido.

En todos los casos, procederá el recurso de reposición o de reconsideración ante el órgano encargado de la evaluación, el cual deberá interponerse en el plazo de los cinco días hábiles posteriores a la comunicación de la evaluación.

El órgano respectivo deberá resolver el recurso interpuesto en el plazo de un mes.

El pronunciamiento del órgano encargado de la evaluación agotará la vía administrativa.


CAPÍTULO VII 
Disposiciones finales y derogatorias


ARTÍCULO 30.-	La Corte Suprema de Justicia podrá disponer las reestructuraciones y reorganizaciones administrativas necesarias para la implementación debida de este reglamento.

ARTÍCULO 31.-	Este reglamento deroga todas las disposiciones anteriores que se le opongan en forma expresa o tácita.

ARTÍCULO 32.- Vigencia

Este reglamento entrará a regir una vez publicado en el boletín judicial y cuando, respecto de cada sector, se hayan definido los criterios, indicadores o matrices de desempeño.


DISPOSICIONES TRANSITORIAS

TRANSITORIO I.-
Para la implementación del presente reglamento, la Corte Suprema de Justicia deberá disponer de los recursos humanos, materiales, financieros y tecnológicos necesarios para que todos los componentes del Sistema de Evaluación del Desempeño entren en operación y se asegure su funcionamiento continuo.

TRANSITORIO II.-
La Corte Suprema de Justicia deberá propiciar el desarrollo de los sistemas informáticos y de los recursos tecnológicos necesarios para la eficiente implementación e interoperabilidad de los sistemas de evaluación regulados en este reglamento.

TRANSITORIO III.-
La Corte Suprema de Justicia deberá adecuar y armonizar toda la normativa reglamentaria existente con la presente.”

-0-
La reforma al artículo 28 de la Ley Orgánica del Poder Judicial literalmente dice:
 “Se adicionan tres párrafos 6, 7 y 8 al artículo 28 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

Artículo 28. Podrá ser destituido de su cargo, siguiendo el procedimiento establecido y con la previa oportunidad de defensa, el servidor:

[…]

6.-  Que obtenga un rendimiento individual deficiente en dos períodos consecutivos de evaluación, pese a haberse sometido a un plan técnico remedial.

7.- Que haya obtenido en tres períodos distintos de evaluación un rendimiento deficiente, pese a haberse sometido, previamente, a dos planes técnicos remediales.

8.-  Que se niegue injustificadamente a someterse a un plan remedial para mejorar el desempeño, previa comprobación de la deficiencia mediante la aplicación del sistema respectivo de evaluación.”
- 0 -

Se concede el uso de la palabra al Magistrado Jinesta quien expone: “Recordemos que a propósito del paquete de reformas urgentes que se están proponiendo para mejorar la imagen del Poder Judicial, uno de los temas es la evaluación del desempeño y la rendición de cuentas. 
Esta comisión estuvo conformada por la magistrada Allón Zúñiga de la Sala Segunda, el magistrado Jorge Olaso de la Sala Segunda, la magistrada Abdelnour Granados de la Sala Constitucional y quien les habla. Además contamos con la valiosa colaboración de la Dirección de Gestión Humana, en particular del Director, el máster José Luis Bermúdez Obando.
Hoy le estamos presentando a la Corte los dos productos de esta comisión, en particular es un Reglamento del Sistema de Evaluación del Desempeño y Rendición de Cuentas en el Poder Judicial.
Recordemos que este reglamente retoma aquel esfuerzo que había hecho la Corte en el año 2015, a aprobando un proyecto de ley en la sesión N° 16-15 del 27 de abril de ese año, aprobando un proyecto de ley para que fuera sometido a la corriente legislativa. 
Proyecto en el cual en su momento habíamos participado en su redacción el exmagistrado Rolando Vega Robert y quien les habla. Y que habíamos validado consultándole a todas las organizaciones gremiales del Poder Judicial, organizaciones sindicales, y desde luego con la Dirección de Gestión Humana, en aquel momento, en el año 2015.
Por distintas razones el asunto en la Asamblea Legislativa, un dictamen del Departamento de Servicios Técnicos dijo que era mejor que la Corte Plena elaborara esa normativa, la convirtiera o reconvirtiera en un reglamento, que era más flexible obviamente para ajustarlo a las necesidades y circunstancia del Poder Judicial. 
Y ese es el trabajo que nosotros retomamos, utilizamos esa redacción del año 2015, la reconvertimos en reglamento, le hicimos unas mejoras y unas modificaciones con base en las observaciones que hicieron las magistradas y los magistrados que integraron la comisión, y también desde luego la Dirección de Gestión Humana.
Debo decir que recordemos que el proyecto de ley se elabora durante el periodo de la ex Presidenta Zarela Villanueva Monge, quien se había mostrado muy interesada en el tema de la evaluación y la rendición de cuentas, tanto que nos encomendó al doctor Vega Robert y a quién les habla, la elaboración de ese proyecto de ley.
Como las cosas se tardaron en el iter legislativo y finalmente se entrabó, doña Zarela Villanueva dio instrucciones claras a la Dirección de Gestión Humana para que empezaran a desarrollar todo el tema de las políticas de evaluación y rendición de cuentas. 
Recordemos que este es un tema que se introduce en la Constitución Política en el artículo 11 por una reforma parcial en el año 2000.
¿Cuál es la relevancia de la introducción sistemática de la evaluación del desempeño y la rendición de cuentas en el Poder Judicial? En primer término, recordemos que la evaluación del desempeño es un componente de lo que se llama las nuevas políticas de gestión pública, un poco para lograr eficientar el aparato público, porque durante muchos años el gran contraste entre sector público y sector privado, que aún persiste, es que el sector privado es eficiente, eficaz, da servicios de calidad, y el sector público no.
Entonces, hay un movimiento a nivel mundial que se llama la Nueva Gestión Pública (NGP) que es prácticamente introducir algunos mecanismos y figuras que se usan en la administración del sector privado al ámbito público.
Una de esas figuras es la evaluación del desempeño para medir el rendimiento que tiene una institución, los órganos que conforman la institución, y desde luego los y las funcionarias que trabajan en esa institución, y hacer todos los correctivos necesarios para que tanto la institución, los órganos como las personas - que es lo más importante - ese recurso humano, haga los ajustes necesarios para brindar los servicios públicos de calidad, eficientes, eficaces y además sometidos a una mejora -que esto es muy importante-, a una mejora permanente o continua.
El reglamento, como los que ya conformaban la Corte en el año 2015 lo recordarán, plantea un sistema integral global de evaluación en el Poder Judicial segmentado en dos sistemas. Uno, lo que llamamos el subsistema institucional para medir el rendimiento global del Poder Judicial, o sea, qué rendimiento tiene el Poder Judicial en el año 2016 y poder decírselo a la ciudadanía y a la opinión pública. 
Es decir, en una escala de evaluación de 1 a 100 en rendimiento fue de un 85, un 90, un 75, en función del cumplimiento de los objetivos que están definidos en los respectivos Planes Estratégicos o Planes Operativos Anuales, los llamados POA o los Planes Sectoriales que haya en cada uno de los ámbitos del Poder Judicial. 
En definitiva, esto va a permitir medir anualmente el rendimiento del Poder Judicial como un todo.
Pero también recordemos que dentro de ese subsistema institucional vamos a poder evaluar el desempeño y el nivel de rendimiento de cada uno de los órganos y sectores que están adscritos al Poder Judicial, empezando por el Ministerio Público, la Defensa Pública, el Organismo de Investigación Judicial, el propio sector administrativo. Y algo muy importante que siempre nos ha preocupado, que es medir el rendimiento y el desempeño de los jueces, las juezas de los Tribunales de la República.
También se va a poder dar un resultado anual sobre ese tema a la ciudadanía, de tal forma que el Poder Judicial y cada uno de sus componentes, sectores o ámbitos, Ministerio Público, Defensa Pública, etcétera, puedan rendir cuentas de porqué se obtuvo ese desempeño, y qué mejoras se van a hacer a futuro, sobre todo para los próximos años una vez implementado esto, para ir incrementando y subiendo el rendimiento, por lo menos para mantenerlo en niveles bastante aceptables para la opinión pública y para la ciudadanía.
Luego, hay un subsistema de evaluación para las personas servidoras del Poder Judicial, en esto obviamente se ha introducido el principio de la participación democrática de cada sector, tiene que haber una matriz común a nivel institucional y personal de evaluación de desempeño, tanto institucional como personal, pero cada sector tiene sus propias singularidades.
Entonces para evaluar a un fiscal o fiscala, habrá que construir criterios consensuados donde participen el Ministerio Público, los fiscales y fiscalas. Si es la Defensa Pública, consensuado y con participación de la Defensa Pública. Si es de los jueces y de las juezas obviamente con participación de las juezas y de los jueces de la República, y de acuerdo a cada materia, porque obviamente no podemos evaluar con el mismo parámetro a un juez o jueza de materia Penal, que uno de materia Contencioso Administrativo, o a un juez de tránsito, o a un juez de Pensiones Alimentarias.
El sistema que está contemplado aquí es llamado sistema desconcentrado porque se crean varias comisiones rectoras, está el Consejo de la Judicatura para la evaluación de los jueces, el Consejo de Personal para el personal auxiliar de los órganos jurisdiccionales.
Se crea una Comisión en el Ministerio Público, en la Defensa Pública, en el Organismo de Investigación Judicial, de tal forma que la evaluación va a estar en cada sector en manos de un órgano colegiado donde van a participar los actores de ese sector, para que haya una participación efectiva en la construcción de todos estos indicadores, matrices de desempeño que son fundamentales. 
Hay que tomar en cuenta que la Dirección de Gestión Humana de acuerdo con el artículo 10 del Estatuto del Servicio Judicial es la que tiene la administración, gestión y coordinación de todo este sistema, le va a corresponder a esta Dirección todo el tema operativo y administrativo de coordinación con todas estas comisiones de evaluación.
Se previó un sistema de méritos para todos los órganos que tengan rendimientos aceptables, sobresaliente, excelentes, para los servidores y servidoras judiciales, y obviamente también algunas consecuencias que habrá una vez implementado completamente este sistema para la gente que en forma reiterada, no es que si es una vez, porque siempre se le da a las personas la oportunidad de corregir varias veces, que también estén sujetos a alguna consecuencia para que el sistema tenga plena efectividad, porque si no hay este sistema de méritos y de algún tipo de consecuencia relevante, no vamos a tener un sistema efectivo de evaluación y de rendición de cuentas, por eso es que también se propone una reforma parcial al artículo 28 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Creo que para el próximo año tendremos suficientes sesiones aquí en la Corte para conversar e in viendo artículo por artículo, que entendería que esa sería la mecánica, según lo que nos ha explicado el magistrado Rueda, que ha liderado estupendamente este tema de las reformas urgentes en el Poder Judicial, de tal suerte que ya tendremos oportunidad de ir viendo artículo por artículo, norma por norma, independientemente de que ya había sido aprobado por la Corte en el año 201, y de alguna observación que quiera hacer uno de los magistrados o magistradas que no estuvieran en ese año, y alguna cuestión técnica que pueda sugerir a último momento la Dirección de Gestión Humana.
Dejo a nombre de la Comisión de Evaluación presentado los dos productos para consideración y conocimiento de la Corte”.
MIENTRAS SE ENCONTRABA EN EL USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO JINESTA ENTRÓ EL MAGISTRADO RUEDA Y SALIERON LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y RAMÍREZ.
Dice el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Muchas gracias a usted, magistrado Jinesta, y gracias por el producto que ha sido un encuentro de buenas voluntades realizado en un tiempo corto e importante, y a todos los integrantes de la Comisión de Evaluación del desempeño”.
Señala el Magistrado Rueda: “Primero que nada felicitar al magistrado Jinesta y a su grupo por el valioso aporte que está presentando, sin lugar a dudas es un tema neurálgico del sistema de administración de justicia: la evaluación del desempeño; y no solo neurálgico, sino extraordinariamente complejo. 
De manera que el esfuerzo que él está presentando y la importancia del producto para el sistema de administración de justicia, sin lugar a dudas es extraordinario.
De este punto quisiera aclarar que la propuesta la hice yo, pero cada coordinador es responsable de su propio grupo. Y precisamente hablando de esto hoy con el señor Presidente de la Corte, estábamos hablando de ver si los coordinadores podíamos reunirnos el miércoles, porque a raíz de una reunión que hubo la semana pasada me di cuenta de varios puntos en los que tiene que haber claridad, incluso de la manera en cómo proceder.
Uno de ellos es precisamente la forma en que vamos a discutir los asuntos de la manera que sea más ágil posible. Una herramienta que se me ocurrió explorar en conjunto con el Estado de la Nación y los compañeros de la Dirección de Planificación, ha sido elaborada y me gustaría exponerla. Ya se socializó entre los coordinadores, pero con ánimo de tipo informativo.
La manera en que hemos venido votando tradicionalmente los asuntos en la Corte es en principio la que así va a seguir ahora, no obstante, esta nueva herramienta me gustaría exponerla con el ánimo de que se explore, porque tal vez se malentendió que eso podía ser la única forma en que tenía que utilizarse y eso no es así. Esa sería una cuestión interesante, señor Presiente que hablamos hoy al medio día, para ver si podría clarificarse.
Segundo, definitivamente aclarar que esta propuesta la he planteado, con mucho gusto doy apoyo, pero la coordinación general recae en la Presidencia de la Corte, a los efectos de que precisamente se disponga el tiempo suficiente para desarrollar los distintos productos de manera efectiva, a veces siento que en eso se pierde la perspectiva. Entonces para aclarar ese punto.
Parte de los temas que discutiríamos el próximo miércoles es precisamente clarificarnos totalmente cómo vamos a establecer el orden de discusión de los distintos proyectos. 
Me alegra mucho que ya las distintas propuestas se estén presentando, y habrán algunos productos que van a tardar un poco más en presentarse, en razón de su complejidad, y recordemos que en dos no se trataba de brindar la solución en sí, sino un plan para abordarla. Concretamente los que dirigen la magistrada Arias y el magistrado Molinari. Ahí la idea es un plan para abordar los temas, y no tengo duda que en los demás grupos los demás productos van a irse presentando.
El hecho de que ya haya productos presentados es positivo, porque implica que en la discusión de los mismos la prelación o el orden irá precisamente conforme se vayan presentado, siempre que alguna cuestión en particular no sugiera que de repente es mejor continuar la discusión con uno en particular, porque en eso hay que tener cierta flexibilidad, cierto “movimiento de cintura” a los efectos de que los productos salgan.
Lo que sí es cierto es que aquí se han presentado muchas veces productos que quedan engavetados, que por alguna razón no empieza su discusión, y ese es el círculo vicioso con el que se tiene que romper, que se empiece a discutir en Corte. Podrá ser que usemos el método de siempre, tal vez no sea el que más nos guste, o podrá ser que en el transcurso vayamos desarrollando una nueva herramienta que incluso pueda servirle a la Corte como tal en otros futuros proyectos y que poco a poco nos vayamos acostumbrando a esas nuevas herramientas.
Pero el hecho es que tenemos que empezar con esa discusión. Pienso que ya dimos el primer paso, creo que vamos por buen camino, y en el transcurso del próximo año tenemos que seguir en esa misma dirección”.
SALE EL MAGISTRADO JINESTA.
Expresa la Magistrada Arias: “Tengo una preocupación, que no sé si les pasa a todas las Salas, lo que me preocupa es que tendremos que hacer unas agendas muy ejecutivas porque el tema es que entre la agenda tradicional de Corte Plena, la agenda de estas reformas, más la agenda de los procesos disciplinarios, la materia penal no puede esperar, entonces hay algo que tenemos que hacer entre los derechos de los justiciables y las votaciones. Sin duda alguna así como venimos trabajando en los últimos dos meses no podemos seguir trabajando.
Con todo respeto, sé que esto es fundamental, pero no sé cómo vamos a idear unas agendas que nos permitan salir adelante. Así como está planteado el asunto hasta ahora, no sé como harán todas las otras Salas. Les digo que en la Sala Tercera así no podemos seguir trabajando.
Sé que tendremos que tal vez delegar una parte, o dedicar una parte de todas las sesiones de los lunes que es solo para esto, pero no podemos tener dos o tres sesiones por semana para ver asuntos de Corte Plena, porque el problema es que el trabajo fundamental nuestro es ser jueces también, y entonces tenemos la problemática de que en la materia penal los asuntos no esperan, tenemos que resolverlo.
Entonces además de lo que ha señalado el magistrado Rueda, que me parece muy válido, porque de pronto decimos en una herramienta digital usted marca “aprobar”, “aprobar”, sí, pero ¿cómo es aprobar?, hay que leer, hay que socializar, o sea, usted no puede simplemente dar “aprobar”.
Entonces con la agenda que tenemos esto no lo podemos llevar a cabo.
Lo digo porque entonces nosotros como Sala quedaríamos excluidos de cualquier votación en ese sentido, y me preocupa porque todos de una forma u otra estamos involucrados en esto, y estamos en la mejor disposición, pero ¿cómo usted va a hacer esto cuando tiene una agenda de votación de 80, 90 asuntos por semana?, eso es imposible”.
Refiere el Magistrado Rueda: “Reitero, la herramienta que enviamos es solamente un propuesta piloto, solamente para que la viéramos, no necesariamente para que ya se estuviera aplicando en toda su estricta dimensión, que creo que eso no se entendió, ese es el primer punto.
	El segundo punto es, que cuando se estaban discutiendo las reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la época de don Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g), se presentó exactamente el mismo problema, que cómo hacíamos con las agendas de votaciones de la Sala Segunda, de la Sala Primera, Sala Tercera, y por supuesto la Sala Constitucional.
Tenemos que superar eso, porque sino nunca vamos a discutir nada de fondo aquí en la Corte, más que lo que sea en sesión de Corte. 
En ese momento la solución que se planteó fue que en las mañanas de los lunes, el día de sesiones de Corte, dedicar la sesión de la mañana al análisis de la reforma correspondiente, y así fuimos avanzando hasta que don Luis Paulino Mora lamentablemente falleció.
	Entonces se trataba de reformar toda la Ley Orgánica del Poder Judicial, en realidad el producto era gigantesco. Ahora son productos que no dejan de tener mucha relevancia, por ejemplo, el que presentó hoy el magistrado Jinesta, y que van a ser objeto, me imagino, de discusión en su momento, pero por lo menos los que ya se están presentando son de un volumen un poco inferior.
	Tenemos que hacer el esfuerzo, diría por lo menos de sacar una mañana en las sesiones de Corte para atender este tipo de situación. 
Entiendo que la agenda de Corte, precisamente por todos los procedimientos disciplinarios, se atrasó y había muchos nombramientos pendientes, lo que obligó durante varias semanas a hacer una sesión en la mañana y otra en la tarde porque si no, no dábamos abasto.
	Señor Presidente, son temas que deberíamos discutir precisamente en la sesión de coordinadores, me parece muy oportuna la observación de la magistrada Arias, así como las que hicieron los magistrados Molinari, Salazar Alvarado y Sánchez, en una última sesión. 
Pero podría darse una alternativa, planteo que hagamos lo mismo que con don Luis Paulino Mora, por lo menos como solución preliminar antes de encontrar una más definitiva, que es que dediquemos una sesión, la sesión de la mañana de Corte, a estos temas de fondo.
Porque si es por agendas de votación nunca vamos a tener espacio para discutir ningún tipo de reforma judicial, más allá de la agenda normal de Corte. Y en la agenda normal de Corte tenemos disciplinarios, nombramientos, las distintas cuestiones de rutina, o sea, nunca hay un espacio para tocar esos temas de fondo, y en la circunstancia actual tenemos que hallarlo, no hay otra alternativa, hay que encontrarlo”.
	Agrega la Magistrada Arias: “Creo que el Magistrado Rueda y yo estamos de acuerdo. 
El tema es el siguiente, esto hay que ordenarlo. Si además usted quiere que hagamos reuniones adicionales de coordinadores, es una sesión adicional más. Con lo cual, con todo respeto, pienso que podemos ir haciendo un arreglo, pero sobre todo no definirlo entre los coordinadores, sino definirlo aquí con todos, esto es tema que a todos nos involucra y a todos nos atañe.
	Estaría totalmente de acuerdo en que los lunes en la mañana los dediquemos a esas discusiones. 
Por ejemplo, la semana pasada, el miércoles, estaba la discusión, que para nosotros es importantísimo, del tema de la carrera fiscal, pero también teníamos una gran cantidad de asuntos que resolver, si no le doy visto bueno a las cosas, la Sala Tercera se paraliza. Entonces, es muy difícil que podamos sacar dos o tres días a la semana para venir a esto. 
Sin duda alguna vamos a colaborar viniendo los lunes en la mañana para sacar esta agenda, que se ordene la agenda para la tarde, creo que ya quedamos bastante al día, este año finalizamos con la agenda al día, y todo nuestro mayor empeño en que esto salga.
	También es importante escuchar lo que dicen los compañeros y las compañeras con respecto a los temas, porque la riqueza de la creación conjunta está precisamente en escuchar al otro para que finalmente esto no vaya a pararse, y que termine con el mejor producto posible.
Entonces básicamente estamos de acuerdo, fijar un día por semana para ver esto, que el día coincida con el de la sesión de Corte para que podamos decir: todo ese dedicado a Corte Plena; y podamos agendar el resto de cosas en la semana para los temas de votación de Salas.
	Porque como les digo, todos tenemos prisa por resolver, pero nosotros todavía tenemos más porque nuestros expedientes tienen reos presos, entonces es por esa razón que siempre ponemos esta situación en conocimiento”.
SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL SUPLENTE ARAYA GARCÍA.
Dice el Magistrado Rueda: “Concuerdo con la magistrada Arias y no sé si los demás compañero también estarían de acuerdo con un agregado, no sé si la parece magistrada Arias y por supuesto a los demás compañeros y compañeras, que dentro de lo posible tal vez no todas las semanas, pero una vez cada quince o veintidós días, una reunión de coordinadores.
	Para los efectos, señor Presidente, que ya en las funciones propiamente de coordinación, se dé un intercambio y no haya mal entendidos, y pueda fluir el proceso, eso podría ser una opción si a los compañeros y compañeras les parece. 
En términos generales, creo que el proyecto está avanzando en buen término, y eso se ve en la medida que las comisiones están rindiendo productos. Pero hay una fase que es imposible de saltarse, que es la aprobación por parte de Corte y la discusión que se da en Corte.
	Mutatis mutandis, es como pasa en la Asamblea Legislativa: puede haber Proyectos de Ley muy importantes, pero por más importantes que sean tienen que pasar por el procedimiento de discusión en la Asamblea Legislativa.
Siento y estoy seguro que todos nosotros aquí tenemos un ánimo constructivo, no obstructivo, de proceder a la discusión y aprobación de las cosas, por supuesto, haciendo las observaciones del caso, pero eso podría ser una alternativa, seguir en las mañanas y por lo menos vernos cada 22 días, sacar un espacio para efectos de que podamos coordinar”.
Señala el Magistrado Cruz: “Esta reforma tiene una amenaza y una debilidad, es que hemos reaccionado por lo que pasó, pero antes de eso no había una voluntad de cambio ni de reforma. Entonces tenemos que saber si es que esto va a significar que nos vamos a mantener en una voluntad de reforma, o lo que había pasado antes va a tomar nuevamente su espacio natural y entonces esperemos, porque de por sí,  no va a pasar nada.
	Este es un esfuerzo de todos, y no dudo que los problemas que señala la magistrada Arias son realmente importantes, pero tenemos una amenaza, y es que esto lo hemos hecho como reacción a lo que pasó, pero esto no fue porque hubo una voluntad de cambio con todos los proyectos que están involucrados, el código de conducta, la rendición de cuentas, etcétera, nada de eso, es más, aquí no se ha hablado de eso antes de que ocurriera todo este desaguisado. 
	De tal forma que me parece que tenemos un plazo más o menos breve para la reforma, y por supuesto,  cumplir con lo que nos puede corresponder, hasta donde sea posible, porque la Asamblea Legislativa también necesita tener una agenda de reforma judicial que sintonice con lo que estamos planteando, que al final de cuentas muchas de las cosas no van a querer cambiarlas.
	Pienso que tiene esa amenaza, y tiene los problemas que muy bien señala la magistrada Arias y que tenemos que “nadar entre dos aguas”. 
Que la voluntad de cambio sea el estímulo producto de que nos concienciamos a raíz de lo ocurrido, buscando conjurar la debilidades evidenciadas en la crisis. Porque hay otra serie de problemas que no es del caso comentar, y que podamos en el plazo de 6 meses presentar una agenda para el nuevo gobierno que corresponda. 
Pero si cumplir con eso, para que no vaya a pensarse que quedamos atrapados por una atmósfera conservadora o de mantener lo que ya está.	
	Creo que algo de estos retos se sugiere en el segundo informe del Estado de la Justicia  y obviamente,  tenemos que priorizar, creo que el magistrado Rueda lo ha dicho reiteradamente, tenemos que priorizar cuales son las cosas fundamentales estructurales para que realmente sea viable, si nos quedamos aquí con un proyecto gigantesco de toda la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial,  no vamos a salir nunca.
	Me parece que hay proyectos que se pueden solventar sin entrar en excesivos detalles, para que la voluntad de cambio esté bien definida.  Cuando ya esté en el Parlamento,  le hacemos más zurcidos y más agregados, etcétera. 
Pienso que la magistrada Arias señala muy bien su preocupación, pero por otro lado,  también les señalo otra preocupación que tengo, y es que el combustible del susto se acabe de camino, y otra vez dentro de 6 meses estamos en las mismas del año pasado”.
Indica el Magistrado Rueda: “Para seguir con la línea del magistrado Cruz, y aclarar un poco al menos el criterio mío, no creo que la gasolina del susto en pocos días se baje.
Por otro lado, pienso que aquí ha habido una oportunidad en esta crisis de cambio que sinceramente todos queremos aprovechar. Y eso lo vi a la hora que se redactó la propuesta original, en realidad fui a recoger las distintas inquietudes de los diversos compañeros y compañeras.
Señor Presidente, más que sentir,  estoy convencido de que en el momento que anunciamos esto asumimos, un compromiso, y por supuesto que en el camino no todo va a ser siempre perfecto, en algún momento va a haber cuestiones que rectificar y que conversar. 
Lo que sí tiene que ser absolutamente perfecto es la convicción de que hay que sacar el compromiso, y no dudo que la Presidencia, según conversamos hoy, está en esa línea de convicción total de sacar este proyecto, y si en el camino hay cosas que rectificar ¡fantástico!, se rectifican, se aclaran, pero hay que seguir con esa línea.
	Nuevamente, como dijo el magistrado Cruz, aquí no se trata de reformar todo,  porque el que quiere reformar todo,  termina por no reformar nada. Se dice que lo perfecto es enemigo de lo posible, y aquí se trata de sacar dentro de lo que se pueda lo posible, y van a ser proyectos importantes.
	Les reitero, aquí ha habido desde hace años, voluntad de cambio, pero algo en el sistema nuestro de tomar decisiones entraba las cosas, pero desde el momento en que ya las propuestas -muchas que estaban engavetadas- se retoman y se plantean en Corte, por supuesto podrán ser muy mejoradas, pero ya están en el tema, ya están en el camino de la discusión, y sobre esto, magistrado Cruz, es lo que debemos tratar de mantener. Mantener el ritmo de seguir en la vía de la discusión y del análisis, de la aprobación, ojalá lo más pronto posible, dentro de Corte”.
SALE LA MAGISTRADA ARIAS.
	Expresa el Magistrado Molinari: “Al igual que el magistrado Rueda creo que hay motivación para el cambio, las razones evidentemente están en el “susto” que llama el magistrado Cruz, el “susto” no necesariamente permanece, pero creo que a partir de ahí se dio esa voluntad. 
No es que se dio esa voluntad, se fortaleció lo que de alguna forma creo que siempre ha existido, porque nosotros forjamos con mucha normalidad una seria de productos que tienden precisamente al cambio, y de hecho así ha sido y algunos han sucedido, pero otros no.
	En temas estructurales es donde sustancialmente nos hemos quedado, y en estos momentos estamos trabajando duro con ese propósito.
Creo que para mostrar eso, necesariamente hay que tomar algunas decisiones aquí en Corte, que tienen que ver con la agenda nuestra, y una muy apropiada, me parece, es la que estaban proponiendo tanto la magistrada Arias como el magistrado Rueda, de que sea efectivamente todos los lunes en la mañana estemos dedicados a este tema hasta que concluyamos con esta tarea.
	Creo que con eso estaríamos mostrando perfectamente que estamos trabajando y nos lo estamos demostrando nosotros mismos, el compromiso tiene que existir para asistir a esas sesiones de Corte y trabajar en estos temas.
	Incluso le planteaba al magistrado Rueda un día de estos la posibilidad de agilizar un poco estas sesiones. Sin embargo, también comprendí algo que hoy todavía me doy cuenta que es más necesario, y es el tema de poder discutir aquí todo lo que los proyectos traigan, y que sean analizados con el debido cuidado. 
	En el camino podríamos encontrar alguna fórmula intermedia, pero creo que hay que hacerlo, y me queda claro hoy más que nunca que hay que hacerlo, y la forma como hay que hacerlo es trabajando, ya tenemos productos, nos faltan por elaborar algunos, pero lo que hay que hacer es trabajar. 
Así que quiero afirmar mi deseo de que esto funcione. Siento que es la voluntad de toda esta Corte, y creo que la forma en que lo evidenciamos es trabajando, y esos lunes en la mañana creo que pueden ser la fórmula ideal”.
ENTRA EL MAGISTRADO JINESTA.
	Refiere el Presidente, Magistrado Chinchilla: “En realidad en los últimos tiempos hemos tenido muchos asuntos de carácter disciplinario, lo que ha ocasionado que nos dediquemos todo el día, a veces toda una mañana o toda una tarde en un asunto, y tal vez no terminamos de resolverlo.
Pero creo que tal vez en el nuevo año que nos espera y que va a ser muy provechoso, podemos tener la posibilidad de agendar todos los lunes el conocimiento de los diferentes productos de las comisiones, y creo que es importante que lo vayamos conociendo en Corte.
	Habrán unos más robustos, otros que podríamos ver en forma más rápida, pero creo que sí existe la posibilidad, y creo que el ánimo, la intensión y la buena disposición que se tiene se va a mantener por mucho tiempo, y espero que así sea.
	Veo que las diferentes comisiones están muy activas, están preocupadas en buen sentido de ocuparse también de producir, podríamos decir, soluciones que de alguna forma las podríamos haber visualizado, pero no las podemos entronizar de alguna forma, o sea, proyectar hacia adentro de nosotros como necesidades.
	Creo que ahora llegó el momento y estamos en una buena disposición de hacerlo. 
Y me parece que para el año que viene vamos a tener una posibilidad de arreglar las agendas de forma diferente que como las hemos tenido hasta ahora, y poder salir adelante en esta laboriosa pero importante y gran tarea que nos va a ayudar a todos como Poder Judicial.
	Quería decirles que el magistrado Rueda me pidió que convocara a una reunión de coordinadores de comisiones para el próximo miércoles, íbamos a tener sesión de Corte en la tarde pero no vamos a hacerla, sino reunión de coordinadores en la oficina 504 de la Presidencia que está en el otro edificio.
Los coordinadores que están aquí se dan por enterados, pero igual vamos a dirigir la comunicación a cada uno de los coordinadores para que acudan a la cita, que en este momento estamos convocando para el miércoles a las 13:30 horas. 
Las propuestas del magistrado Rueda con respecto a cómo vamos  a proyectar la revisión de cada uno de los diferentes productos va a ser muy importante, y ahí vamos a tener posibilidad de revisarla.
	A veces es importante verla en un grupo de coordinadores y luego trasladarla al pleno de la Corte Suprema de Justicia, porque muchos de los coordinadores que tenemos son integrantes de diferentes Salas de la Corte, y todas las Salas van a poder compartir con cada uno de los coordinadores esta posibilidad de conocimiento que vamos a tener”.
Añade el Magistrado Rueda: “Sí, pero por ahora ya adelantamos unos temas, el tema de los días de reunión, que creo que estamos de acuerdo, salvo que esté equivocado,  en que van a ser las sesiones de las mañanas de los lunes, y también que cada 22 días podría haber reunión de coordinadores.
La invitación de la reunión de hoy es una propuesta, o sea, si los compañeros y compañeras consideran que no pueden reunirse el miércoles entonces no nos reunimos ese día. Aquí hay varios coordinadores, y más bien me gustaría consultar si alguien tiene una objeción de reunirse o no este miércoles, para efectos precisamente de ver y hablar de cómo vamos a discutir las cuestiones aquí en Corte, ese sería mi consulta”.
SALE EL MAGISTRADO JINESTA.
Agrega el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Hoy es la última sesión de esta Corte Suprema de Justicia de este año. La otra va a ser una reunión de coordinadores el miércoles.
Quiero decirles que de mi parte les deseo a todos y a todas una muy feliz navidad cercana al núcleo familiar y de la gente querida, y por supuesto un año 2018 bastante venturoso, lleno de bendiciones, sé que va a ser muy bueno para el Poder Judicial.
Veo que hay muy buena intensión de hacer las cosas bien, que estamos contribuyendo y no generando una situación para que no avancemos, creo que es positivo, y por lo tanto les agradezco a todos y cada uno de ustedes la gran entrega que han tenido; y por supuesto, decirles que estos días son días de gozo y Dios nos da la posibilidad de tener vida y salud, y eso hay que valorarlo mucho y compartirlo con los seres que uno quiere y ama, que son sus familias, pero también la gente cercana, amigos, amigas, y para mí todos y todas los integrantes de la Corte Suprema de Justicia, que son ustedes, como todos los que nos ayudan, que siempre están con nosotros y siempre los vemos de buen humor y con gran alegría haciendo su trabajo, y se los agradecemos de verdad. 
También ahora que están con nosotros todos los compañeros que nos ayudan siempre, José, Indira, a nuestra Secretaria General, la licenciada Silvia Navarro, que como todos hemos pasado momentos difíciles pero con la ayuda de Dios salimos adelante. 
Al Director Jurídico y a la Subdirectora Jurídica también, que nos han acompañado les agradecemos mucho su entusiasmo. Están en este momento tomando las riendas de una Dirección muy importante y se los agradecemos de todo corazón
Lo que quería decirles es que gracias por la ayuda que me han dado, y sentirme bien compartiendo con ustedes día a día, así es que feliz navidad y feliz año 2018 muy próspero y lleno de bendiciones”.
Interviene el Magistrado Rueda: “No me queda claro si los coordinadores, por lo menos los que estamos aquí presentes, todos estamos de acuerdo”.
Contesta el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Si, el miércoles a las 13:00 horas”.
Dice el Magistrado Rueda: “¿Como acuerdo firme queda que nos reunamos los lunes en la mañana, y cada 22 días los coordinadores?”.
Señala el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Si, no hay problema alguno”.
Se acordó: 1.) Tener por conocidas las anteriores manifestaciones de los señores magistrados y señoras magistradas que hicieron uso de la palabra. 2.) Tener por presentadas las propuestas de Reglamento del Sistema de la Evaluación del Desempeño y la Rendición de Cuentas en el Poder Judicial y de reforma al artículo 28 de la Ley Orgánica del Poder Judicial expuestas por el Magistrado Jinesta. 3.) Dejar constancia que para el próximo año – 2018 – se destinará la primera audiencia de las sesiones de esta Corte para conocer y discutir los productos que presentarán las diferentes comisiones creadas en torno a las medidas urgentes y necesarias de Reforma al Poder Judicial. Asimismo, cada 22 días se llevará a cabo una reunión entre los coordinadores de las comisiones conformadas para aplicar medidas urgentes y necesarias a fin de reformar y fortalecer al Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO XXIV
Documento 2692-15 / 11111-2017
En sesión N° 18-17 celebrada el 12 de junio del 2017, artículo XII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“(…)
Sin objeción alguna, se acordó: Acoger la propuesta del Presidente, magistrado Chinchilla, en consecuencia, la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj) en coordinación con el Programa de Justicia Restaurativa, presentará a esta Corte, en el plazo de un mes a partir del recibo de este acuerdo, la propuesta de Política de Justicia Abierta, la cual oportunamente se hará de conocimiento de las agrupaciones gremiales del Poder Judicial, a fin de que este órgano resuelva lo que corresponda.”
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El Magistrado Solís y la máster Sara Castillo Vargas, por su orden, Presidente y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), en oficio N° 278-Conamaj-17 de 18 de setiembre del año en curso, comunicaron:
        “Nos complace dar cumplimiento al acuerdo de esta Corte Plena (ARTÍCULO XII, sesión N° 18-17) en el cual se  solicitó a  Conamaj, en coordinación con el Programa de Justicia Restaurativa, revisar del texto original de la propuesta de Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial de Costa Rica.

Durante el plazo otorgado por esta Corte nos avocamos a hacer una revisión meticulosa del texto para garantizar que  responde a los referentes teórico-filosóficos  del Gobierno Abierto y de la Justicia Abierta, al marco normativo nacional e internacional y las especificidades propias de nuestro Poder Judicial. Todo ello con absoluto respecto a los aportes y proceso de construcción participativa que dieron origen a la primera versión de documento, presentada a esta Corte en abril del  año en curso. 

El documento contempla  antecedentes, marco normativo, referentes conceptuales,  objetivos,  líneas de acción  y  ejes estratégicos de la Política; así como disposiciones sobre la comisión que velará por su cumplimiento. Con respecto a la forma y a la estructura  se siguieron los lineamientos metodológicos  que dispone Mideplan para la elaboración de políticas públicas. 

Se ha velado por que sea conteste con los desarrollos actuales en materia de transparencia, integridad, datos abiertos, acceso a la información pública, participación ciudadana y colaboración con instancias públicas y privadas, nacionales e internacionales, así como con la sociedad civil. 

El objetivo general de esta Política es “promover una gestión judicial basada en los principios rectores de la Justicia Abierta: transparencia, participación y colaboración, con el fin de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia”.

Entre los objetivos específicos destaca el fomento del uso de las tecnologías de la información, la innovación y la modernización que generen valor público, brindando alternativas a quienes no tienen acceso a las herramientas tecnológicas y adaptándose a las necesidades de acceso de toda la población, incluyendo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

Busca también la política garantizar la participación de la sociedad en el diseño, ejecución, evaluación de los procesos, políticas, servicios y disposiciones, de conformidad con la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial. Todo en pos de contribuir a un Poder Judicial moderno, responsable, transparente y eficiente.

Los temas transversales que deberán estar presentes en todas las acciones que se desprendan de la implementación de esta política son: acceso a la justicia, igualdad de género, servicio público de calidad y Justicia Restaurativa.

Todo en pos de contribuir a un Poder Judicial moderno, responsable, transparente, eficiente y con la persona como eje de su accionar.

Con la aprobación de la Política de Justicia Abierta el Poder Judicial hace una manifestación explícita de su voluntad de seguir avanzando hacia el futuro con una visión profundamente humanista, innovadora, autocrítica y democrática, mientras que fortalece su posición de liderazgo regional e internacional.”
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[bookmark: marca1]Manifiesta el Magistrado Solís: “El tema sobre Justicia Abierta que es uno de los acápites que estamos trabajando con la Comisión de Acceso a la Sociedad Civil o de Comunicación con la Sociedad Civil, lo que les solicitaría es que se tome la idea que aquí sugiero, de que ese documento que ya fue estudiado por el Programa de Justicia Restaurativa y el Programa de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), se ponga en audiencia a todas las organizaciones sociales y gremiales del Poder Judicial, dándole una fecha para el 17 de enero y en ese lapso pues que hagan las observaciones correspondientes, para después traerlo aquí a la valoración y aprobación de Corte Plena, entonces sería un acuerdo firme señor Presidente, para darle la audiencia a nuestros sindicatos y demás organizaciones gremiales”. 
Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Es un punto que es importante y la propuesta de ponerlo en conocimiento me parece muy relevante.
¿Lo tomamos como acuerdo firme, unánime, de la Corte Suprema de Justicia? Así vamos a proceder de manera inmediata”. 
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibida la propuesta de Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial de Costa Rica. 2) Conceder audiencia a las organizaciones gremiales y sindicatos del Poder Judicial, para que realicen las observaciones que estimen pertinentes a la citada propuesta, a cuyos efectos se les concede plazo hasta el 17 de enero de 2018. Se declara acuerdo firme. 
-o0o-
A las 16:20 horas finalizó la sesión con la asistencia del Presidente, magistrado Chinchilla; de las magistradas y de los magistrados Rivas, Solís, Molinari, Aguirre, Sánchez, Cruz, Rueda, Salazar Alvarado; los suplentes y las suplentes Aragón Cambronero, León Díaz, Allón Zúñiga, Blanco González, Cortés Coto, Zúñiga Morales y Hernández Gutiérrez.
-o0o-
image2.jpeg
Rendimiento

7

50

25

00

Curva Soberana - DOLARES

v

2 3 4 5 6 7 8 9 1w n
Plazo al vencimiento : afios




image3.png
Tipo de Cambio
Ago 2016-Set 2017

604.00

o
3
<
&
o

584.00

574.00

564.00

554.00

544.00

534.00

524.00

LT0ZPO0TE
L102P07T
LTOZPOET
LTOTPO ¥
LTOT IS ST
LTOT IS 9T
LT0ZA3S L
£T0T 08Y 6T
£T0C 08Y 0T
L1008V TT
LT0Z 08Y T
LT0Z INf¥T
LT0Z INfST
£70TIn1 9
L1027 UNr LT
L1027 Unr 8T
LTOTUNf 6
£T0T AN TE
210z Aen 7T
£T0T AeW €T
10T A v
L102 4qv ST
4102 4qv 9T
47049 £
LT0Z JBN 6T
LT0Z JeN 0T
LTOZT BN TT
LTOT 1eN T
707924 TZ
707994 2T
L1029 €
LT0T 3U3I ST
LT0T 3U3I9T
LT0Z3uU3 L
9102210 6T
9102210 0T
9T0Z21a TT
910z T
9TOT AON €T
9TOT AON VT
9TOZAON G
910200 LT
910210081
9T0T PO 6
9T0T 1S 0€

Tendencia





image4.png
Inflacién

2016-2017
35
25 3
15 0.940.97 23
0.68 077
0-65 049 0.37 037 057
05 136 g,
05 S s S & &,w" S
¢ . IR S
-15¢ 00082 -083 ¥ S ©

—8—Acumulada —@=—Interanual




image5.png
ATNX 2.386 X

2600

2500

2400

2300

2200

2100

2000

Feb Mar Apr May o Jul Ave Sep oct




image6.png
Gréfico No. 1
Portafolio Total por tipo Deuda

D. lindividual;
52.42%

D. Estand.;
46.71%

0.00% 10.00% 20.00% 30.00% 40.00% 50.00% 60.00%





image7.png
Gréfico No. 2
Portafolio Total por Moneda

Ddlares;
8.98%

Colones;
70.55%





image8.png
80.00%
70.00%
60.00%
50.00%
40.00%
30.00%
20.00%
10.00%

0.00%

Gréfico No. 3
Portafolio Total por Emisor

71.57%

4.13% 5.15% 5.20% 5.84% 6.33%
0.10% 0.77% 0.91%
= == & & & & &

FGSFI BCRSF BCAC BCCR ICE BNCR BCR BPDC G





image9.png
Grafico No.4
Portafolio Total por Instrumento

o 00
a2 %

t;28.22%

000%  500%  1000% 1500%  20.00%  2500%  30.00%





image10.png
Gréfico No.5
Portafolio Total Por Plazo

34.23%

31.60%

35.00%
30.00%
25.00% 18.39%
20.00% 15.78%
15.00%
10.00%
5.00%
0.00%

Hastalafio Dela3afios De3a5afios Mdsde 5 afios





image11.emf
Fecha Emisor Serie Plazo Monto Ofertado Monto Asignado

Rend. 

Medio 
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Rend. Mín. 

Asignado

Rend. 

Max. 

Asignado

Rend. Bruto 

Medio

02/10/2017 MH G180924 6.96 ₡10,000,000.00 ₡10,000,000.00 9.30% 9.30% 9.30% 10.11%

MH G260929 11.98 ₡13,514,000,000.00 ₡7,014,000,000.00 10.00% 10.00% 10.00% 10.87%

BCCR BCFIJA061119 2.09 ₡544,000,000.00 ₡544,000,000.00 7.80% 7.80% 7.80% 8.48%

Subtotal ₡7,568,000,000.00

02/10/2017 MH G$201124 7.13 14,009,000.00 $                10,294,000.00 $               5.75% 5.75% 5.75% 6.25%

MH G$221130 13.13 6,185,000.00 $                  4,185,000.00 $                 6.27% 6.27% 6.27% 6.82%

Subtotal $ 14,479,000.00 $              

09/10/2017 MH G300926 8.97 ₡134,400,000.00 ₡134,400,000.00 9.68% 9.68% 9.68% 10.52%

MH G260929 11.96 ₡775,000,000.00 ₡775,000,000.00 10.00% 10.00% 10.00% 10.87%

Subtotal ₡909,400,000.00

09/10/2017 MH G$250522 4.62 13,807,000.00 $                12,307,000.00 $               5.10% 5.10% 5.10% 5.54%

MH G$240528 10.62 22,052,000.00 $                20,252,000.00 $               6.22% 6.22% 6.22% 6.76%

Subtotal $ 32,559,000.00 $              

23/10/2017 MH G220921 3.91 ₡391,000,000.00 ₡391,000,000.00 8.80% 8.80% 8.80% 9.57%

MH G300926 8.93 ₡10,135,000,000.00 ₡10,135,000,000.00 9.68% 9.68% 9.68% 10.52%

MH G260929 11.92 ₡99,000,000.00 ₡99,000,000.00 10.00% 10.00% 10.00% 10.87%

Subtotal ₡10,625,000,000.00

23/10/2017 MH G$250522 4.58 54,000.00 $                        54,000.00 $                       5.09% 5.09% 5.09% 5.53%

MH G$250533 15.58 3,199,000.00 $                  3,199,000.00 $                 6.61% 6.61% 6.61% 7.18%

Subtotal $ 3,253,000.00 $                

30/10/2017 MH G230920 2.89 ₡2,492,900,000.00 ₡2,492,900,000.00 8.70% 8.70% 8.70% 9.46%

MH G210922 4.89 ₡1,100,000,000.00 ₡600,000,000.00 8.92% 8.92% 8.92% 9.70%

MH G300926 8.91 ₡11,450,000,000.00 ₡11,450,000,000.00 9.68% 9.68% 9.68% 10.52%

MH S240327 9.40 ₡10,425,000,000.00 ₡10,425,000,000.00 8.87% 8.87% 8.87% 9.64%

Subtotal ₡24,967,900,000.00

30/10/2017 MH G$240528 10.56 13,171,000.00 $                13,171,000.00 $               6.23% 6.23% 6.23% 6.77%

MH G$270537 19.57 65,000.00 $                        65,000.00 $                       6.80% 6.80% 6.80% 7.39%

Subtotal $ 13,236,000.00 $              

Gran Total ₡80,471,271,000.00 10.00%

Nota: Tipo cambio de referencia ₡573.00

Evaluación de Subastas

Oct del 2017
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Total Ȼ ₡44,070,300,000.00 54.77%

Total $ ₡36,400,971,000.00 45.23%

Total MH  Ȼ ₡43,526,300,000.00 54.09%

Total BCCR  Ȼ ₡544,000,000.00 0.68%

Total MH $ ₡36,400,971,000.00 45.23%

Total BCCR $ ₡0.00 0.00%

Gran Total ₡80,471,271,000.00

Nota: Tipo cambio de referencia ₡573.00

Montos Totales Asignados por Emisor y Moneda

 - en colones -
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Plazo Monto Ri Wi

 0-1 ₡0.00 0.00% 0.00%

 1-3 ₡3,036,900,000.00 9.28% 3.77%

 3-5 ₡8,073,853,000.00 8.82% 10.03%

 5-7 ₡10,000,000.00 10.11% 0.01%

.+7 ₡69,350,518,000.00 10.16% 86.18%

Total ₡80,471,271,000.00 10.00% 100.00%

Nota: Tipo cambio de referencia

₡573.00

3.8%

86.2%

Montos y Rendimientos Asignados por Plazo

Oct del 2017
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